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Señora Juez 
LUZ MATILDE ADAIME CABRERA 
JUZGADO DIECISIETE (17) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
E.             S.             D. 
 
 
 

REFERENCIA: 11001-33-35-017-2019-00540-00 
DEMANDANTE: LOLA MELBA DUCUARA DE DÍAZ 
DEMANDADO: ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE 
BOGOTÁ D.C. 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 
 
 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
 
VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.032.471.577 
de Bogotá D.C., y portadora de la tarjeta profesional No. 342.350 del Consejo Superior de la Judicatura, 
obrando como apoderada de la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ D.C., (en adelante SED o mi 
representada), manifiesto que por medio del presente escrito y encontrándome dentro del término legal, me 
permito contestar la demanda bajo las siguientes consideraciones: 

 
 

CAPÍTULO I 
PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LAS PRETENSIONES Y DECLARACIONES DE LA DEMANDA 

 
En cuanto a las pretensiones de la demanda, me opongo a la prosperidad de todas y cada una de ellas en 
los siguientes términos:  
 
1.1. Declaraciones 

 
1.1.1. DECLARACIÓN PRIMERA: Me opongo a esta pretensión teniendo en cuenta que el Fallo No. 952 

del 31 de diciembre de 2018 dentro del proceso 171 de 2017, por medio de la cual se profiere 

decisión de primera instancia proferido por la oficina de control interno disciplinario de la SED, y la 

Resolución No. 1105 del 30 de abril de 2019, se encuentran ajustada al ordenamiento jurídico, sin 

que exista vicio de nulidad en su formación o contenido. 

 
1.1.2. DECLARACIÓN SEGUNDA: Me opongo a esta pretensión toda vez que la Secretaría de Educación 

de Bogotá no es la entidad competente para atender lo relacionado con las prestaciones sociales 

de los docentes, es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio de conformidad con 

lo previsto en el artículo 5 de la Ley 91 de 1989. 

 
1.1.3. DECLARACIÓN TERCERA: Me opongo a esta pretensión teniendo en cuenta que la Secretaría de 

Educación actúo conforme a los parámetros establecidos en la Ley para proferir los Actos 

Administrativos objetos de la presente controversia.  

 
Adicionalmente, conforme al numeral anterior, se ratifica que en alusión a la Ley 91 de 1989 los 
dineros para pagar las prestaciones sociales se encuentran administrados por la FIDUPREVISORA 
S.A. mediante un contrato de Fiducia mercantil suscrito con el MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
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NACIONAL, como encargado de la administración de la cuenta FOMAG, y que la Secretaría de 
Educación sólo expide el acto administrativo de reconocimiento, el cual no puede ser firmado sin la 
aprobación de la FIDUPREVISORA S.A., con ocasión a la administración de los recursos. 
 

1.1.4. DECLARACIÓN CUARTA: Me opongo a esta pretensión conforme a los argumentos expuestos en 

el numeral anterior, informando a su despacho que mi representada actúo conforme a la Ley y al 

ordenamiento jurídico establecido para resolver el asunto en controversia. 

 
1.1.5. DECLARACIÓN QUINTA: Me opongo a esta pretensión toda vez que la Secretaría de Educación 

actúo de manera diligente y conforme al ordenamiento jurídico, por lo tanto, la solicitud entablada a 

entregar una disculpa por escrito a la parte demandante no es consecuente con el actuar de la 

contraparte, pues como se demostrará a lo largo del presente escrito, la señora LOLA MELBA 

DUCUARA DE DÍAZ afectó injustificadamente el servicio de la educación al ordenar la división del 

aula de bilingüismo. 

 
1.1.6. DECLARACIÓN SEXTA: Me opongo a esta pretensión conforme a lo expuesto en el numeral 

anterior, y adicionalmente cabe aclarar que la señora DUCUARA MORALES desconoció las 

disposiciones legales, contenidas en el Decreto 330 de 2008, impactando los programas y la 

pedagogía establecidas para dicho plantel educativo. 

 
1.1.7. DECLARACIÓN SÉPTIMA: Me opongo a esta pretensión toda vez que no existe una decisión final 

por parte de la jurisdicción contenciosa administrativa, que determine que mi representada fuese 

condenada en el presente litigio. 

 
2. Condenas 

 
2.1.1. DECLARACIÓN OCTAVA: Me opongo a la eventual condena en costas procesales y agencias en 

derecho invocando por la parte demandante y solicito se absuelva a la entidad que represento. Pido 

se condene en costas al demandante, incluyendo las agencias en derecho. 

 
 

CAPÍTULO II 
CONTESTACIÓN A LA DESCRIPCIÓN DE LOS HECHOS RELACIONADOS EN LA DEMANDA 

 
En cuanto a los hechos expuestos en el escrito de la demanda, me opongo pronunciarme en los siguientes 
términos:  
 
Al hecho 1, 2 y 3: Es cierto, de acuerdo con la documentación aportada dentro del expediente.  

 
Al hecho 4: No es un hecho, son observaciones sobre los supuestos fácticos alegados en la demanda los 
cuales deben ser valorados por el juez. 
 
Al hecho 5: Es cierto, de acuerdo con la documentación aportada dentro del expediente. 
 
Al hecho 6: No es un hecho, son observaciones y juicios de valor sobre los supuestos fácticos alegados en 
la demanda los cuales deben ser valorados por el juez. 
 
Al hecho 7: No es un hecho, son observaciones y juicios de valor sobre los supuestos fácticos alegados en 
la demanda, los cuales deben ser valorados por el juez. Cabe mencionar que, en la actuación administrativa 
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adelantada por la Secretaría de Educación se relacionaron todos los apartados probatorios que fueron 
presentados en la oportunidad legal para ello. 
 
Al hecho 8: No es un hecho, son observaciones y juicios de valor sobre los supuestos fácticos alegados en 
la demanda, los cuales deben ser valorados por el juez. 
 
Al hecho 9: No es un hecho, son observaciones y juicios de valor sobre los supuestos fácticos alegados en 
la demanda, los cuales deben ser valorados por el juez. 
 
Al hecho 10: No es un hecho, son observaciones y juicios de valor sobre los supuestos fácticos alegados 
en la demanda, los cuales deben ser valorados por el juez. En este punto, me permito precisar que dentro 
del Fallo de primera instancia y posteriormente, en la Resolución que resuelve el recurso de apelación fueron 
decretados con fundamentos jurídicos expuestos en cada una de las decisiones tomadas por la 
Administración, conforme se puede corroborar en los actos acusados.  
 
Contrario a lo manifestado por la parte demandante, la Secretaría de Educación actúo de conformidad con 
el principio del debido proceso y transparencia frente a cada una de las actuaciones realizadas para la toma 
de decisión del presente asunto. 
 
Al hecho 11: No es un hecho, son observaciones y juicios de valor sobre los supuestos fácticos alegados 
en la demanda, los cuales deben ser valorados por el juez. 
 
Al hecho 12: No es un hecho, son observaciones y juicios de valor sobre los supuestos fácticos alegados 
en la demanda, los cuales deben ser valorados por el juez. 
 
Al hecho 13: No es un hecho, son observaciones y juicios de valor sobre los supuestos fácticos alegados 
en la demanda, los cuales deben ser valorados por el juez. 
 
Al hecho 14: Es cierto, de acuerdo con la documentación aportada dentro del expediente. 
 
 

CAPÍTULO III 
RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 
En procura de ejercer el derecho a la defensa y de ofrecer al Juzgado la información necesaria para proveer 
sobre lo pertinente en las pruebas y la decisión del caso, me permito pronunciarme frente a cada uno de los 
enunciados descriptivos de los hechos y argumentos jurídicos presentados en el escrito de la demanda.  
 

1. Antecedentes relevantes de la apertura de indagación en contra de la señora LOLA MELBA 

DUCUARA MORALES 

 
1.1.  Por medio del Oficio I-2017-15868 del 21 de marzo de 2017, la Oficina de Control Interno remitió a la 
Jefe de Oficina de Control Disciplinario el informe de auditoría del fondo a servicios educativos del colegio 
Instituto Técnico Internacional, a fin de poner en conocimientos los hechos expuestos en el informe de 
auditoría en el ítem 10.2, detectados por el Auditor en el proceso. 
 
Los hechos irregulares y que se encuentran en el Oficio I-2017-15868 de la Oficina de Control Interno, 
consisten en que: 
 

“10.2 Aula de Bilingüismo (inglés), por la dimensión que presentaba esta aula fue dividida en dos: aula 
para bilingüismo y aula regular: posteriormente a la división fue retirado el cableado de los 
computadores portátiles y las mesas fueron cambiadas del lugar donde se encontraban empotradas, 
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según oficio de la docente Viviana Ponguta Esparza la adecuación fue autorizada por la Rectora, 
evidenciándose oficios de solicitud por parte de la rectora a la mesa de ayuda de Red para la 
adecuación de la sala, a fecha de la auditoría no había sido adecuada perjudicando en su desarrollo 
educativo a los alumnos que dependen de esta aula de bilingüismo…” 

 
1.2.  Por los anteriores hechos, el 02 de mayo de 2017, mi representada ordenó abrir investigación preliminar 
en averiguación de responsables sobre lo descrito en el numeral anterior. 
 
1.3.  Mediante Auto del 31 de julio de 2017, fueron decretadas unas pruebas de oficio. 
 
1.4.  Así las cosas, una vez vencida la etapa de indagación preliminar, la SED resolvió mediante auto del 14 
de noviembre de 2017, abrir investigación en contra de la Señora LOLA MELBA DUCURA MORALES, 
identificada con cédula de ciudadanía número 20.618.141. Decisión que fue notificada personalmente a la 
investigada el día 04 de diciembre de 2017. 
 
1.5.  Mediante Auto del 11 de abril de 2018, la SED procedió a declarar cerrada la investigación, de 
conformidad con el artículo 160 de la Ley 734 de 2002. Decisión notificada por estado número 204 del 10 
de mayo de 2018, la cual se encuentra ejecutoriada. 
 
1.6.  Acto seguido, el 21 de junio de 2018 se profirió el Pliego de Cargos No. 104, el cual fue notificado 
personalmente a la demandante el 9 de julio del mismo año, endilgando de la señora LOLA MELBA 
DUCUARA MORALES el siguiente cargo: 
 

“(…) para la ápoca de los hechos, presuntamente no cumplió con diligencia y eficiencia el servicio 
que se le había encomendado como directiva docente, de promover el proceso continuo mejoramiento 
de la calidad de la educación en el establecimiento educativo, al ordenar dividir el AULA DE 
BILINGÜISMO suspendió y perturbó injustificadamente la prestación del servicio educativo a los 
estudiantes, dado que desde el comienzo del año lectivo 2016 hasta el mes de septiembre de 2017 
dicha SALA se encuentra inutilizada, obstaculizando para ellos proyectos relacionados con el 
bilingüismo y con el uso de las TIC´S” 
 

1.7.  En este punto, debe señalarse como normas infringidas para conocimiento del Despacho, el numeral 
2 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002, el cual se complementa con lo dispuesto en el literal C del artículo 
2.3.3.1.5.8 del Decreto Único Reglamentario del Sector Educación No. 1075 de 2015, los cuales disponen 
lo que a continuación de transcribe: 
 
Artículo 34 de la Ley 734 de 2002: 
 

“2. Cumplir con diligencia, eficiencia e imparcialidad el servicio que le sea encomendado y abstenerse 
de cualquier acto u omisión que cause las suspensión o perturbación injustificada de un servicio 
esencial, o que implique abuso indebido del cargo o función” (Subrayado fuera del texto original) 

 
Artículo 2.3.3.1.5.8 del Decreto Único Reglamentario del Sector Educación No. 1075 de 2015, literal c: 
 

“Funciones del rector. Le corresponde al Rector del establecimiento educativo: 
 (…) c) Promover el proceso continuo de mejoramiento de la calidad de la educación en el 
establecimiento.” 

 
1.8.  Bajo las anteriores normas, la falta cometida por la señora LOLA MELBA DUCURA MORALES se 
clasificó como GRAVE y cometida a título de DOLO. 
 
1.9.  A su turno, la demandante presentó descargos por fuera de término legal, a través del radicado No. E-
2018-115471 del 25 de julio de 2018.  
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1.10.  Mediante Auto del 21 de septiembre de 2018, notificado por estado No. 503 fijado el 30 de octubre del 
mismo año, se corrió traslado para que la señora DUCURA MORALES presentara alegatos de conclusión. 
 
1.11.  El 31 de diciembre de 2018, se profirió el Fallo de primera instancia número 952, a través del cual se 
declaró probada la responsabilidad disciplinaria de la señora LOLA MELBA DUCURA MORALES, y en 
consecuencia, se impuso como sanción la suspensión en el ejercicio del cargo por el término de tres (3) 
meses e inhabilidad especial por el mismo término. Esta providencia se notificó personalmente a la 
demandante el 28 de enero de 2019. 
 
1.12.  El 5 de febrero de 2019, la demandante interpuso recurso de apelación contra el Fallo No. 952 del 31 
de diciembre de 2018, a través de memorial radicado bajo número E-2019-23579, el cual fue concedido 
mediante providencia del 13 de febrero de 2019. 
 
1.13.  Finalmente, mediante Resolución No. 1105 del 30 de abril de 2019, la SED resolvió el recurso de 
apelación interpuesto contra el Fallo No. 952 del 31 de diciembre de 2018, a través del cual CONFIRMÓ la 
decisión adoptada en fallo recurrido, en el sentido de sancionar disciplinariamente a la señora LOLA MELBA 
DUCURA MORALES, con suspensión en el ejercicio del cargo por el término de tres (3) meses e inhabilidad 
especial por el mismo término. 
 

2. Legalidad de la falta 

 
síntesis conclusiva: Violación al debido proceso, en especial al principio de legalidad de la falta, consagrado 
en el artículo 29 de la Constitución Política. La tesis central del convocante se encuentra asociada a la 
violación del principio de legalidad de la falta de conformidad con lo entendido por la Corte Constitucional y 
el Consejo de Estado, pues considera que el actuar de la Rectora no afectó la prestación del servicio.  
 
Teniendo en cuenta el problema jurídico planteado por el apoderado de la señora DUCUARA MORALES, 
resulta relevante analizar la jurisprudencia y las normas procedentes para el caso relativas a: i) la fuerza 
vinculante de las garantías propias del debido proceso en la aplicación de disposiciones de derecho 
disciplinario y, específicamente, de los principios de legalidad para sancionar disciplinariamente a la 
demandante, y ii) el amplio margen de libertad con que cuenta la Administración en la configuración de 
procedimientos, así como el principio de aplicación general e inmediata de la ley procesal. De allí, se podrá 
determinar si resulta constitucionalmente aceptable, que mi representada declarará la responsabilidad 
disciplinaria de la señora LOLA MELBA DUCURA MORALES, y en consecuencia, le impusiera como sanción 
la suspensión del ejercicio del cargo. 
 
Las razones que sustentan esta tesis son las siguientes: 
 
2.1.  En primer lugar, cabe señalar que el derecho disciplinario constituye una forma de ejercicio de la 
potestad sancionadora del Estado y, como tal, debe estar fundado en principios y valores constitucionales y 
asegurar en todo momento la vigencia de los elementos propios de la garantía del debido proceso. 
 
Como elementos constitutivos de la garantía del debido proceso en materia disciplinaria, se han señalado, 
entre otros, “(i) el principio de legalidad de la falta y de la sanción disciplinaria, (ii) el principio de publicidad, 
(iii) el derecho de defensa y especialmente el derecho de contradicción y de controversia de la prueba, (iv) 
el principio de la doble instancia, (v) la presunción de inocencia, (vi) el principio de imparcialidad, (vii) el 
principio de non bis in Ídem, (viii) el principio de cosa juzgada y (ix) la prohibición de la reformatio in pejus”.1 
 

 
1 Sentencia T-1034 de 2006 (M.P. Humberto Antonio Sierra Porto). En igual sentido, las sentencias C-310 de 1997 (M.P. Carlos Gaviria Díaz), 
C-555 de 2001 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra), T-1102 de 2005 (M.P. Jaime Araujo Rentería), T-330 de 2007 (M.P. Jaime Córdoba 
Triviño), entre otras.  

mailto:notificacionesjcr@gmail.com
mailto:jcjimenez@jycabogados.com.co
mailto:jgcaldderon@jycabogados.com.co
http://www.jycabogados.com.co/


 
 

 
 Calle 73 N° 10 - 10 Oficina 304 Edificio El Dorado 

311 233 7767 · 301 772 86 25 · 310 308 04 67 

Correo para notificaciones: notificacionesjcr@gmail.com 

jcjimenez@jycabogados.com.co  jgcaldderon@jycabogados.com.co 

Bogotá - Colombia 

www.jycabogados.com.co 

2.2.  En lo que se refiere al principio de legalidad, la Corte ha señalado que su carácter imperativo en materia 
disciplinaria deviene de la aplicación de varias disposiciones constitucionales. Específicamente, ha previsto 
que el mismo encuentra consagración en la Constitución, en primer lugar, en los artículos 6° y 29 que 
establecen que los servidores públicos no pueden “ser juzgados sino conforme a las leyes preexistentes”, y 
que “sólo son responsables por infringir la Constitución y la ley”. En segundo término, al disponer los artículos 
122 y 123 que los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones se someterán a los comportamientos 
descritos en la Constitución, la ley y el reglamento y que, en todo caso, “no habrá empleo público que no 
tenga funciones detalladas en la ley o reglamento”. Finalmente, en el artículo 124 que le asigna al legislador 
la potestad normativa para crear, modificar o derogar el régimen de responsabilidad al que se someten los 
servidores del Estado. Esta última norma dispone que: “la ley determinará la responsabilidad de los 
servidores públicos y la manera de hacerla efectiva” 
 
2.3.  Así mismo, en virtud de dicho principio, el Derecho disciplinario no es un mero instrumento para 
controlar la conducta de los servidores públicos, sino que constituye un instrumento que permite el 
establecimiento de deberes orientados constitucionalmente a garantizar el cumplimiento de los fines del 
Estado y el derecho de los ciudadanos al correcto funcionamiento de la administración pública. 
 

“En este sentido y dado que, como lo señala acertadamente la vista fiscal, las normas disciplinarias 
tienen como finalidad encauzar la conducta de quienes  cumplen funciones públicas mediante la  
imposición de deberes  con el objeto de lograr  el cumplimiento  de los cometidos fines y funciones 
estatales, el objeto de protección  del derecho disciplinario  es sin lugar a dudas el deber funcional de 
quien  tiene a su cargo una función pública” 

 
Bajo este entendido, el derecho disciplinario tiene dos finalidades esenciales que se encuentran 
estrechamente vinculadas: (i) desde el punto de vista interno permite asegurar el cumplimiento de los 
deberes del cargo de los funcionarios públicos, mientras que (ii) desde el punto de vista externo, busca 
garantizar el cumplimiento de los fines del Estado y de los principios de la función pública. 
 
2.4.  De conformidad con tales previsiones, en este punto se inicia a desarrollar la controversia frente a las 
afirmaciones entregadas por el apoderado de la demandante. Así, en primer lugar, se resalta que el aula de 
las nuevas tecnologías fue entregado al directivo docente de la época, en perfecto estado de funcionamiento, 
tal como se puede observar en el acta de entrega de aulas nuevas tecnologías del 23 de mayo de 2001. 
 
2.5.  Ahora bien, conforme a lo probado dentro de la actuación administrativa se tiene que la señora 
DUCURA MORALES, fue quién decidió dividir el aula de bilingüismo para destinar uno de sus espacios a 
una aula regular, y que a pesar que las docentes del área de humanidades de ambas jornadas, le solicitaron 
que no lo hiciera y además le previnieron acerca de las dificultades y afectaciones que la división del aula 
bilingüismo generaría, la demandante hizo caso omiso y prosiguió con la obra, encargando para ello a una 
persona que no tenía la experticia para realizar éste tipo de trabajos, trayendo como consecuencia la 
inutilización de la sala de bilingüismo. 
 
2.6. Precisamente, se recibió declaración juramentada de la señora VIVIANA PONGUTA, docente 
mencionada en el informe del Auditor de la SED, en la cual se afirma que la demandante decidió dividir el 
aula de bilingüismo para destinar uno de sus espacios a un aula regular. 
 
Así mismo, la afirmación realizada por la docente VIVIANA PONGUTA fue reiterada por los docentes SONIA 
YOLANDA ESPITIA CARDNAS y YAMILE RODRÍGUEZ CADENA, el 31 de agosto de 2017, al señalar que 
se le comunicó a la demandante la afectación por la división del aula de bilingüismo, y los perjuicios que 
traería consigo el cambio propuesto. 
 
2.7.  Sumado a lo anterior, la Oficina de REDP, área competente para adecuar y/o arreglar el aula de 
bilingüismo a través de su Comunicación S-2017-76252 del 17 de mayo de 2017, enfatizó en que el 
COLEGIO fue quién realizó directamente el desmonte y reestructuración de la sala de bilingüismo, no siendo 
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posible atribuir esa responsabilidad a ninguna otra persona o dependencia “(…) es importante dejar en claro 
que el desmonte y reestructuración de la sala de bilingüismo del colegio Instituto Técnico Internacional, fue 
realizado directamente por el colegio” 
 
2.8.  Es menester aclararle a este Despacho que, cuando los planteles educativos pretendan tomar 
decisiones (cualquiera que sea su índole) y que de alguna manera afecten o modifiquen los programas, 
proyectos y demás actividades de la gestión administrativa y pedagógica de la institución, es decir del 
representante legal de la IED, en este caso del rector, informar y de ser el caso solicitar autorización a las 
directivas de la SED – Nivel Central, previo a tomar cualquier decisión que pueda llegar a afectar el normal 
desarrollo y aprendizaje de las niñas, niños y jóvenes de los colegios del Distrito Capital. 
 
2.9.  Para el caso en particular y teniendo en cuenta que el desmonte de la sala de bilingüismo claramente 
afectó el desarrollo de las clases que se tomaban en dicha aula, impactando los programas y pedagogía 
establecida para tal dicho plantel, la rectoría debió solicitar concepto y visto bueno de 4 áreas de la SED a 
saber: 
 

a) En lo que respecta a las decisiones que de alguna manera impacten los planes, programas y 

proyectos de las instituciones educativas, es deber informar a: (i) La Dirección de Educación Media 

y Superior, al amparo del literal f) del artículo 19 del Decreto 330 de 2008 y, (ii) La Dirección General 

de Educación y Colegios Distritales, al amparo del literal b) del artículo 12 del Decreto 330 de 2008. 

 
b) En cuanto a la infraestructura física que atañe al levantamiento de muros, modificación de espacios 

o cualquier otra actividad que incluya obra civil, es necesario informar y obtener visto bueno de la 

Dirección de Construcción y Conservación de Establecimientos Educativos, al amparo de las 

funciones asignadas por el artículo 27 del Decreto 330 de 2008. 

 
c) En lo atinente a la afectación o modificación de puntos eléctricos y de red, cableado estructurado y 

de datos, es necesario informar y obtener visto bueno de la Oficina Administrativa de REDP, al 

amparo de las funciones asignadas por el artículo 39 del Decreto 330 de 2008. 

 
2.10.  En este sentido, resulta claro para el caso objeto de estudio, la responsabilidad de las modificaciones 
realizadas a las instalaciones de la sala bilingüismo y que afectó el normal aprendizaje de los estudiantes 
del plantel, recae exclusivamente en la decisión tomada por la demandante. Así, la orden impartida por la 
señora DUCUARA MORALES, en su calidad de rectora para el momento de los hechos, no contaba con 
ninguna de las autorizaciones de las Dependencias de la Entidad Competente para tal fin, en su lugar, 
designó para realizar esa tarea a una persona que no poseía los conocimientos técnicos para realizarla. 
 
2.11.  Dicho esto, se concluye que la división de la sala de bilingüismo ordenada por la rectora del colegio 
Instituto Técnico Internacional I.E.D., ocasionó un perjuicio para los estudiantes que recibían clases, pues 
conforme a los testimonios rendidos por los decentes de la institución, queda probado en el trámite 
administrativo que el aula modificada tenía cableado regado y desechos de la obra realizada que no fueron 
retirados. 
 
2.12.  Sumado a lo anterior, se tiene probado en trámite administrativo que, hasta el 29 de septiembre de 
2017, el aula de bilingüismo del Colegio Instituto Técnico Internacional I.E.D., seguía sin funcionamiento, 
situación que fue corroborada por mi representada a través de la visita administrativa que se efectuó el 4 de 
septiembre de 2017. 
 
2.13. De la anterior deducción, claramente la señora DUCUARA MORALES desconoció las disposiciones 
contenidas en el Decreto 330 de 2008, impactando los programas y la pedagogía establecidas para dicho 
plantel educativo, corroborando que la demandante nunca obtuvo el visto bueno de la Dirección de 
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Educación Media y Superior, la Dirección General de Educación y Colegios Distritales, la Dirección de 
Construcción y Conservación de Establecimientos Educativos y de la Oficina Administrativa de REDP, 
afectación que se mantuvo en el tiempo, como lo pudo evidenciar el área disciplinaria de la SED con la visita 
administrativa llevada a cabo el 4 de septiembre de 2017. 
 

3. Desviación funcional de poder 

 
Síntesis conclusiva: Los argumentos presentados no cuentan con elementos de juicio que permitan concluir 
la existencia de una desviación de poder a la luz del argumento de que la acción que llevaría a cabo la SED 
sería la disciplinaria. Conforme al acervo probatorio recaudado en sede administrativa y por la gravedad del 
cargo imputado, mi representada decidió sancionar disciplinariamente y suspender en el ejercicio del cargo 
por el término de tres (3) meses e inhabilidad especial por el mismo término a la señora DUCUARA 
MORALES. 
 
Las razones que sustentan esta tesis son las siguientes: 
 
3.1. Acorde con los postulados de la Ley Disciplinaria, es preciso dejar sentado que, en principio la 
investigación disciplinaria no tiene otra finalidad que examinar las conductas de quienes desempeñan 
funciones públicas, sujetos que sólo serán juzgados cuando por acción u omisión de funciones, entre otras, 
incurran en una falta disciplinaria. Así mismo, resulta indispensable para ello que la conducta sea típica, 
antijurídica y culpable, marco dentro del cual debe examinarse la conducta que se le endilga a la aquí 
demandante. 
 
3.2.  Con relación a los argumentos expuestos en la presente demanda, se esgrime que el supuesto objeto 
de las adecuaciones realizadas tuvo como objetivo la protección a la integridad de los estudiantes del salón 
604, contexto que no es compartido por mi representada, ya que como bien se estableció a lo largo de la 
investigación administrativa, la demandante nunca recibió autorización del área competente, como lo era 
REDP, para que en el estado de emergencia que aduce, iniciará las adecuaciones que afectaron la 
educación de los estudiantes en el Colegio Técnico Internacional IED. 
 
3.3.  De lo anterior, resulta que la SED no evidencia que haya sido autorizado desde Nivel Central las 
adecuaciones ordenadas por la demandante, contexto ratificado por la Oficina de REDP, área competente 
para adecuar y/o arreglar el aula de bilingüismo, que a través de su Comunicación S-2017-76252 del 17 de 
mayo de 2017, enfatizó que el COLEGIO fue quién realizó directamente el desmonte y reestructuración de 
la sala de bilingüismo, no siendo posible atribuir esa responsabilidad a ninguna otra persona o dependencia. 
 
3.4.  No puede dejar de mencionarse que, en el caso concreto, existió un grado de culpabilidad por parte de 
la demandante dado que ella actuó con DOLO, pues de una manera consiente y voluntaria y sin escuchar a 
las personas encargadas del área y del aula, decide ordenar la división del aula de bilingüismo del Colegio 
Instituto Técnico Internacional I.E.D. 
 
3.5.  Ahora bien, no puede perderse de vista que el servicio público de la educación es un servicio esencial 
y no puede verse afectado por intereses particulares puestos por encima de los generales. Así resulta que, 
para la época de los hechos, la demandante se encontraba vinculada legalmente como rectora en la planta 
de personal de la SED, y como tal, tenía instituida la función de promover el proceso continuo de 
mejoramiento de la calidad de la educación en el establecimiento y no la cumplió con diligencia y eficacia. 
 
3.6.  Lo anterior, se sustenta en el perjuicio que la señora DUCUARA MORALES causó con su actuar, pues 
consistió en que los estudiantes vieron suspendidos y perturbados sus proyectos de bilingüismo y del uso 
de las TIC´S. 
 
3.7.  Conforme a ello, mi representada considera que la falta cometida por la señora DUCUARA MORALES 
resulta grave. La anterior conclusión, se expresa en la conducta realizada por la demandante, lo anterior 
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teniendo de presente que actuando como rectora de una institución educativa distrital podía distinguir, que 
al ordenar la división de la SALA DE BILINGÜISMO DEL COLEGIO que ella dirigía, para la época de los 
hechos, estaba haciendo lo correcto o no, aún más, si para ella era difícil tal distinción, las propias docentes 
encargadas del área y del aula, se lo manifestaron a través de un escrito radicado el 21 de enero de 2016, 
dándole a la demandante la oportunidad de reversar la decisión de realizar la división, por ello, se tiene que 
sabiendo que lo que iba a realizar en el aula de bilingüismo era inconveniente, procedió sin importarle las 
consecuencias nocivas de su actuación, quién como Directiva Docente tenía como deber promover el 
proceso continuo de mejoramiento en la calidad de educación, y no, al contrario, llevar al establecimiento 
educativo a un desmejoramiento como sucedió en el presente caso. 
 
3.8.  Así las cosas, según lo dispone el artículo 16 de la Ley 734 de 2002, la sanción disciplinaria tiene como 
función preventiva y correctiva, para garantizar la efectividad de los principios y fines previstos en la 
Constitución, la ley y los tratados internacionales, que deben observar en el ejercicio de la función pública. 
Por ello, la sanción impuesta por la SED a la señora DUCUARA MORALES cumple en el presente caso una 
función correctiva dado que la funcionaria incurre en una transgresión a sus deberes, sin que presentara 
justificación alguna de su conducta y sin que las razones atribuidas para incurrir en la comisión de la 
conducta encontraran fundamento legal alguno. 
 
3.9.  Por lo anteriormente expuesto, la SED considera que la demandante faltó al deber consagrado en el 
numeral 2 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002 “Cumplir con diligencia, eficiencia e imparcialidad el servicio 
que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto y omisión que cause la suspensión o perturbación 
injustificada de un servicio esencial, o que implique abuso indebido del cargo o función”, afectando 
injustificadamente el servicio de la educación al ordenar la división del aula de bilingüismo del COLEGIO 
INSTITUTO TÉCNICO INTERNACIONAL I.E.D., a inicios de la vigencia del años electivo 2016, perturbando 
la educación de los estudiantes que vieron obstaculizados sus procesos en materia de bilingüismo y del uso 
de las TIC´S. 
 
3.10.  Consecuentemente y en razón a lo anteriormente expuesto, la SED justificadamente impuso sanción 
de suspensión en el ejercicio del cargo por un término de TRES (3) MESES e inhabilidad especial por el 
mismo término, habida cuenta que la Administración probó la responsabilidad disciplinaria de la servidora 
pública LOLA MELBA DUCUARA MORALES, respecto a los hechos cuestionados en el presente litigio. 
 
 

CAPÍTULO IV 
EXCEPCIONES 

 
Como consecuencia de los presupuestos expuestos en el capítulo que precede, me permito proponer las 
siguientes excepciones:  
 

1. Legalidad del acto acusado 

 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 88 de la Ley 1437 de 2011, el acto administrativo, entendido como 
una manifestación unilateral de la administración dirigida a producir efectos jurídicos, se encuentra 
amparado por la presunción de legalidad siempre que este no haya sido anulado por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. 
 
En efecto, los actos administrativos son susceptibles de impugnación a través de los medios de control 
previstos en la Ley 1437 de 2011 según la naturaleza de estos; enjuiciamiento que tiene como propósito 
salvaguardar el orden jurídico superior, el sometimiento coercitivo de la actividad administrativa al 
ordenamiento jurídico y según el caso, el restablecimiento del derecho afectado por los actos de la 
administración.  
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En virtud de la presunción de legalidad que reviste a los actos administrativos, el legislador impuso una 
carga procesal de alegación por parte de quien pretenda desvirtuar la legalidad del acto administrativo, es 
por esta razón que el numeral 4 del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 exige a la parte demandante indicar 
las normas violadas y explicar el concepto de su violación en aquellas demandas que se pretenda la nulidad 
de un acto administrativo. 
 
Ahora bien, de acuerdo con la jurisprudencia del Consejo de Estado2, la conformidad del acto administrativo 
con el ordenamiento jurídico se materializa en la presunción de legalidad sobre la cual se encuentra 
amparado y para que se pueda declarar la nulidad del acto, se debe desvirtuar dicha presunción 
demostrando la existencia de vicios en los elementos de validez del acto (falta de competencia, expedición 
irregular, falsa motivación, desviación de poder) tomando como fundamento el ordenamiento legal que se 
invoca como vulnerado por los actos administrativos, y los argumentos en que justifican esta vulneración. 
 
En el presente asunto, el acto administrativo demandado se encuentra conforme a derecho sin que se pueda 
observar algún vicio de nulidad en su formación o contenido, teniendo en cuenta que se declaró probada la 
responsabilidad disciplinaria de la servidora pública LOLA MELBA DUCUARA MORALES, de conformidad 
con el numeral 2 del artículo 34 de la Ley 734 de 2002, y por consiguiente, las Resoluciones demandadas 
en la presente controversia no violan el ordenamiento legal, ni tampoco se encuentra un desconocimiento 
de normas de rango superior sobre las cuales debió fundarse. 
 
Por consiguiente, las pretensiones elevadas en la demanda no están llamadas a prosperar toda vez que no 
fue desvirtuada la presunción de legalidad del acto administrativo demandado, al no encontrarse acreditado 
ningún vicio que genere la nulidad del mismo, ya que la formación y contenido del acto administrativo se 
encuentra ajustado al ordenamiento jurídico sin que se pueda evidenciar el desconocimiento o vulneración 
de normas de rango superior ni como tampoco la afectación de los derechos de los demandantes. 
 

2. Genérica o innominada  

 
Como todo proceso contencioso de carácter declarativo, pido respetuosamente al señor Juez que en caso 
de encontrarse acreditada alguna circunstancia liberaría del demandado proceda con su declaración. 
 

 
CAPÍTULO V 

PRUEBAS 
 
Solicito se tengan como pruebas a favor de la parte que represento las siguientes:  
 
2.2. Expediente Administrativo.  

 
 
 
 
 
 

 
2 “Los actos administrativos son válidos cuando han cumplido los requisitos establecidos por el ordenamiento jurídico, lo cual se traduce en que, 

en su expedición, la administración haya observado con rigor los elementos de competencia, objeto, forma, causa y finalidad. La conformidad 
del acto administrativo con el ordenamiento jurídico se materializa en la denominada presunción de legalidad, positivizada novedosamente en 
el artículo 88 de la Ley 1437 de 2011. De ahí que, no obstante el acto administrativo se presuma ajustado al ordenamiento jurídico, dicha 
presunción pueda ser controvertida ante el juez contencioso administrativo quien, a través de la sentencia, podrá declarar o no la nulidad del 
acto y, en consecuencia, desvirtuar dicha presunción demostrando la existencia de vicios en los elementos de validez del acto (falta de 
competencia, expedición irregular, falsa motivación, desviación de poder)” Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Quinta. Sentencia del 18 de febrero de 2016, Rad. 2012-00039-04 
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CAPÍTULO VI 

ANEXOS 
 
Anexo al presente escrito los siguientes documentos: 
 
6.1. Poder de sustitución  
6.2. Poder especial conferido por el Jefe de la Oficina Jurídica de la Secretaría de Educación de Bogotá D.C.  
6.4. Pruebas señaladas en el capítulo v del presente escrito. 
 
 

CAPÍTULO VII 
NOTIFICACIONES 

 
Para los fines del proceso suministro los siguientes datos: 
 
A la entidad que represento SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ D.C., en la Avenida el Dorado 
No. 66 – 63 de Bogotá D.C., y al buzón electrónico de notificaciones judiciales: 
notificajuridicased@educacionbogota.edu.co. 
 
A la suscrita apoderada en la Calle 73 No. 10 - 10 Oficina 304 de Bogotá D.C., celular 3112720996 y a los 
correos electrónicos: notificacionesjcr@gmail.com y carolinarodriguezp7@gmail.com  
   
 
 
 
Cordialmente, 
 

 
 
VIVIANA CAROLINA RODRÍGUEZ PRIETO  
C.C. No. 1.032.471.577 de Bogotá D.C.  
T.P. 342.450 del C. S., de la J. 
Correo: carolinarodriguezp7@gmail.com o notificacionesjcr@gmail.com  
Telefono: 311-272-09-96 
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*20201182584661* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20201182584661 
Fecha: 19-09-2020 

 
 
 
Bogotá D.C. 

 

Señor 

JUEZ DIECISIETE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

Carrera 57 No. 43-91  

E.                 S.                   D. 

 

Radicado: 11001333501720200010300  

Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Demandante: MARIA HELENA BARRETO NAVAS 

Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO  

NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

              ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA  

DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ, mayor de edad, identificada tal y como aparece al pie de 
mi firma, en mi calidad de apoderada sustituta de LA NACION – MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como apoderada 
sustituta del Dr. LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, conforme al poder de sustitución que se adjunta, 
encontrándome dentro del término de ley establecido en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, mediante el presente documento, me permito 
CONTESTAR DEMANDA, en los siguientes términos: 

 

A LAS PRETENSIONES. 

 

Me opongo a la totalidad de las pretensiones incoadas en el petitum demandatorio, habida consi-
deración que una vez realizado el estudio de cada una de ellas se encuentra que no se encuentra 
fundamento factico ni jurídico para la concesión de las mismas, esto teniendo en cuenta que de 
existir mora en el pago de las cesantías del docente, esta sería atribuible al ente territorial quien 
retardo la emisión del acto administrativo y a su vez la remisión del mismo a la fiduciaria, esto de 
conformidad con la ley 1071 de 2006 y con los fundamentos de defensa que procederé a exponer. 

 

A LOS HECHOS. 

 

1. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

2. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 



 
 

 
                                                      

  

3. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

4. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

5. No es un hecho es una apreciación subjetiva que deberá probarse. 

6. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

7. No es un hecho es una apreciación subjetiva que deberá probarse. 

8. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

9. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

 

FUNDAMENTO DE DEFENSA. 

 
La unificación jurisprudencial por parte d la Corte Constitucional y del Consejo de Estado en el año 
2017 y 2018, respectivamente, ha sido adversa a la posición inicialmente sostenida por la Nación 
Ministerio de Educación Nacional, en los casos relacionados con la sanción moratoria en el pago de 
las cesantías que imponen al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG). Al 
respecto las altas Cortes determinaron que la sanción por mora si es aplicable al pago de las 
cesantías del FOMAG, a pesar que no esté provisto en la Ley 91 DE 1989 ni en la Ley 962 de 2005. 
 
No obstante, lo anterior, la presencia de problemas operativos en las entidades territoriales impide 
el cumplimiento de los términos para proyectar las respectivas Resoluciones que reconocen las 
prestaciones sociales de los educadores nacionales afiliados al Fomag. 
 
Si bien es cierto, el Decreto 1272 de 2018, modifico entre otras cosas el procedimiento para el 
reconocimiento de cesantías por parte de las entidades territoriales certificadas, ajustando los 
términos para resolver las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales del magisterio, la 
atención a las mismas está sujeta al turno de radicación de y a la disponibilidad presupuestal para 
que el pago existe.  
 
Sobre el procedimiento contemplado en la normatividad citada, se expone lo siguiente: 
 

“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.23. Gestión de la entidad territorial en las solicitudes de 
reconocimiento de cesantías, la entidad territorial certificada en educación, dentro de los 
5 días hábiles siguientes a la presentación en debida forma de la solicitud de 
reconocimiento de cesantías parciales o definitivas a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio, deberá elaborar un proyecto de acto administrativo que 
resuelva el requerimiento.   
 
A su vez dentro el mismo término indicado en el inciso anterior, la entidad territorial 
deberá subir y remitir a través de la plataforma dispuesta para tal fin el proyecto de acto 
administrativo debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que sea 
revisado por la fiduciaria. 
 
A su vez dentro del mismo término, la sociedad Fiduciaria deberá digitalizar y remitir a la 
entidad territorial certificada en educación la decisión adoptada, a través de la plataforma 
dispuesta para tal fin, como lo regula el Decreto 1272 de 2018. 



 
 

 
                                                      

  

 
“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.25. Elaboración del acto administrativo que resuelve las 
solicitudes de reconocimiento de cesantías. La entidad territorial certificada en educación, 
dentro de los 5 días hábiles siguientes al recibo, por parte de la sociedad fiduciaria, del 
documento que contiene la aprobación o la desaprobación del proyecto de acto 
administrativo, deberá expedir el acto administrativo definitivo que resuelva la solicitud 
de reconocimiento de cesantías. 
 
Si la entidad territorial certificada en educación tiene objeciones frente al resultado de la 
revisión de que trata el artículo anterior, podrá presentar ante la sociedad fiduciaria las 
razones de su inconformidad, dentro de los 2 días hábiles siguientes contados desde la 
recepción del documento que contiene la aprobación o desaprobación del proyecto de 
acto administrativo.  
 
La sociedad fiduciaria contara con 2 días hábiles para resolver las observaciones 
propuestas por la entidad territorial certificada en educación, contados desde la recepción 
del documento que contiene las objeciones del proyecto. 
 
La entidad territorial certificada en educación, dentro del día hábil siguiente contado 
desde la recepción de la respuesta a la objeción, debe expedir el acto administrativo 
definitivo. 
 
En cualquier caso, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y remitir en 
la plataforma dispuesta por la sociedad fiduciaria, el acto administrativo digitalizado. 
 
PARAGRAFO. Bajo ninguna circunstancia, los términos previstos en los incisos 2, 3 y 4 del 
presente artículo podrán ser atendidos como una ampliación del plazo señalado en el 
artículo 4 de la ley 1071 de 2006. En todos los casos, las solicitudes de que trata este 
articulo deberán resolverse dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su radicación 
completa por parte del peticionario”. 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Decreto 1272 de 2018 ajusto los términos del trámite de 
reconocimiento de las cesantías a los quince días previstos en la ley 1071 de 2006, sin embargo el 
tramite previsto en el Decreto 2831 de 2005, sigue igual, pero acortado en los términos para que la 
entidad territorial envié a la sociedad fiduciaria el proyecto de resolución y para que la sociedad 
fiduciaria apruebe o no. 
 
En la actualidad, el procedimiento para reconocer una prestación, incluyendo el pago de cesantías, 
es un procedimiento complejo que involucra a la entidad territorial y a la Fiduprevisora S.A., de 
acuerdo con el artículo 56 de la ley 962 de 2005, que dispone: 

 
“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 
mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el 
Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 
administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del 
Secretario de Educación de la entidad territorial.” 
 



 
 

 
                                                      

  

De este modo, la solicitud de reconocimiento de prestaciones económicas debe presentarse ante 
la última entidad territorial en educación que haya ejercido como autoridad nominadora del 
afiliado. Las secretarias de educación respectivas deben recibir y radicar las solicitudes, expedir las 
certificaciones, subir a la plataforma los proyectos de acto administrativo, suscribir los actos 
administrativos de reconocimiento y remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos 
administrativos con la constancia de ejecutoria. 
 
Para el reconocimiento de cesantías, y con el fin de observar el termino de quince días previsto en 
la Ley 1071 de 2006, la entidad territorial tiene cinco días para elaborar un proyecto de acto 
administrativo y remitirlo a la sociedad fiduciaria, la fiduciaria tiene cinco días para expedirlo y 
aprobarlo u objetarlo, y la entidad territorial tiene otros cinco días para expedir el acto 
administrativo. 
 
De acuerdo con lo anterior, pueden surgir varias situaciones por las cuales la mora resulta 
inimputable al Ministerio de Educación Nacional, pues puede generarse en las siguientes 
circunstancias: i) en la expedición del acto administrativo, fruto de una demora de la entidad 
territorial en enviar el proyecto de acto administrativo o en expedirlo luego de recibida la 
aprobación por parte de la sociedad fiduciaria, ii) en la expedición del acto administrativo, 
producto de la demora de la sociedad fiduciaria en hacer la revisión respectiva; iii) una vez expedido 
y notificado el acto administrativo, por demoras por causas de falta de disponibilidad presupuestal.  
 
Nótese como en cualquiera de estos casos, el pago de la sanción por mora corre a cargo del FOMAG, 
a pesar que la mora haya sido causada por la entidad territorial, y aunque la sociedad fiduciaria 
como administradora y vocera del Fondo nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pude 
interponer las acciones legales correspondiente en contra de las entidades territoriales certificadas 
en educación por el incumplimiento de los términos indicados en la ley 1071 de 2006 y reintegrar 
las sumas de dinero canceladas con ocasión del pago de la sanción moratoria que le sea atribuible 
(conforme al Decreto 1272 de 2018), tal situación es gravosa para la Nación pues genera más cargas. 
 
INDEXACIÓN DE LAS SUMAS QUE SURGEN POR CONCEPTO DE LA SANCIÓN MORATORIA DE LAS 

CESANTÍAS. 

Sea lo primero señalar que, si bien la sanción moratoria no es considerada un derecho laboral, la 

misma no persigue la protección del poder adquisitivo del patrimonio del trabajador, sino que se 

trata de una pena en contra de la Entidad como consecuencia de su negligencia e incumplimiento. 

Así pues, la H. Corte Constitucional se refirió a la cesantía de la siguiente manera:  

“La cesantía constituye una forma de remuneración laboral, por lo cual los trabajadores 

tienen derecho a que éstas no pierdan su valor adquisitivo, debido a la ineficiencia de las 

entidades pagadoras y a los fenómenos inflacionarios. La sanción moratoria impuesta por 

la ley busca penalizar económicamente a las entidades que incurran en mora, y por ello su 

monto es en general superior a la indexación. En ese orden de ideas, no resulta razonable 

que un trabajador que tenga derecho a la sanción moratoria impuesta reclame también 

la indexación, por cuanto se entiende que esa sanción moratoria no sólo cubre la 



 
 

 
                                                      

  

actualización monetaria sino que incluso es superior a ella.”1 (Subraya y negrilla fuera del 

texto original) 

Por otro lado, en reciente Sentencia de Unificación la Sección Segunda del Máximo Tribunal de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa definió el fenómeno de la indexación en los siguientes 
términos:  

 
 “La indexación se constituye en uno de los instrumentos para hacer frente a los efectos de 

la inflación en el campo de las obligaciones dinerarias, es decir, aquellas que deben 

satisfacerse mediante el pago de una cantidad de moneda determinada entre las que se 

cuentan, por supuesto, las de índole laboral, en la medida que el fenómeno inflacionario 

produce una pérdida de la capacidad adquisitiva de la moneda. Esta figura, nace como una 

respuesta a un fenómeno económico derivado del proceso de depreciación de la moneda, 

cuya finalidad última es conservar en el tiempo su poder adquisitivo, de manera que, en 

aplicación de principios como el de equidad y de justicia, de reciprocidad contractual, el de 

integridad del pago y el de reparación integral del daño, el acreedor de cualquier obligación 

de ejecución diferida en el tiempo esté protegido contra sus efectos nocivos.”2 

 

En este mismo sentido, el Tribunal de cierre de lo Contencioso Administrativo, señaló la naturaleza 

y finalidades de la sanción moratoria, insistiendo que se trata de una “MULTA A CARGO DEL 

EMPLEADOR”, veamos:  

“A partir de lo anterior, es posible sacar las siguientes conclusiones relativas a los fines de la 
sanción moratoria: i) La sanción moratoria se consagró con el fin de conminar a las 
entidades encargadas al pago oportuno de la prestación social del auxilio de cesantías, ya 
que generalmente como consecuencia de la burocracia, la tramitología era común la 
demora en el citado pago y, ii) en el momento de recibir el pago efectivo de la prestación 
social, únicamente se pagaba lo certificado por la entidad pagadora meses o años atrás, 
cuando el dinero había perdido su poder adquisitivo, por lo cual, la disposición buscó que la 
administración expidiera la resolución en forma oportuna y expedita para evitar el retardo 
en el citado pago y sus consecuencias desfavorables para el trabajador. 

De este modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado igualmente ha caracterizado la 
sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías como una multa a favor del 
trabajador y en contra del empleador estatuida con el objeto de reparar los daños causados 
al primero por el incumplimiento en el plazo para el pago, en los siguientes términos: 

 La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, como ya se anunció, es una 
multa a cargo del empleador y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los 
daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación 
definitiva del auxilio de cesantía en los términos de la citada Ley. 

                                                             
1 CORTE CONSTITUCIONAL – MAGISTRADO PONENTE: ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO.19 DE SPETIEMBRE DE 

1996. SENTENCIA C-448/96.ACTOR. HUGO HERNÁN GARZÓN GARZÓN. 
2 CONSEJO DE ESTADO - SECCIÓN SEGUNDA. CONSEJERO PONENTE: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. JULIO 18 DE 2018. 

EXPEDIENTE RAD. NO. 73001-23-33-000-2014-00580-01. DEMANDANTE: JORGE LUIS OSPINA CARDONA. DEMANDADO: 

LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGIS-

TERIO Y DEPARTAMENTO DEL TOLIMA. 
 



 
 

 
                                                      

  

 Visto lo anterior, es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo de 
las cesantías, es una sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador 
reconozca y pague de manera oportuna la mencionada prestación, más no mantener el 
poder adquisitivo de la suma de dinero que la representa y con ella, la capacidad para 
adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como su propósito.”3 

 

Igualmente, en dicha providencia se sentaron las siguientes reglas jurisprudenciales:  

 
“3.5.1 Unificar jurisprudencia en la sección segunda del Consejo de Estado, para señalar que 
el docente oficial, al tratarse de un servidor público le es aplicable la Ley 244 de 1995 y sus 
normas complementarias en cuanto a sanción moratoria por el pago tardío de sus cesantías. 
3.5.2 Sentar jurisprudencia precisando que cuando el acto que reconoce las cesantías se 
expide por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria corre 70 
días hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término que corresponde a: 
i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del acto; y iii) 45 días para 
efectuar el pago. 
194. Así mismo, en cuanto a que el acto que reconoce la cesantía debe ser notificado al 
interesado en las condiciones previstas en el CPACA, y una vez se verifica la notificación, 
iniciará el cómputo del término de ejecutoria. Pero si el acto no fue notificado, para 
determinar cuándo corre la ejecutoria, deberá considerarse el término dispuesto en la ley 
para que la entidad intentara notificarlo personalmente, esto es, 5 días para citar al 
peticionario a recibir la notificación, 5 días para esperar que compareciera, 1 para entregarle 
el aviso, y 1 más para perfeccionar el enteramiento por este medio. De igual modo, que 
cuando el peticionario renuncia a los términos de notificación y de ejecutoria, el acto de 
reconocimiento adquiere firmeza a partir del día que así lo manifieste. En ninguno de estos 
casos, los términos de notificación correrán en contra del empleador como computables 
para sanción moratoria. 

195. De otro lado, también se sienta jurisprudencia precisando que cuando se interpone el 
recurso, la ejecutoria correrá 1 día después que se notifique el acto que lo resuelva. Si el 
recurso no es resuelto, los 45 días para el pago de la cesantía, correrán pasados 15 días de 
interpuesto.” 
3.5.3 Sentar jurisprudencia señalando que, tratándose de cesantías definitivas, el salario 
base para calcular la sanción moratoria será la asignación básica vigente en la fecha en que 
se produjo el retiro del servicio del servidor público; a diferencia de las cesantías parciales, 
donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la asignación básica vigente al 
momento de la causación de la mora, sin que varíe por la prolongación en el tiempo. 
3.5.4 Sentar jurisprudencia, reiterando que es improcedente la indexación de la sanción 
moratoria. Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 187 del CPACA.” (Subraya 
y negrilla fuera del texto)4 

 

De la Jurisprudencia antes trascrita, es dable concluir que lo dispuesto por el artículo 187 del CPACA  

en su inciso final, no es aplicable para al caso que ocupa nuestra atención, pues como ya se ha 

venido reiterando, la indexación de las sumas que se causen como consecuencia de la sanción 

moratoria resultan improcedentes entre sí, habida consideración que la tantas veces citada 

indexación hace mucho más gravosa la situación de la administración, pues dicho emolumento no 

                                                             
3 Ibídem 
4 Ibídem 



 
 

 
                                                      

  

solo cubre la actualización monetaria sino que es superior al valor que resulta de la sanción 

moratoria. 

 

EXCEPCIONES DE MERITO. 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

COBRO DE LO NO DEBIDO  

 

Se propone la excepción de cobro de lo no debido teniendo en cuenta que la normatividad aplicable 

al pago de prestaciones sociales del magisterio deja poco tiempo para realizar el pago, pues los 45 

días de plazo para el pago comienza a correr desde que el acto administrativo debió cobrar 

ejecutoria, de otro lado, aunque los actos administrativos que reconocen las cesantías parciales o 

definitivas sean expedidos en tiempo por las Secretarias de Educación Certificadas, ello no implica 

que le pago sea inmediato pues se encuentra condicionado a turno y disponibilidad presupuestal, 

atendiendo al principio constitucional de legalidad del gasto público en virtud del cual “no se puede 

hacer erogación con cargo al Tesoro que no se halle incluida en el de gastos”, e implica, que la 

disponibilidad presupuestal exista previa a la realización del gasto y demás que sea suficiente al 

momento de hacer erogación.  

 

En este orden de ideas surgen problemas tanto jurídicos como operativos que generan la sanción 

por mora en el pago de las prestaciones sociales de los educadores, nacionales, razón por la cual, 

debe analizarse el motivo que genero la mora en el caso que nos ocupa para determinar si 

corresponde a la Nación Ministerio de Educación Nacional, el pago de la misma. 

 

 

IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACION DE LA SANCION MORATORIA. 

 

 

Como se ha establecido por la Unificación de Jurisprudencia, los ajustes a valor presente de la 

sanción moratoria son improcedentes “debido a que la indemnización moratoria es una sanción 

severa y superior al reajuste monetario “por lo que no es moderado condenar al pago de ambas, 

“por cuanto se entiende que la sanción moratoria, además de castigar a la entidad morosa, cubre 

una suma superior a la actualización monetaria”. Siendo así las cosas, resulta improcedente solicitar 

como lo pretende la demandante indexar la suma que resulte por sanción mora conforme al I.P.C.  

 
 
 
 
 
 



 
 

 
                                                      

  

 
EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 
 
En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 
frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de 
los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si 
el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así 

como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el 

ordenamiento procesal. 

 

PETICIONES. 

 

Con todo respeto se solicita al despacho la vinculación del ente territorial, teniendo en cuenta que 

la mora generada en el pago de las cesantías del docente se ocasiono por el retardo del ente 

territorial en la emisión del acto administrativo y en remitirlo a la sociedad fiduciaria, esto de 

conformidad con lo previsto en la ley 1071 de 2006. 

 

Al tenor de las excepciones planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo el trámite 

correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO. - Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO. - En consecuencia dar por terminado el proceso en contra de LA NACIÓN - MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

TERCERO. - Abstenerse de condenar en costas a la entidad demandada. 

CUARTO. – Se me reconozca personería adjetiva para actuar. 

 

 

PRUEBAS. 

 

Solicitamos se tengan como pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

  

 

ANEXOS. 

 

1. Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

2. Copia de escritura pública No. 522 de 2019. 

 

NOTIFICACIONES 



 
 

 
                                                      

  

 

Mi representada recibirá notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A, ubicada en la Calle 72 N° 
10-03 Bogotá y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co – 
t_dgutierrez@fiduprevisora.com.co 

 

La suscrita en la Cra. 7 N° 32- 93, Piso 4 Bogotá. 

 

Cordialmente,  

 

 
DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ  

C.C 53.152.803 de Bogotá 

T.P. 192.124 Del C. S. de la J.  
Proyectó: Daisy Carolina Gutiérrez González 

Revisó: Javier Silva 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:t_dgutierrez@fiduprevisora.com.co




 
 

 
                                                      

  

*20201182584511* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20201182584511 
Fecha: 19-09-2020 

 
 
 
Bogotá D.C. 

 

Señor 

JUEZ DIECISIETE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

Carrera 57 No. 43-91  

E.                 S.                   D. 

 

Radicado: 11001333501720200007100  

Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Demandante: DIANA YADIRA RODRIGUEZ VELASQUEZ 

Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO  

NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

              ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA  

DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ, mayor de edad, identificada tal y como aparece al pie de 
mi firma, en mi calidad de apoderada sustituta de LA NACION – MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como apoderada 
sustituta del Dr. LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, conforme al poder de sustitución que se adjunta, 
encontrándome dentro del término de ley establecido en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, mediante el presente documento, me permito 
CONTESTAR DEMANDA, en los siguientes términos: 

 

A LAS PRETENSIONES. 

 

Me opongo a la totalidad de las pretensiones incoadas en el petitum demandatorio, habida consi-
deración que una vez realizado el estudio de cada una de ellas se encuentra que no se encuentra 
fundamento factico ni jurídico para la concesión de las mismas, esto teniendo en cuenta que de 
existir mora en el pago de las cesantías del docente, esta sería atribuible al ente territorial quien 
retardo la emisión del acto administrativo y a su vez la remisión del mismo a la fiduciaria, esto de 
conformidad con la ley 1071 de 2006 y con los fundamentos de defensa que procederé a exponer. 

 

A LOS HECHOS. 

 

1. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

2. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 



 
 

 
                                                      

  

3. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

4. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

5. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

6. No es un hecho es la trascripción de un artículo. 

7. No es un hecho es una transcripción de una cita jurisprudencial. 

8. No es un hecho es una apreciación subjetiva. 

9. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

10. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

 

FUNDAMENTO DE DEFENSA. 

 
La unificación jurisprudencial por parte d la Corte Constitucional y del Consejo de Estado en el año 
2017 y 2018, respectivamente, ha sido adversa a la posición inicialmente sostenida por la Nación 
Ministerio de Educación Nacional, en los casos relacionados con la sanción moratoria en el pago de 
las cesantías que imponen al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG). Al 
respecto las altas Cortes determinaron que la sanción por mora si es aplicable al pago de las 
cesantías del FOMAG, a pesar que no esté provisto en la Ley 91 DE 1989 ni en la Ley 962 de 2005. 
 
No obstante, lo anterior, la presencia de problemas operativos en las entidades territoriales impide 
el cumplimiento de los términos para proyectar las respectivas Resoluciones que reconocen las 
prestaciones sociales de los educadores nacionales afiliados al Fomag. 
 
Si bien es cierto, el Decreto 1272 de 2018, modifico entre otras cosas el procedimiento para el 
reconocimiento de cesantías por parte de las entidades territoriales certificadas, ajustando los 
términos para resolver las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales del magisterio, la 
atención a las mismas está sujeta al turno de radicación de y a la disponibilidad presupuestal para 
que el pago existe.  
 
Sobre el procedimiento contemplado en la normatividad citada, se expone lo siguiente: 
 

“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.23. Gestión de la entidad territorial en las solicitudes de 
reconocimiento de cesantías, la entidad territorial certificada en educación, dentro de los 
5 días hábiles siguientes a la presentación en debida forma de la solicitud de 
reconocimiento de cesantías parciales o definitivas a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio, deberá elaborar un proyecto de acto administrativo que 
resuelva el requerimiento.   
 
A su vez dentro el mismo término indicado en el inciso anterior, la entidad territorial 
deberá subir y remitir a través de la plataforma dispuesta para tal fin el proyecto de acto 
administrativo debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que sea 
revisado por la fiduciaria. 
 



 
 

 
                                                      

  

A su vez dentro del mismo término, la sociedad Fiduciaria deberá digitalizar y remitir a la 
entidad territorial certificada en educación la decisión adoptada, a través de la plataforma 
dispuesta para tal fin, como lo regula el Decreto 1272 de 2018. 
 
“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.25. Elaboración del acto administrativo que resuelve las 
solicitudes de reconocimiento de cesantías. La entidad territorial certificada en educación, 
dentro de los 5 días hábiles siguientes al recibo, por parte de la sociedad fiduciaria, del 
documento que contiene la aprobación o la desaprobación del proyecto de acto 
administrativo, deberá expedir el acto administrativo definitivo que resuelva la solicitud 
de reconocimiento de cesantías. 
 
Si la entidad territorial certificada en educación tiene objeciones frente al resultado de la 
revisión de que trata el artículo anterior, podrá presentar ante la sociedad fiduciaria las 
razones de su inconformidad, dentro de los 2 días hábiles siguientes contados desde la 
recepción del documento que contiene la aprobación o desaprobación del proyecto de 
acto administrativo.  
 
La sociedad fiduciaria contara con 2 días hábiles para resolver las observaciones 
propuestas por la entidad territorial certificada en educación, contados desde la recepción 
del documento que contiene las objeciones del proyecto. 
 
La entidad territorial certificada en educación, dentro del día hábil siguiente contado 
desde la recepción de la respuesta a la objeción, debe expedir el acto administrativo 
definitivo. 
 
En cualquier caso, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y remitir en 
la plataforma dispuesta por la sociedad fiduciaria, el acto administrativo digitalizado. 
 
PARAGRAFO. Bajo ninguna circunstancia, los términos previstos en los incisos 2, 3 y 4 del 
presente artículo podrán ser atendidos como una ampliación del plazo señalado en el 
artículo 4 de la ley 1071 de 2006. En todos los casos, las solicitudes de que trata este 
articulo deberán resolverse dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su radicación 
completa por parte del peticionario”. 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Decreto 1272 de 2018 ajusto los términos del trámite de 
reconocimiento de las cesantías a los quince días previstos en la ley 1071 de 2006, sin embargo el 
tramite previsto en el Decreto 2831 de 2005, sigue igual, pero acortado en los términos para que la 
entidad territorial envié a la sociedad fiduciaria el proyecto de resolución y para que la sociedad 
fiduciaria apruebe o no. 
 
En la actualidad, el procedimiento para reconocer una prestación, incluyendo el pago de cesantías, 
es un procedimiento complejo que involucra a la entidad territorial y a la Fiduprevisora S.A., de 
acuerdo con el artículo 56 de la ley 962 de 2005, que dispone: 

 
“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 
mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el 
Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 



 
 

 
                                                      

  

administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del 
Secretario de Educación de la entidad territorial.” 
 

De este modo, la solicitud de reconocimiento de prestaciones económicas debe presentarse ante 
la última entidad territorial en educación que haya ejercido como autoridad nominadora del 
afiliado. Las secretarias de educación respectivas deben recibir y radicar las solicitudes, expedir las 
certificaciones, subir a la plataforma los proyectos de acto administrativo, suscribir los actos 
administrativos de reconocimiento y remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos 
administrativos con la constancia de ejecutoria. 
 
Para el reconocimiento de cesantías, y con el fin de observar el termino de quince días previsto en 
la Ley 1071 de 2006, la entidad territorial tiene cinco días para elaborar un proyecto de acto 
administrativo y remitirlo a la sociedad fiduciaria, la fiduciaria tiene cinco días para expedirlo y 
aprobarlo u objetarlo, y la entidad territorial tiene otros cinco días para expedir el acto 
administrativo. 
 
De acuerdo con lo anterior, pueden surgir varias situaciones por las cuales la mora resulta 
inimputable al Ministerio de Educación Nacional, pues puede generarse en las siguientes 
circunstancias: i) en la expedición del acto administrativo, fruto de una demora de la entidad 
territorial en enviar el proyecto de acto administrativo o en expedirlo luego de recibida la 
aprobación por parte de la sociedad fiduciaria, ii) en la expedición del acto administrativo, 
producto de la demora de la sociedad fiduciaria en hacer la revisión respectiva; iii) una vez expedido 
y notificado el acto administrativo, por demoras por causas de falta de disponibilidad presupuestal.  
 
Nótese como en cualquiera de estos casos, el pago de la sanción por mora corre a cargo del FOMAG, 
a pesar que la mora haya sido causada por la entidad territorial, y aunque la sociedad fiduciaria 
como administradora y vocera del Fondo nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pude 
interponer las acciones legales correspondiente en contra de las entidades territoriales certificadas 
en educación por el incumplimiento de los términos indicados en la ley 1071 de 2006 y reintegrar 
las sumas de dinero canceladas con ocasión del pago de la sanción moratoria que le sea atribuible 
(conforme al Decreto 1272 de 2018), tal situación es gravosa para la Nación pues genera más cargas. 
 
INDEXACIÓN DE LAS SUMAS QUE SURGEN POR CONCEPTO DE LA SANCIÓN MORATORIA DE LAS 

CESANTÍAS. 

Sea lo primero señalar que, si bien la sanción moratoria no es considerada un derecho laboral, la 

misma no persigue la protección del poder adquisitivo del patrimonio del trabajador, sino que se 

trata de una pena en contra de la Entidad como consecuencia de su negligencia e incumplimiento. 

Así pues, la H. Corte Constitucional se refirió a la cesantía de la siguiente manera:  

“La cesantía constituye una forma de remuneración laboral, por lo cual los trabajadores 

tienen derecho a que éstas no pierdan su valor adquisitivo, debido a la ineficiencia de las 

entidades pagadoras y a los fenómenos inflacionarios. La sanción moratoria impuesta por 

la ley busca penalizar económicamente a las entidades que incurran en mora, y por ello su 

monto es en general superior a la indexación. En ese orden de ideas, no resulta razonable 



 
 

 
                                                      

  

que un trabajador que tenga derecho a la sanción moratoria impuesta reclame también 

la indexación, por cuanto se entiende que esa sanción moratoria no sólo cubre la 

actualización monetaria sino que incluso es superior a ella.”1 (Subraya y negrilla fuera del 

texto original) 

Por otro lado, en reciente Sentencia de Unificación la Sección Segunda del Máximo Tribunal de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa definió el fenómeno de la indexación en los siguientes 
términos:  

 
 “La indexación se constituye en uno de los instrumentos para hacer frente a los efectos de 

la inflación en el campo de las obligaciones dinerarias, es decir, aquellas que deben 

satisfacerse mediante el pago de una cantidad de moneda determinada entre las que se 

cuentan, por supuesto, las de índole laboral, en la medida que el fenómeno inflacionario 

produce una pérdida de la capacidad adquisitiva de la moneda. Esta figura, nace como una 

respuesta a un fenómeno económico derivado del proceso de depreciación de la moneda, 

cuya finalidad última es conservar en el tiempo su poder adquisitivo, de manera que, en 

aplicación de principios como el de equidad y de justicia, de reciprocidad contractual, el de 

integridad del pago y el de reparación integral del daño, el acreedor de cualquier obligación 

de ejecución diferida en el tiempo esté protegido contra sus efectos nocivos.”2 

 

En este mismo sentido, el Tribunal de cierre de lo Contencioso Administrativo, señaló la naturaleza 

y finalidades de la sanción moratoria, insistiendo que se trata de una “MULTA A CARGO DEL 

EMPLEADOR”, veamos:  

“A partir de lo anterior, es posible sacar las siguientes conclusiones relativas a los fines de la 
sanción moratoria: i) La sanción moratoria se consagró con el fin de conminar a las 
entidades encargadas al pago oportuno de la prestación social del auxilio de cesantías, ya 
que generalmente como consecuencia de la burocracia, la tramitología era común la 
demora en el citado pago y, ii) en el momento de recibir el pago efectivo de la prestación 
social, únicamente se pagaba lo certificado por la entidad pagadora meses o años atrás, 
cuando el dinero había perdido su poder adquisitivo, por lo cual, la disposición buscó que la 
administración expidiera la resolución en forma oportuna y expedita para evitar el retardo 
en el citado pago y sus consecuencias desfavorables para el trabajador. 

De este modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado igualmente ha caracterizado la 
sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías como una multa a favor del 
trabajador y en contra del empleador estatuida con el objeto de reparar los daños causados 
al primero por el incumplimiento en el plazo para el pago, en los siguientes términos: 

 La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, como ya se anunció, es una 
multa a cargo del empleador y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los 

                                                             
1 CORTE CONSTITUCIONAL – MAGISTRADO PONENTE: ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO.19 DE SPETIEMBRE DE 

1996. SENTENCIA C-448/96.ACTOR. HUGO HERNÁN GARZÓN GARZÓN. 
2 CONSEJO DE ESTADO - SECCIÓN SEGUNDA. CONSEJERO PONENTE: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. JULIO 18 DE 2018. 

EXPEDIENTE RAD. NO. 73001-23-33-000-2014-00580-01. DEMANDANTE: JORGE LUIS OSPINA CARDONA. DEMANDADO: 

LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGIS-

TERIO Y DEPARTAMENTO DEL TOLIMA. 
 



 
 

 
                                                      

  

daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación 
definitiva del auxilio de cesantía en los términos de la citada Ley. 

 Visto lo anterior, es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo de 
las cesantías, es una sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador 
reconozca y pague de manera oportuna la mencionada prestación, más no mantener el 
poder adquisitivo de la suma de dinero que la representa y con ella, la capacidad para 
adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como su propósito.”3 

 

Igualmente, en dicha providencia se sentaron las siguientes reglas jurisprudenciales:  

 
“3.5.1 Unificar jurisprudencia en la sección segunda del Consejo de Estado, para señalar que 
el docente oficial, al tratarse de un servidor público le es aplicable la Ley 244 de 1995 y sus 
normas complementarias en cuanto a sanción moratoria por el pago tardío de sus cesantías. 
3.5.2 Sentar jurisprudencia precisando que cuando el acto que reconoce las cesantías se 
expide por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria corre 70 
días hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término que corresponde a: 
i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del acto; y iii) 45 días para 
efectuar el pago. 
194. Así mismo, en cuanto a que el acto que reconoce la cesantía debe ser notificado al 
interesado en las condiciones previstas en el CPACA, y una vez se verifica la notificación, 
iniciará el cómputo del término de ejecutoria. Pero si el acto no fue notificado, para 
determinar cuándo corre la ejecutoria, deberá considerarse el término dispuesto en la ley 
para que la entidad intentara notificarlo personalmente, esto es, 5 días para citar al 
peticionario a recibir la notificación, 5 días para esperar que compareciera, 1 para entregarle 
el aviso, y 1 más para perfeccionar el enteramiento por este medio. De igual modo, que 
cuando el peticionario renuncia a los términos de notificación y de ejecutoria, el acto de 
reconocimiento adquiere firmeza a partir del día que así lo manifieste. En ninguno de estos 
casos, los términos de notificación correrán en contra del empleador como computables 
para sanción moratoria. 

195. De otro lado, también se sienta jurisprudencia precisando que cuando se interpone el 
recurso, la ejecutoria correrá 1 día después que se notifique el acto que lo resuelva. Si el 
recurso no es resuelto, los 45 días para el pago de la cesantía, correrán pasados 15 días de 
interpuesto.” 
3.5.3 Sentar jurisprudencia señalando que, tratándose de cesantías definitivas, el salario 
base para calcular la sanción moratoria será la asignación básica vigente en la fecha en que 
se produjo el retiro del servicio del servidor público; a diferencia de las cesantías parciales, 
donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la asignación básica vigente al 
momento de la causación de la mora, sin que varíe por la prolongación en el tiempo. 
3.5.4 Sentar jurisprudencia, reiterando que es improcedente la indexación de la sanción 
moratoria. Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 187 del CPACA.” (Subraya 
y negrilla fuera del texto)4 

 

De la Jurisprudencia antes trascrita, es dable concluir que lo dispuesto por el artículo 187 del CPACA  

en su inciso final, no es aplicable para al caso que ocupa nuestra atención, pues como ya se ha 

                                                             
3 Ibídem 
4 Ibídem 



 
 

 
                                                      

  

venido reiterando, la indexación de las sumas que se causen como consecuencia de la sanción 

moratoria resultan improcedentes entre sí, habida consideración que la tantas veces citada 

indexación hace mucho más gravosa la situación de la administración, pues dicho emolumento no 

solo cubre la actualización monetaria sino que es superior al valor que resulta de la sanción 

moratoria. 

 

EXCEPCIONES DE MERITO. 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

COBRO DE LO NO DEBIDO  

 

Se propone la excepción de cobro de lo no debido teniendo en cuenta que la normatividad aplicable 

al pago de prestaciones sociales del magisterio deja poco tiempo para realizar el pago, pues los 45 

días de plazo para el pago comienza a correr desde que el acto administrativo debió cobrar 

ejecutoria, de otro lado, aunque los actos administrativos que reconocen las cesantías parciales o 

definitivas sean expedidos en tiempo por las Secretarias de Educación Certificadas, ello no implica 

que le pago sea inmediato pues se encuentra condicionado a turno y disponibilidad presupuestal, 

atendiendo al principio constitucional de legalidad del gasto público en virtud del cual “no se puede 

hacer erogación con cargo al Tesoro que no se halle incluida en el de gastos”, e implica, que la 

disponibilidad presupuestal exista previa a la realización del gasto y demás que sea suficiente al 

momento de hacer erogación.  

 

En este orden de ideas surgen problemas tanto jurídicos como operativos que generan la sanción 

por mora en el pago de las prestaciones sociales de los educadores, nacionales, razón por la cual, 

debe analizarse el motivo que genero la mora en el caso que nos ocupa para determinar si 

corresponde a la Nación Ministerio de Educación Nacional, el pago de la misma. 

 

 

IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACION DE LA SANCION MORATORIA. 

 

 

Como se ha establecido por la Unificación de Jurisprudencia, los ajustes a valor presente de la 

sanción moratoria son improcedentes “debido a que la indemnización moratoria es una sanción 

severa y superior al reajuste monetario “por lo que no es moderado condenar al pago de ambas, 

“por cuanto se entiende que la sanción moratoria, además de castigar a la entidad morosa, cubre 

una suma superior a la actualización monetaria”. Siendo así las cosas, resulta improcedente solicitar 

como lo pretende la demandante indexar la suma que resulte por sanción mora conforme al I.P.C.  

 
 
 



 
 

 
                                                      

  

 
 
 
 
EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 
 
En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 
frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de 
los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si 
el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así 

como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el 

ordenamiento procesal. 

 

PETICIONES. 

 

Con todo respeto se solicita al despacho la vinculación del ente territorial, teniendo en cuenta que 

la mora generada en el pago de las cesantías del docente se ocasiono por el retardo del ente 

territorial en la emisión del acto administrativo y en remitirlo a la sociedad fiduciaria, esto de 

conformidad con lo previsto en la ley 1071 de 2006. 

 

Al tenor de las excepciones planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo el trámite 

correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO. - Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO. - En consecuencia dar por terminado el proceso en contra de LA NACIÓN - MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

TERCERO. - Abstenerse de condenar en costas a la entidad demandada. 

CUARTO. – Se me reconozca personería adjetiva para actuar. 

 

 

PRUEBAS. 

 

Solicitamos se tengan como pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

  

 

ANEXOS. 

 

1. Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

2. Copia de escritura pública No. 522 de 2019. 



 
 

 
                                                      

  

 

NOTIFICACIONES 

 

Mi representada recibirá notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A, ubicada en la Calle 72 N° 
10-03 Bogotá y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co – 
t_dgutierrez@fiduprevisora.com.co 

 

La suscrita en la Cra. 7 N° 32- 93, Piso 4 Bogotá. 

 

Cordialmente,  

 

 
DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ  

C.C 53.152.803 de Bogotá 

T.P. 192.124 Del C. S. de la J.  
Proyectó: Daisy Carolina Gutiérrez González 

Revisó: Javier Silva 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL     

POLICÍA NACIONAL 

SECRETARIA GENERAL 

UNIDAD DE DEFENSA JUDICIAL DEL NIVEL CENTRAL 

 
Señores: 
JUZGADO (17) ADMINISTRATIVO DE ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C.  
SECCIÓN SEGUNDA 
E. S. D. 
 
 

Proceso 11001333501720190044900 

Demandante FERNANDO RODRIGUEZ VARGAS       

Demandado NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 
NACIONAL – CAJA DE SUELDOS DE RETIRO - CASUR 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 
 
MARÍA MARGARITA BERNATE GUTIERREZ, identificada con la cédula de 
ciudadanía número 1.075.213.373 de Neiva (Huila) y Tarjeta Profesional de 
Abogado Número 192.012 del Consejo Superior de la Judicatura, apoderado de la 
Nación - Ministerio de Defensa - Policía Nacional, de acuerdo al poder que se 
adjunta, me permito contestar la demanda en los siguientes términos  
 
  

I. A LOS HECHOS 
 

En relación con las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que ocurrieron los 
hechos, los mismos deberán entrarse a probar dentro de este proceso, para llenar 
las exigencias procedimentales del artículo 167 de C.G.P.  
 
HECHO 1 al 3. Es cierto, de conformidad con lo señalado en la hoja de servicios, el 
señor Fernando Rodríguez Vargas, ingreso a la Policía Nacional en el año 1986 y 
para la época de 1997, 1999, 2001, 2002, 2002, se encontraba en servicio activo. 
 

HECHO 4 al 6: No es un hecho fáctico sino un análisis de apreciaciones subjetiva, 
sin embargo se indica que para los años de 1997 a 2004 el incorporado se 
encontraba en SERVICIO ACTIVO, ya que solo hasta el año 2005 solicitó su 
asignación de retiro, lo que conlleva a interpretar que las liquidaciones de los 
salarios se realizaron conforme a un punto más adicional establecido por el índice 
de precios al consumidor por el Gobierno Nacional, para los años de 1997, 1999, 
2001, 2002, 2003 Y 2004. 
 
HECHO 7: sobre la aplicación del 6.20% a su último salario básico, son 
interpretaciones que efectúa la parte actora a su favor, de cómo debe liquidarse su 
salario, por lo cual me atengo a lo que se demuestren en el proceso.  
 
HECHO 8: Es cierto de conformidad con lo plasmado en la Comunicación Oficial 
No. 049909/ANOPA-GRULI-1.10. 
 
HECHO 9: No se hará manifestación alguna, ya que el hecho hace referencia a la 
expedición de un acto administrativo de la CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 
POLICÍA NACIONAL, entidad que no represento. 
 



 
 

 

 
 

II. A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 
Desde este momento procesal me opongo a la prosperidad de todas y cada una de 
las pretensiones por considerar que el acto administrativo Nro. S-2018-
049909/ANOPA-GRULI-1.10 del 18 de septiembre de 2018, del que se pregona 
su nulidad fue proferido por funcionario competente y dentro de los cánones 
Constitucionales, Legales y Reglamentarios que rigen la profesión policial, 
plenamente ajustado a Derecho y no se encuentra viciado por ningún tipo de 
nulidad, el cual está amparado por la presunción de legalidad que rige la expedición 
de todo acto administrativo. 
 

III. RAZONES DE DEFENSA 
 
 
NORMAS LEGALES QUE REGULARON LA RELACIÓN LABORAL DEL 
ACCIONANTE CON EL ESTADO. 

 
Aun cuando dentro del medio de control se hace pretensiones a mi representada 
que no están llamadas a prosperar por inexistencia de fundamento constitucional o 
legal, si es del caso referirse a las mismas de la siguiente forma: 
 
a. Inicialmente debemos ser enfáticos en expresar que la Policía Nacional 

siempre canceló al ex funcionario los salarios que legalmente decretó (fijó) el 
Gobierno Nacional, de otra parte, resultan infundadas las pretensiones en 
el sentido se reconozca como salario un valor distinto al establecido 
anualmente por el competente para ello – Gobierno Nacional. 

 
Es oportuno recordar que nuestra carta fundamental creó un sistema prestacional 
especial para los miembros de la Fuerza Pública, así: 
 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA. 
 
 “ARTICULO 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas 
ejerce las siguientes funciones:  
 
(…) 
 
19. Dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios a los 
cuales debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos:  
(…) 
 
e) Fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los 
miembros del Congreso Nacional y la Fuerza Pública; (…) 
 
(…) 
 
ARTICULO 216. La fuerza pública estará integrada en forma exclusiva por las 
Fuerzas Militares y la Policía Nacional. 
 
(…) 
 
ARTICULO 218. La ley organizará el cuerpo de Policía. 
 
La Policía Nacional es un cuerpo armado permanente de naturaleza civil, a cargo 
de la Nación, cuyo fin primordial es el mantenimiento de las condiciones 



 
 

 

necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para 
asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz.  
 
La ley determinará su régimen de carrera, prestacional y disciplinario. (Negrillas 
no originales). 

 
En desarrollo del anterior mandato, el Congreso de Colombia expidió la Ley 4º del 
18 de mayo de 1992, “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios 
que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y 
prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y 
de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los 
Trabajadores Oficiales y se dictan otras disposiciones, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y f) de la Constitución Política”; 
disposición que establece:  
 

Ley 4º del 18 de mayo de 1992 
 

ARTÍCULO 1o. El Gobierno Nacional, con sujeción a las normas, criterios y 
objetivos contenidos en esta Ley, fijará el régimen salarial y prestacional de: 
… 
 
d) Los miembros de la Fuerza Pública. 
… 
 
ARTÍCULO 4o. <Artículo CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE; apartes 
tachados INEXEQUIBLES> Con base en los criterios y objetivos contenidos en 
el artículo 2o. el Gobierno Nacional, dentro de los primeros diez días del mes 
de enero de cada año, modificará el sistema SALARIAL correspondiente a 
los empleados enumerados en el artículo 1º literal a), b) y d), AUMENTANDO 
SUS REMUNERACIONES. 
 
(…) 
 
ARTÍCULO 10. Todo régimen salarial o prestacional que se establezca 
contraviniendo las disposiciones contenidas en la presente Ley o en los decretos 
que dicte el Gobierno Nacional en desarrollo de la misma, carecerá de todo 
efecto y no creará derechos adquiridos. 

 
Se concluye de la lectura de los anteriores apartes que a los integrantes de la Fuerza 
Pública se les aplica o están cobijados por un régimen salarial y prestacional 
especial, el cual tiene como fundamento la misma Constitución. 
 
Que es facultad y competencia del Gobierno Nacional decretar o fijar cada año el 
salario mensual de los miembros de la Fuerza Pública, aumentando sus 
remuneraciones. 
 
Y que carecerá de todo efecto y no creará derecho adquirido cualquier disposición 
que en materia salarial contravenga o difiere de los decretos salariales dictados por 
el Gobierno Nacional. 
 
Pues bien, en ejercicio de las facultades y competencias constitucional y legalmente 
conferidas al Gobierno Nacional, éste en cada anualidad ha proferido los 
correspondientes actos administrativos (Decretos) a través de los cuales ha fijado 
el salario de los integrantes de la fuerza pública, aumentándolos y obviamente 
modificándolos. 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/cp/constitucion_politica_1991_pr004.html#150
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1992/ley_0004_1992.html#2


 
 

 

Y el salario legalmente establecido por el Gobierno Nacional fue el que en cada 
anualidad se pagó al demandante como retribución de su actividad laboral de 
servidor público, por lo tanto, en la actualidad no existen mayores valores que 
reconocer al sujeto activo por concepto de salarios. 
 
En este aparte, por ultimo necesario indicar que la pretensión encaminada a que se 
incremente más el salario que devengó, tomando como base el IPC de años 
anteriores, es totalmente inconstitucional e ilegal, porque tal como ya se expuso, al 
pertenecer a una carrera especial de creación constitucional, estuvo sujeto a la 
reglamentación que en materia salarial los competentes establecieron, y como 
servidor público tuvo derecho única y exclusivamente a los valores que por 
conceptos de salarios se fijaron anualmente por el Gobierno Nacional, lo cual se 
insiste, se efectuó en ejercicio de las competencias otorgadas. 
 
Y es que, de aceptarse la pretensión, se estaría creando un nuevo régimen salarial 
exclusivo para el demandante, lo cual sería ilegal e inclusive contraria el contenido 
de la Ley 4 de 1992 en su artículo 10, que establece que carecen de efectos y no 
generan derechos adquiridos prerrogativas que vayan en contra de lo fijado 
salarialmente por el Gobierno Nacional. 
 
En conclusión, no puede pretender el demandante que se incremente el salario que 
devengó cuando estuvo en actividad, tomando factores no establecidos 
legalmente, porque ello es simplemente ilegal. 
 
b. De otra parte, nos referiremos a las presuntas vulneraciones que citó el 

demandante, es así que alegó en cuanto estuvo obligado a soportar la mengua 
en su pago mensual de la asignación, tal acepción debemos rechazarla en su 
integridad, porque contrario a lo dicho, la verdad es que el demandante hace 
parte de ese pequeñísimo grupo de personas que en Colombia devengó 
salarios que le permitieron llevar una vida tan digna como prospera. Y es que, 
sólo basta con analizar las certificaciones salariales que se aportaron con la 
demanda, para constatar el alto salario que devengó el accionante como 
servidor público, el cual reitero es recibido por un grupo muy cerrado de 
personas en esta sociedad. 

 
Pero más aún, porque no decir que el salario que devengó el demandante le fue tan 
significativo para llevar una vida digna y prospera, que aun cuando tuvo la 
oportunidad de retirarse del servicio activo y empezar a devengar una asignación 
de retiro – pensión, cuando cumplió veinte años de actividad, decidió continuar en 
servicio activo, o sea, decidió seguir devengando su abultado salario. 
 
La parte activa también alegó que supuestamente su salario tuvo incrementos fuera 
de lo establecido en la ley; sobre lo anterior, debo decir que tal posición no deja de 
ser una mera especulación sin fundamento serio, ya que lo único acreditado en este 
asunto es que al demandante la Policía Nacional siempre le canceló hasta el último 
céntimo de lo que el Gobierno Nacional decretó como salario para los miembros de 
la fuerza pública, valores que valga decir son a los únicos que tuvo derecho y no a 
mas incrementos como se pretende ahora. 
 
El actor también aduce que el salario que los porcentajes dejados de pagar entre 
los años 1997 a 2004, afectaron su salario y su asignación de retiro, el anterior 
argumento debo calificarlo de falso, porque he de insistir que contrario a lo que se 
pretende hacer creer, el sujeto activo si es diferente a la gran mayoría del 
conglomerado social, trabajadores o pensionados, pero no porque sea inferior a 
ellos, todo lo contrario, es diferente porque sus ingresos tanto salariales como ahora 
pensionales siempre lo ubicaron en una posición privilegiada, se debe insistir en 
que para corroborar la superioridad salarial e inclusive pensional del demandante 



 
 

 

frente a la de aquellos con los cuales se equipara ahora, basta con mirar los ingresos 
que tuvo en actividad (salarios) y lo que percibe ahora como pensionado. 
 
 

IV. EXCEPCIONES PREVIAS Y/O DE FONDO 
 
Previo estudio de los antecedentes, solicito se decreten las siguientes excepciones: 
 
IV.I. CADUCIDAD  
 
De acuerdo a nuestro criterio el derecho que se reclama se encuentra prescrito, por 
las siguientes consideraciones: 
 
En primer lugar, los Decretos1 que aumentaron el salario al Actor datan de los años 
1997 al 2004, los cuales a la fecha ya se encuentran consolidados e incluso aún en 
la actualidad siguen incólumes, pues no existe pronunciamiento judicial que haya 
declarado su nulidad o inexequibilidad; lo cual quiere decir que de haber existido 
inconformismo sobre ellos, debió haberse adelantado las acciones dentro del 
término establecido de acuerdo al medio de control que se pretenda accionar, es 
decir, que para el caso de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, ya operó la 
Caducidad de la acción2, pues dichos Estatutos fueron los que definieron la escala 
gradual con la que se incrementó el salario al Actor, y en dicho periodo de tiempo 
no se presentó ninguna acción como la que hoy se pretende (nulidad y su 
restablecimiento del derecho) pero al menos  14 AÑOS  después de haberse 
expedido el último de ellos. 
 
 

V. EXCEPCIONES DE MÉRITO. 
 
 
VI. ACTO ADMINISTRATIVO ACORDE CON LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY. 
 
La cual se concreta, porque el acto administrativo emanado del ente policial no 
incurre en ninguna vulneración a derechos del actor, ya que simplemente se le 
comunicó que por competencia se dio traslado de su petición – reajuste y 
reliquidación de asignación de retiro, ante la entidad legalmente competente para 
responder el requerimiento, esto es, la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía. 
 
 
V.II PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA. 
 
No obstante a las anteriores razones de defensa, de las posibles reclamaciones a 
raíz de la expedición de los Decretos por parte del gobierno nacional, No: 122 de 
1997, 062 de 1999, 2737 de 2001, 745 de 2002, 3552 de 2003 y 4158 de 2004, por 
medio de los cuales se estableció la escala gradual porcentual entre el porcentaje 
de un señor General (100%) y la señalada para cada grado del personal de oficiales 
(y otros) de la fuerza pública; ya se encuentran prescritas, pues hay que tener en 
cuenta que no se trata de una prestación periódica como la asignación de 
retiro, sino de los aumentos salariales que se decretaron año a año entre 1997 a 

                                                 
1 Decretos No: 122 de 1997, 062 de 1999, 2737 de 2001, 745 de 2002, 3552 de 2003 y 4158 de 2004, por medio de los cuales se 
estableció la escala gradual porcentual entre el porcentaje de un señor General (100%) y la señalada para cada grado del personal de 

oficiales (y otros ) de la fuerza pública. 
2 Ley 1437 de 2011. ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada: 

(…) 

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 

(…) 
d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses 

contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del acto administrativo, según el caso, 

salvo las excepciones establecidas en otras disposiciones legales; 



 
 

 

2004, los cuales de haber existido inconformismo por parte del Actor, debió 
adelantar las acciones en términos, es decir, antes de que se presentara el 
fenómeno de la prescripción, el cual ya operó, pues el último año que se reclama 
es del 2004, cuya prescripción se dio en el año 2008. 
 
Resaltando qué, el Actor elevó solicitud en el año 2018, ya cuando había prescrito 
su derecho a reclamar reliquidación salarial. 
 
Finalmente y no obstante a las anteriores razones de defensa, si el despacho 
accede a las pretensiones de la demanda sea de manera parcial o total, solicitó con 
todo respeto aplicar la PRESCRIPCIÓN TRIENAL DE LAS MESADAS, 
concordante con la argumentación expuesta de la unidad de materia, a partir del 
momento en que la demandante radicó la petición ante la Entidad demandada, esto 
es el 29 DE AGOSTO DE 2018, en consideración a que el régimen general o común, 
sería la norma que se está aplicando la que se acoja en su integridad, de acuerdo 
al contenido antes citado del artículo 14 y 279 de la Ley 100 de 1993 y Ley 238 de 
1995, norma que ha sido invocada para hacer reclamo de los derechos exigidos. 
 
A pesar que la Policía Nacional no está en la obligación constitucional ni legal de 
reconocer mayores valores por concepto de salarios al accionante, se considera 
oportuno invocar la presente excepción de prescripción extintiva del valor 
reclamado, de tres (3) años, dado que en el Decreto 4433 entró a regir a partir del 
31 de diciembre de 2004, qué dispuso: 

 
Artículo 43. Prescripción. Las mesadas de la asignación de retiro y de las 
pensiones previstas en el presente decreto prescriben en tres (3) años 
contados a partir de la fecha en que se hicieron exigibles. 
 
El reclamo escrito recibido por la autoridad competente sobre un derecho, 
interrumpe la prescripción, por un lapso igual. 
 
(…) 

 
Como se observa, el Decreto que se encuentra vigente al momento de registrarse 
la solicitud elevada a la administración, es el Decreto 4433 de 2004, el cual 
contempla en tres (3) años la prescripción. 
 
Aunado a lo anterior, el Estatuto Sustantivo del Trabajo3, como en el código procesal 
del trabajo y de la seguridad social4, también contemplan el mismo periodo de 
prescripción, es decir el de tres (3) años. 
 
 

VIII. DE LAS PRUEBAS 
 
DOCUMENTALES: 
 
Dando cumplimiento a lo establecido en el Artículo 175 del CPACA, de manera 
atenta y respetuosa me permito solicitar al Honorable Juez tenga a bien tener en 
cuenta las pruebas que obran en el plenario aportadas por la parte demandante, 
con el ánimo de no generar duplicidad de documentos en el expediente. 
 

                                                 
3 ARTICULO 488. REGLA GENERAL. Las acciones correspondientes a los derechos regulados en este código prescriben en tres (3) 

años, que se cuentan desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible, salvo en los casos de prescripciones especiales 

establecidas en el Código Procesal del Trabajo o en el presente estatuto. 
4 ARTICULO 151. -Prescripción. Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contarán desde que la 

respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el patrono, sobre un derecho o 

prestación debidamente determinado, interrumpirá la prescripción pero sólo por un lapso igual. 



 
 

 

- Atendiendo lo dispuesto por el honorable Despacho, a través de la comunicación 
oficial al Jefe de pruebas, se solicitó el envío de la copia del expediente 
administrativo del señor FERNANDO RODRIGUEZ VARGAS, el cual será 
allegado en el término de la distancia. 
 

IX. PETICIÓN: 
 
Conforme a los argumentos de defensa señalados, de manera respetuosa ruego al 
despacho del H. Juez de la causa, NEGAR las pretensiones de la demanda. 
 
 

X. ANEXOS  
 
Poder legalmente conferido por el señor Secretario General de la Policía Nacional 
y sus anexos.  
 

XI. PERSONERIA  
 

 
Solicito me sea reconocida personería jurídica para actuar en el proceso de la 
referencia, en los términos del poder que me ha sido asignado.  

 
XII. NOTIFICACIONES  

 
Se reciben en la Carrera 59 No. 26 – 21 CAN Bogotá DC., Dirección General de la 
Policía Nacional, correo decun.notificacion@policia.gov.co.; 
maria.bernateg@correo.policia.gov.co, celular: 3174244027. No es un hecho fáctico 
sino un análisis de apreciaciones subjetivas.  
 
 
Cordialmente;  
 
 
 
 
 
MARÍA MARGARITA BERNATE GUTIERREZ  
CC. No. 1.075.213.373 de Neiva (Huila) 
TP. No. 192.012 del C. S. de la J. 
 
 
 
 
Carrera 59 No. 26 - 21 CAN,  Bogotá DC 
Dirección General de la Policía Nacional  
decun.notiicacion@policia.gov.co y 
ardej@policia.gov.co  
 

 

 
No. GP135- 5 No. SA-CER 276952 No. CO – SC6545-5No. SC6545-5
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Bogotá D.C. 18 de Agosto de 2020 

 
Señora Juez 
LUZ MATILDE ADAIME CABRERA 
JUZGADO DIECISIETE  (17°) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C – Sección Segunda 
E.    S.    D.  
 

Radicado No.:  11 001 33 35 017 2019 00 514 00 
Demandante:  JOSE RAUL SANCHEZ 

Demandado: LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 
NACIONAL 

Med. de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIEMIENTO DEL DERECHO  
 

Ref. CONTESTACIÓN DE DEMANDA                                                    

_______________________________________________________________________ 
 
PEDRO MAURICIO SANABRIA URIBE, identificado con la cédula de ciudadanía No. 

4.267.112, abogado en ejercicio, portador de la T.P. No. 208.252 del C.S.J., en mi condición 
de apoderado de la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL, 

conforme a poder que allego a la presente con sus respectivos anexos; por medio del 
presente escrito y encontrándome dentro de los términos de Ley, me permito CONTESTAR 
LA DEMANDA dentro del proceso de la referencia, en los siguientes términos: 

 
JURISPRUDENCIALES 

 
SOBRE ESTE MISMO TEMA TENEMOS 3 FALLOS FAVORABLES  
JURISPRUDENCIALES EMANADO DEL RESPETADO TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE CUNDINAMARCA. 
 

FALLO FAVORABLE, DEL 30 DE MAYO DE 2012, MAGISTRADO PONENTE JOSÉ 
MARIA ARMENTA FUENTES, RADICADO No. 2010 – 00495 – 01,  DEMANDANTE, 
NÉSTOR SEGUNDO PICO BALDOVINO, TEMA REAJUSTE SALARIAL DEL 20%.- 
SUBSECCIÓN C. 

 
FALLO FAVORABLE, DEL 17 DE MAYO DE 2012, MAGISTRADO PONENTE AMPARO 
OVIEDO PINTO, RADICADO 2011 – 00152, ACTOR ALBEIRO PEREZ CASAÑAS, TEMA 
REAJUSTE SALARIAL DEL 20%, SUBSECCIÓN A.- 

  
FALLO FAVORABLE, DEL 17 DE MAYO DE 2012, MAGISTRADO PONENTE, DRA 
AMPARO OVIEDO PINTO, RADICADO 2011 – 00122, ACTOR ÉDINSON HERNÁNDEZ 
MONTENEGRO, TEMA REAJUSTE SALARIAL DEL 20%, SUBSECCIÓN A.- 
 
CABE SEÑALAR A SU SEÑORÍA QUE SE ENCUENTRAN A LA FECHA MÁS FALLOS 
FAVORABLES DENTRO DEL MISMO TEMA DE REAJUSTE SALARIAL DEL 20%. 

 
RESPECTO DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA: 

 

El aquí accionante pretende se le reconozca un reajuste salarial de un 20% a partir del 13 
de Octubre de 2006 fecha en la cual el demandante señor JOSE RAUL SANCHEZ ingresó 
como Soldado Profesional a la Entidad demandada. 
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De igual forma solicita se declare LA REVOCATORIA del acto administrativo FICTO O 
PRESUNTO que debió dar respuesta al derecho de petición de fecha 09 de Julio de 2018. 
 
Y finalmente solicita que a título de restablecimiento se ordene a la Entidad demandada 
NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL, reliquidar retroactivamente 
el salario básico que devenga el soldado profesional JOSE RAUL SANCHEZ, aumentando 
el mismo en un 20%. 
 
Sustenta sus pretensiones al manifestar que los Soldados Profesionales fueron 
desmejorados en sus haberes al  ser pasados de voluntarios a profesionales. 
 
EXCEPCIÓN CARENCIA DEL DERECHO DEL DEMANDANTE E INEXISTENCIA DE LA 

OBLIGACIÓN DELA DEMANDADA 

 
Las Fuerzas Militares, contaban con un grupo de SOLDADOS VOLUNTARIOS, a quienes 
les era aplicable la Ley 131 de 1985 y el Decreto 370 de 1991, éstos no tenían la calidad 
de empleados o servidores y en esa medida sólo recibían una suma mensual a título de 
BONIFICACIÓN, más nunca se les reconoció un salario y por ello no tenían derecho a 
Prestaciones Sociales. 
 
En efecto la ley 131 de 1985 establecía: 
 
ARTICULO 1º.- Sin perjuicio de las disposiciones vigentes que regulan el servicio militar 
obligatorio, el Gobierno podrá establecer el servicio militar voluntario dentro de los términos 
de esta Ley. 
 
ARTICULO 2º.- Podrán prestar el servicio militar voluntario quienes, habiendo prestado el 
servicio militar obligatorio, manifiesten ese deseo al respectivo Comandante de Fuerza y 
sean aceptados por él. 
Las autoridades militares podrán organizar otras modalidades de servicio militar voluntario, 
cuando las circunstancias lo, permitan. 
Parágrafo 1º.- El servicio militar voluntario, se prestará por un lapso no menor de doce (12) 
meses. 
Parágrafo 2º.- La Planta de Personal de soldados que preste el servicio militar voluntario 
será establecida por el Gobierno. 
 
ARTICULO 3º.- Las personas a que se refiere el artículo 2º de la presente Ley, quedarán 
sujetas, a partir de su vinculación como soldados voluntarios, al Código de Justicia Penal 
Militar, al Reglamento de Régimen Disciplinario, al Régimen Prestacional y a las normas 
relativas a la capacidad sicofísica, incapacidades, invalideces e indemnizaciones para los 
soldados de las Fuerzas Militares y los reglamentos especiales que se expidan para el 
desarrollo de esta Ley. 
 
ARTICULO 4º.- El que preste el servicio militar voluntario devengará una bonificación 
mensual equivalente al salario mínimo legal vigente, incrementada en un sesenta por 
ciento (60%) del mismo salario, el cual no podrá sobrepasar los haberes correspondientes 
a un Cabo Segundo, Marinero o Suboficial Técnico Cuarto. (subrayado fuera de texto) 
 
ARTICULO 5º.- El soldado voluntario que estuviere en servicio durante un año, tiene 
derecho a percibir una bonificación de navidad equivalente a la recibida en el mes de 
noviembre del respectivo año. 
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Parágrafo. Cuando el soldado voluntario no hubiere servido un año completo, tiene derecho 
al reconocimiento de la bonificación de navidad a razón de una doceava parte (1/12), por 
cada mes completo del servicio. 
 
ARTICULO 6º.- El soldado voluntario que sea dado de baja, tiene derecho a que el Tesoro 
Público le pague por una sola vez, una suma equivalente a un mes de bonificación por 
cada año de servicio prestado en dicha calidad y proporcionalmente por las fracciones de 
meses a que hubiere lugar. 
(…….) 

 
Más adelante, para el año 2000, pensando en la necesidad de la profesionalización de los 
soldados en las fuerzas militares, fue expedido el Decreto 1794 de 2000, por el cual se 
expide el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales de las 
Fuerzas Militares, que también dio la oportunidad a los soldados voluntarios, para que se 
cambiaran a este nuevo régimen. 
 
En razón a la expedición de ésta norma y por conocer las prerrogativas o garantías que ella 
les concedía, los soldados voluntarios, solicitaron a la Fuerza el cambio de categoría a 
SOLDADOS PROFESIONALES (lo cual se hizo a partir del primero de noviembre de 2003, 
quedando en consecuencia cobijados, ahora TODOS LOS SOLDADOS, por el Decreto aquí 
mencionados.   
 
Con lo anterior, queda claro entonces, que los soldados voluntarios (Ley 131/85), al cambiar 
de régimen ya no van a recibir UNA BONIFICACIÓN, sino UN SALARIO y el reconocimiento 
de prestaciones sociales, para lo cual resultaba preciso hacer la consecuente nivelación 
salarial con los soldados que desde un comienzo se habían incorporado como profesionales 
(D.1793/00), de tal suerte que el valor de diferencia entre el salario como soldado 
profesional y el de la bonificación de soldado voluntario, se convierte en algo así como una 
redistribución con la que se les garantiza ahora el pago de sus prestaciones sociales, pues 
si se entraba a reconocerles prestaciones sociales y si  se les dejaba el mismo valor de la 
Bonificación que recibían antes, entonces se rompería el principio de igualdad respecto de 
los soldados profesionales que existían y que se habían vinculado  con el D.1793/00. 
 
Como se observa y se probará, los soldados voluntarios al pasar a ser profesionales 
entraron a devengar UN SALARIO junto con todas las prestaciones sociales establecidas 
para los profesionales, sin que hubieren sido en ningún momento desmejorados. 
 
Por lo anterior se estructura la excepción de carencia de derecho de las pretensiones 
solicitadas por el demandante  e inexistencia de la obligación a cargo de la entidad 
demandada. 
 
EXCEPCIÓN DE INACTIVIDAD INJUSTIFICADA DEL INTERESADO – PRESCRIPCIÓN  

DE DERECHOS LABORALES 
 
El señor JOSE RAUL SANCHEZ, se incorporó como soldado profesional en el mes de 

Octubre de 2006. 
 
Durante los años 2003 fue que ocurrió el tránsito de soldado voluntario a profesional, fecha 
en la cual el demandante aún no hacía parte de la institución. 
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Por lo anterior consideramos que existe PRESCRIPCIÓN DE DERECHOS LABORALES, 
ya que desde el mismo momento en que empezó el señor JOSE RAUL SANCHEZ a ser 
soldado profesional se le ha cancelado de forma clara y contundente su salario. 
 
Como un modo de extinción de derechos particulares contempla el artículo 174 del Decreto 
1211 de 1990 la prescripción cuatrienal, es decir, que ellos prescriben en cuatro años 
contados desde la fecha en que se hicieron exigibles. Para que dicha figura opere, es 
indispensable que concurran todas las exigencias legales, entre ellas, que sea evidente la 
exigibilidad, frente a la cual se observe inactividad injustificada del interesado o titular del 
derecho, en lograr su cumplimiento. 
 
En efecto, para resolver el sub-júdice, necesario es acudir al término prescriptivo que se 
contempla en el artículo 174 del Decreto 1211 de 1990, norma que contempla la 
prescripción especial de las acreencias laborales de un sector específico de servidores 
públicos, como son las que perciban los miembros de la Fuerza Pública. Conforme a lo 
anterior, haciendo uso de la analogía es dable acudir a la regla prescriptiva que se 

contempla en el artículo 174 del Decreto 1211 de 1990, toda vez que la postura de la parte 
actora implicaría admitir que todos los derechos surgidos al amparo de la Ley 131 de 1985 
serían imprescriptibles, afirmación que no es de recibo dado que solamente los derechos 
laborales de tracto sucesivo de orden vitalicio, salvo excepciones legales, quedan 
amparados por esta prerrogativa. 
 
El artículo 174 del Decreto 1211 de 1990 establece: 
 
ARTÍCULO 174. PRESCRIPCIÓN. Los derechos consagrados en este Estatuto prescriben 
en cuatro (4) años, que se contarán desde la fecha en que se hicieron exigibles. El reclamo 
escrito recibido por autoridad competente sobre un derecho, interrumpe la prescripción, 
pero sólo por un lapso igual. El derecho al pago de los valores reconocidos prescribe en 
dos (2) años contados a partir de la ejecutoria del respectivo acto administrativo y pasarán 
a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares. 
 
Al respecto la Honorable Corte Suprema de Justicia ha señalado: (C.S.J. SALA LABORAL. 
Sentencia del 17 de marzo del 2009. expediente 34251) 
 
“Ahora bien, que ciertos estados o, en mejores términos, “situaciones jurídicas” como el 
estado civil de las personas, las derivadas de las relaciones de familia, en materia laboral, 
el status de pensionado, etc., sean imprescriptibles, no desconoce que los derechos 
crediticios surgidos de éstas o de cualquiera otra clase de obligación correlativa sí lo son. 
Al punto, importa recordar que las acciones surgidas de la relación de trabajo son de 
carácter personal, que entrañan créditos de carácter económico, como los salarios y 
prestaciones sociales, las cuales se pueden extinguir por no haber sido ejercidas por su 
titular en el tiempo que para el efecto concede la ley laboral. 
… 
Bajo ese marco, la variación de una posición jurisprudencial en torno de la institución 
jurídica de la prescripción frente a los componentes que constituyen la base salarial de una 
pensión, de manera alguna quebranta las normas denunciadas y menos los postulados que 
gobiernan el artículo 53 de la Constitución Política, máxime cuando el derecho al trabajo 
tiene una constante evolución que amerita una dinámica jurisprudencial encaminada al 
logro de la justicia en las relaciones que surgen entre empleadores y trabajadores, dentro 
de un espíritu de coordinación económica y equilibro social como bien lo señala el artículo 
1° del Código Sustantivo del Trabajo. 
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 (…) “Y ya en fecha más reciente, en la sentencia del 18 de febrero de 2004, radicación 
21.231, en un proceso en el que fungió como demandado el Banco de la República, en 
asunto similar al presente, asentó: 

 
“”si para el caso se estimaba tener derecho a que se incluyera como factor salarial para 
establecer el salario base para tasar la pensión de jubilación lo pagado al demandante por 
prima de vacaciones en el último año de servicios, la exigibilidad de esa obligación 
empezaba desde la fecha en que se reconoció y, por consiguiente, se cuantificó por la 
demandada la mesada pensional de éstos, y respecto a los aumentos anuales a partir de 
la fecha en que los preceptos que lo regulan lo ordenan. Esto porque en uno y otro caso, 
es a partir de esa data que el interesado tenía la posibilidad de acudir a la justicia para 
reclamar el reajuste pertinente ante el desconocimiento por parte del obligado al pago 
íntegro de la prestación. (subrayado fuera de texto) 
 

El Derecho a exigir el aumento del 20% solicitado en esta demanda se configuró desde el 
momento en que el actor fue reconocido como SOLDADO PROFESIONAL, es decir a partir 
del momento en que recibió por primera vez su salario y consideró que estaba siendo 
desmejorado. 
 
La H. Corte Constitucional en sentencia C- 072 de 1994 señaló: La prescripción extintiva es 
un medio de extinguir la acción referente a una pretensión concreta, pero no el derecho 
sustancial fundamental protegido por el artículo 25 de la C.P., porque el derecho al trabajo 
es en sí imprescriptible. 

 
No se lesiona al trabajador por el hecho de que la ley fije términos para el ejercicio de la 
acción laboral. El derecho de los trabajadores se respeta, simplemente se limita el ejercicio 
de la acción, y se le da un término razonable para ello. El núcleo esencial del derecho al 
trabajo no sólo está incólume, sino protegido, ya que la prescripción de corto plazo, en estos 
eventos, busca mayor prontitud en el ejercicio de la acción, dada la supremacía del derecho 
fundamental, el cual comporta la exigencia de acción y protección oportunas. Así, pues, el 
legislador no hizo cosa distinta a hacer oportuna la acción; de ahí que lo que, en estricto 
sentido, prescribe es la viabilidad de una acción concreta derivada de la relación laboral, 
pero nunca el derecho-deber del trabajo. 
 
La prescripción trienal acusada, no contradice los principios mínimos fundamentales 
establecidos por el Estatuto Superior, porque la finalidad que persigue es adecuar a la 
realidad el sentido mismo de la oportunidad, con lo cual logra que no se desvanezca el 
principio de la inmediatez, que, obviamente, favorece al trabajador, por ser la parte más 
necesitada en la relación laboral. El derecho de los trabajadores no puede menoscabarse 
(art. 53 C.P.), y es en virtud de ello que la prescripción de corto plazo garantiza la 
oportunidad a que tienen derecho los que viven de su trabajo.". 
 
De esta forma se tiene que, el fundamento que sustenta el señalamiento de una 
prescripción de corto plazo para las acciones laborales, radica en la efectividad del principio 
de la seguridad jurídica, que evita la configuración de controversias laborales indefinidas, a 
través de mecanismos que faciliten el tránsito por las vías legales y del entendimiento 
racional su correspondiente resolución.  
 
Ya en lo atinente al tiempo para presentar el reclamo de prestaciones, cabe observar que, 
con anterioridad a la vigencia del artículo 151 del Código Procesal del Trabajo, que 
consagra la prescripción en tres años de las acciones que emanen de las leyes sociales, 
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se dio aplicación a lo dispuesto en el Código Civil (art. 2.536) en cuanto a la prescripción 
de las acciones ordinarias y ejecutivas; las primeras, por un término de veinte años y las 
segundas, de diez; de manera que, compartiendo los criterios esbozados por la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, la expedición de 
dicha norma procesal laboral unificó en forma integral el régimen de prescripción de los 
derechos laborales mediante la llamada prescripción trienal, una vez la obligación se haga 
exigible, es decir a través de una prescripción de corto tiempo, salvo en los casos de 
excepción legal expresa. 
 

A LOS HECHOS DE LA DEMANDA. 
 

HECHOS 1: Es cierto, de conformidad a las pruebas obrantes en la demanda y documentos 
que reposan en el expediente militar del demandante en la Entidad. 
 
LOS DEMÁS HECHOS: No SON HECHOS, es una transcripción de Normas Jurídicas, que 
nada tienen que ver con hechos relevantes del proceso y menos que se ajusten con las 
pretensiones de la demanda. 
 

DEL CASO CONCRETO. 
 

El Estado Colombiano cuenta con diferentes regímenes especiales entre ellos los de la 
Fuerza Pública; nuestra Constitución Política en su artículo 217 indica que “La Nación 
tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes constituidas por el Ejército, la 
Armada y la Fuerza Aérea. Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la 
defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden 
constitucional.” De igual manera en su inciso segundo señala que  “la Ley determinará el 
sistema de reemplazos en las Fuerzas Militares, así como los ascensos, derechos y 
obligaciones de sus miembros y el régimen especial de carrera, prestacional y disciplinario, 
que les es propio.”  
 
En este marco Constitucional, Colombia ha creado normas, sean leyes o decretos para 
establecer el régimen de carrera de la Fuerza Pública para los miembros activos y el 
régimen prestacional para los retirados o pensionados, tanto del personal uniformado, 
Oficiales, Suboficiales, Soldados Profesionales e Infantes de Marina; y el personal no 
uniformado, que son los Civiles vinculados a las Fuerzas Militares o la Policía Nacional. 
 
Las Normas creadas en Colombia en materia de regímenes prestacionales, salariales o 
seguridad social para las Fuerzas Militares podemos clasificarlas en  tres grupos; el primero, 
la normatividad dirigida a los Oficiales y Suboficiales; el segundo grupo, que es la 
normatividad  dirigida a los Civiles que laboran en el Ministerio de Defensa, Fuerzas 
Militares o Policía Nacional; y tercero, la normatividad aplicada a los Soldados Profesionales 
(antes del año 2000 denominados Soldados Voluntarios) y los Infantes de Marina. Lo 
anterior significa que las normas que se han preceptuado para los miembros uniformados 
de las Fuerzas Militares en materia salarial tiene dos divisiones en relación con el sujeto de 
aplicación, es decir, una normatividad que se aplica a los Oficiales y Suboficiales, y otra que 
se aplica a los Soldados Profesionales e infantes de Marina. 
 
Finalidad principal de actuar en las unidades de combate y apoyo de combate de las 
Fuerzas Militares, en la ejecución de operaciones militares, para la conservación, 
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restablecimiento del orden público y demás misiones que le sean asignadas.1 Los Soldados 
Profesionales son los que más han muerto en los últimos 20 años por cuenta de la violencia, 
son las victimas número uno por las minas anti persona, también son los militares que más 
tiempo se encuentran en actividad, en las áreas de operación, de combate o de riesgo. 
 
El Soldado Profesional en principio se denominó “Soldado Voluntario”; fue creado por la Ley 
131 de 1985, como respuesta a la necesidad  de formar Soldados que ingresaran de manera 
voluntaria a las Fuerza Militares, para que contrarrestaran la acción de los grupos armados 
ilegales y cooperaran en la preservación de la seguridad y la defensa nacional. A través del 
Decreto 1793 del 14 de Septiembre de 2000 se estableció el “Régimen de Carrera y Estatuto 
del Personal de Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares”, y en el Capítulo 3 se 
regula lo relacionado con los salarios, las prestaciones, parte de dichas disposiciones fueron 
derogadas por el artículo 45 del Decreto 4433 de 2004. 
 
La Ley 131 de 1985 creó los Soldados Voluntarios, y preceptuó en su artículo 4°: “El que 
preste el servicio militar voluntario devengará una bonificación mensual equivalente al 
salario mínimo legal vigente, incrementada en un sesenta por ciento (60%) del mismo 
salario” 
 
A través de la Ley  578 de 2000 se le otorgó facultades extraordinarias al Presidente para 
modificar el régimen de los Soldados Voluntarios; razón por la cual el Gobierno Nacional 
expidió los Decretos 1793 “Por el cual se expide el Régimen de Carrera y Estatuto del 
Personal de los Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares.” y el Decreto 1794 de 
2000 “por el cual se establece el régimen salarial y prestacional para el personal de 
soldados profesionales de las Fuerzas Militares.”  Estableciendo en  el artículo  1 de este 
último que “los soldados profesionales que se vinculen a las Fuerzas Militares devengarán 
un (1) salario mensual equivalente al salario mínimo legal vigente, incrementado en un 
cuarenta por ciento (40%) del mismo salario. Sin perjuicio de lo dispuesto en el parágrafo 
del artículo siguiente, quienes al 31 de diciembre del año 2000 se encontraban como 
soldados de acuerdo con la Ley 131 de 1985, devengarán un salario mínimo legal vigente 
incrementado en un sesenta por ciento. 

 
DE LAS VIOLACIONES ALEGADAS POR EL DEMANDANTE. 

 
El aquí accionante considera que por parte del Ministerio de Defensa Nacional se ESTAN 
INCUMPLIENDO  las disposiciones establecidas en el Decreto 1794 del 2000 con el 
consiguiente desmejoramiento para los soldados voluntarios que se acogieron a la 
modalidad de profesionales,  lo cual NO ES CIERTO, como se procederá a demostrar: 
 
En primer lugar se presenta un comparativo de las asignaciones laborales que devengaban 
los soldados voluntarios con la Ley 131 de 1985 y la actual asignación que tienen los 
soldados profesionales así: 
 

TIPO DE PRESTACIÓN SOLDADOS 
PROFESIONALES 
D.1793/00 y D.1794/00 

SOLDADOS 
VOLUNTARIOS 
Ley 131/85 y 
reglamentario 

SALARIO 1.4 SMLMV NO 

BONIFICACIÓN NO 1.6 SMLMV 

                                                
1 Decreto 1793 de 2000. Art. 1 
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CESANTIAS SI (salario + P. antigüedad) No (solo una bonificación + 
c/año) 

PRIMA DE ANTIGUEDAD SI (Hasta 58.5 sobre salario 
max) 

SI (Hasta 58.5% max, sobre 
bonificación) 

PRIMA DE SERVICIOS SI (50% salario + Prima 
Antig) 

No 

PRIMA DE VACACIONES SI (50% sobre salario) NO 

PRIMA DE NAVIDAD SI (50% salario + Prima Ant No. Recibían una suma de 
dinero en el mes de 
diciembre, equivalente a la 
bonificación mensual.  

VACACIONES SI, 30 días NO 

VIVIENDA MILITAR SI (D.2192/04) NO 

SUBSIDIO FAMILIAR SI (4% Sobre salario + 
Prima de Antigüedad) 

NO 

03 MESES DE ALTA SI NO 

 
A simple vista se puede apreciar que los soldados voluntarios fueron mejorados con el 
cambio de modalidad, así: 
 
 Asignación salarial mensual: 
 
Como se observa los soldados voluntarios no devengaban asignación salarial, sino 
devengaban BONIFICACIÓN. Esta modalidad conllevaba a que al no devengar salario no 
tuviesen prestaciones sociales. 
 
Al haber aceptado el cambio de modalidad empezaron a devengar un salario y por 
consiguiente obtuvieron el derecho a percibir prestaciones.-  
 
Resulta oportuno aclarar que cuando el accionante refiere que a los soldados voluntarios, 
se les desmejoró su salario, incurre en un equívoco, al olvidar que lo que se hizo fue una 
“redistribución de los ingresos” de tal suerte que los derechos prestacionales que ahora se 
les están reconociendo, en virtud de la nueva categoría de soldados profesionales, 
quedarán garantizados. (Ver cuadro comparativo  anexo) 
 
Pero para una mayor claridad, me permito hacer el siguiente recuento, de la evolución del 
proceso de incorporación de soldados en las Fuerzas Militares, así: 
 
Las Fuerzas Militares, contaban con un grupo de SOLDADOS VOLUNTARIOS, a quienes 
les era aplicable la Ley 131 de 1985 y el Decreto 370 de 1991, éstos no tenían la calidad 
de empleados o servidores y en esa medida sólo recibían una suma mensual a título de 
BONIFICACIÓN, más nunca se les reconoció un salario y por ello no tenían derecho 
Prestaciones Sociales. 
 
Más adelante, para el año 2000, pensando en la necesidad de la profesionalización de los 
soldados en las fuerzas militares, fue expedido el Decreto 1794 de 2000, por el cual se 
expide el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales de las 
Fuerzas Militares, que también dio la oportunidad a los soldados voluntarios, para que se 
cambiaran a este nuevo régimen. 
 
En el mismo año, continuando con este pensamiento y buscando dar cobertura a todo el 
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personal de soldados de las Fuerzas Militares, para garantizarles el reconocimiento de 
prestaciones sociales, se expidió el Decreto 1794 de 2000, por el cual se establece el 
régimen salarial y prestacional para el personal de soldados profesionales de las Fuerzas 
Militares. 
 
En razón a la expedición de éstas normas y por conocer las prerrogativas o garantías que 
ellas les concedían los soldados voluntarios, solicitaron a la Fuerza, el cambio de categoría 
a SOLDADOS PROFESIONALES (lo cual se hizo a partir del primero de noviembre de 
2003, quedando en consecuencia cobijados, ahora TODOS LOS SOLDADOS, por los 
Decretos aquí mencionados.   
 
Con lo anterior, queda claro entonces, que los soldados voluntarios (Ley 131/85), al cambiar 
de régimen ya no van a recibir UNA BONIFICACIÓN, sino UN SALARIO y el reconocimiento 
de prestaciones sociales, para lo cual resultaba preciso hacer la consecuente nivelación 
salarial con los soldados que desde un comienzo se habían incorporado como profesionales 
(D.1793/00), de tal suerte que el valor de diferencia entre el salario como soldado 
profesional y el de la bonificación de soldado voluntario, se convierte en algo así como una 
redistribución con la que se les garantiza ahora el pago de sus prestaciones sociales, pues 
si se entraba a reconocerles prestaciones sociales y se les dejaba el mismos valor de la 
Bonificación que recibían antes, entonces se rompería el principio de igualdad respecto de 
los soldados profesionales que existían y que se habían vinculado  con el D.1793/00. 
 
Derecho al Subsidio Familiar. 
 
Hasta el año 2000 los Soldados Profesionales no tenían un subsidio familiar; pero a través 
del Decreto 1794 de septiembre 14 de 2000 se estableció que “El Soldado Profesional de 
las Fuerzas Militares casado o con unión marital de hecho vigente, tiene derecho al 
reconocimiento mensual de un subsidio familiar equivalente al cuatro por ciento (4%) de su 
salario básico mensual más la prima de antigüedad.” Esto ha contribuido a que los Soldados 
puedan mejorar sus ingresos con el fin de satisfacer las necesidades básicas que demanda 
el sostenimiento de un hogar. 
 
Acceso a los Subsidios de Vivienda. 
 

En el principio los Soldados Voluntarios no tenían la posibilidad de beneficiarse de algún 
subsidio para solucionar sus necesidades de vivienda, a pesar que los demás miembros 
uniformados y no uniformados del sector defensa si estaban facultados por ley para recibir 
los beneficios que otorga la Caja de Vivienda Militar. 
 
Gracias al artículo 14 La ley 973 del año 2005 los Soldados pueden acceder después de 
prestar 15 años de Servicio a un subsidio de vivienda otorgado por la Caja de Vivienda 
Militar, consistente en un apoyo para la adquisición vivienda por 23 SMMLV2. 
Adicionalmente fue aprobado por el Congreso de la República el proyecto de ley 295/2008 
Senado -182/2008  Cámara, a través del cual se disminuye el tiempo de servicio para poder 
obtener el subsidio, y se establece que los Soldados pensionados pueden re-afiliarse de la 
Caja Promotora para lograr soluciones de vivienda. 
 
Acceso parcial a los Beneficios de las Cajas de Compensación Familiar. 
 

                                                
2Decreto 3830 de 2006 – Reglamentación de la ley 973 de 2005. 
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En materia de beneficios en recreación, el Ministerio de Defensa Nacional realizo unos 
convenios para que las Cajas de Compensación Familiar permitan el acceso de los 
Soldados Profesionales y los Infantes de Marina a los clubes. 
 
Prima de antigüedad 
 
En cuanto a la prima de antigüedad, ésta se está cancelando a todo el personal, 
reconociendo, por supuesto, el tiempo de vinculación que traían acumulado desde su 
ingreso a la Fuerza, calculada, sobre la base del SUELDO BASICO, es decir, el nuevo valor 
que reciben mensualmente cono salario, así se probará con los registros de nómina del 
personal de soldados profesionales. 
 
Prima de navidad: 
 
El concepto de prima de navidad sólo se aplica de conformidad con las normas laborales a 
aquellos funcionarios que reciben salario, los soldados voluntarios recibían una especie de 
incentivo en el mes de diciembre equivalente a una bonificación mensual.- 
 
La prima de navidad se reconoce en los términos señalados por el D.1794/00, pero 
lógicamente, una vez se causen. Por lo tanto si un soldado adquirió la categoría de 
profesional en noviembre de 2003, no podía reconocérsele prima de navidad, porque no 
reunía el requisito que la Ley exige para ello, siendo entonces procedente este pago sólo 
una vez causado, de tal suerte que ya para diciembre de 2004  ha de reconocerse. 
 
Es de acotar que según la certificación del subdirector de personal los soldados voluntarios 
se acogieron a la modalidad de profesionales a partir del 01 de noviembre del 2003.- 
 
Vigencia y derogatoria del decreto. 
 
Es pertinente señalar ante esa Honorable corporación, que la Fuerza incorporó desde el 10 
de enero de 2001 mediante OAP 1241 de fecha 20 de enero de 2001 los primeros soldados 
profesionales y realizó el cambio de denominación de soldados voluntarios a soldados 
profesionales, mediante orden administrativa de personal No. 1175 de fecha 20 de octubre 
de 2003, cambiando de categoría de soldados voluntarios a la de soldados profesionales, 
es decir, en enero de 2001 se incorporó por primera vez en la categoría de soldados 
profesionales a un grupo de personas, en virtud de lo dispuesto en el Decreto 1793 de 2000; 
a su vez, al personal que tenía la categoría de soldado voluntario se le cambió su 
denominación a partir del primero (01) de noviembre de 2003, para dejar una única 
categoría de soldados e igualmente que quedaran todos amparados con los beneficios 
prestacionales establecidos en el Decreto 1794 de 2000. 
 
Se precisa entonces, que La Ley 131 de 1985 y su decreto reglamentario 370 de 1991, 
regulan el servicio militar voluntario, el cual a su vez es prestado por el personal que recibe 
la denominación de soldados voluntarios; y los Decretos 1793 y 1794 de 2000 regulan el 
régimen de carrera y estatuto, régimen salarial y prestacional para el personal de soldados 
profesionales de las fuerzas militares, entendido éste de aplicación tanto al personal que se 
incorpora como soldado profesional, como a los soldados voluntarios que entraron en la 
categoría de profesionales. 
 
Al no existir a la fecha soldados voluntarios la ley 131 de 1985 perdió aplicabilidad.- 
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Es pertinente señalar, que el Decreto 1793/00, por el cual se expide el régimen de carrera 
y estatuto de soldados profesionales de las Fuerzas Militare, establece en su artículo 4 los 
requisitos para incorporación señalando en su literal C. Que el interesado a ingresar a la 
fuerza como soldado profesional debe ser soltero, sin hijos y no tener unión marital de 
hechos. 
 
De igual manera el Decreto 1794 de 2000, por el cual se expide el régimen salarial y 
prestacional para el personal de soldados de las Fuerzas militares, señala en el artículo 11 
el derecho al subsidio familiar, que a la letra dice: “a partir de la vigencia del presente 
decreto, el soldado profesional de las fuerzas militares casado o con unión marital de hecho 
vigente, tendrá derecho al reconocimiento mensual de un subsidio familiar equivalente al 
cuatro por ciento (4%) de su salario básico mensual más la prima de antigüedad. 
 
A manera de información se indica que la Ley 131 de 1985 y su decreto reglamentario 370 
de 1991, regulan el servicio militar voluntario, el cual a su vez es prestado por el personal 
que recibe la denominación de soldados voluntarios; y los Decretos 1793 y 1794 de 2000 
regulan el régimen de carrera y estatuto, régimen salarial y prestacional para el personal de 
soldados profesionales de las fuerzas militares, entendido éste de aplicación tanto al 
personal que se incorpora como soldado profesional, como a los soldados voluntarios que 
entraron en la categoría de profesionales. 
 

PERSONERÍA 
 
Sírvase señora Juez respetuosamente, reconocerme personería en los términos del poder 
otorgado. 
 

SOLICITUD ESPECIAL 
 
Por lo anteriormente expuesto, respetuosamente solicito a la señora Juez, declarar 
probados los fundamentos jurídicos de la defensa, y como consecuencia de ello, negar las 
pretensiones de la demanda. 
 

COSTAS 
 

Se acoge lo prescrito en el artículo 188 del C.P.A.C.A, el Despacho se abstendrá de 
condenar en costas a las partes, en tanto no se ha comprobado un uso indebido o arbitrario 
de los instrumentos procesales por parte de estas3.  
 

ANEXOS 
 
- Poder con sus respetivos anexos para poder actuar 

 
NOTIFICACIONES 

 

En la Dirección de Defensa Jurídica del Ejército Nacional, ubicada en la Calle 44 B N° 57 - 
15, en la Ciudad de Bogotá D.C - Dirección de Defensa Jurídica del Ejército Nacional. 
 

                                                
3 Sentencia del 25 de mayo de 2006. Subsección B, Jesús María Lemus. Rad. 2001-04955-01(2427-2004) “(..) 
sólo cuando el Juez, después de valorar la conducta de las partes, compruebe que hubo uso abusivo de los 
medios procesales es del caso condenar en costas lo que, contario sensu, significa que si la conducta procesal 
fue correcta no es posible acceder a la condena en costas”  
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E-MAIL:  pmsu19@hotmail.com 
pedro.sanabria@ejercito.mil.co 

 
Celular:   3115256083 

 
De la señora Juez;  
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
PEDRO MAURICIO SANBRIA URIBE 
C. C. No. 4.267.112 de Susacón – Boyacá 
T. P. No. 208.252 del C. S. de la J. 
Abogado -  Ejército Nacional  
 

mailto:pmsu19@
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Bogotá D.C. 18 de Agosto de 2020 

 
Señora Juez 
LUZ MATILDE ADAIME CABRERA 
JUZGADO DIECISIETE  (17°) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ D.C – Sección Segunda 
E.    S.    D.  
 

Radicado No.:  11 001 33 35 017 2019 00 514 00 
Demandante:  JOSE RAUL SANCHEZ 

Demandado: LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 
NACIONAL 

Med. de Control:      NULIDAD Y RESTABLECIEMIENTO DEL DERECHO  
 

Ref. CONTESTACIÓN DE DEMANDA                                                    

_______________________________________________________________________ 
 
PEDRO MAURICIO SANABRIA URIBE, identificado con la cédula de ciudadanía No. 

4.267.112, abogado en ejercicio, portador de la T.P. No. 208.252 del C.S.J., en mi condición 
de apoderado de la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL, 

conforme a poder que allego a la presente con sus respectivos anexos; por medio del 
presente escrito y encontrándome dentro de los términos de Ley, me permito CONTESTAR 
LA DEMANDA dentro del proceso de la referencia, en los siguientes términos: 

 
JURISPRUDENCIALES 

 
SOBRE ESTE MISMO TEMA TENEMOS 3 FALLOS FAVORABLES  
JURISPRUDENCIALES EMANADO DEL RESPETADO TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
DE CUNDINAMARCA. 
 

FALLO FAVORABLE, DEL 30 DE MAYO DE 2012, MAGISTRADO PONENTE JOSÉ 
MARIA ARMENTA FUENTES, RADICADO No. 2010 – 00495 – 01,  DEMANDANTE, 
NÉSTOR SEGUNDO PICO BALDOVINO, TEMA REAJUSTE SALARIAL DEL 20%.- 
SUBSECCIÓN C. 

 
FALLO FAVORABLE, DEL 17 DE MAYO DE 2012, MAGISTRADO PONENTE AMPARO 
OVIEDO PINTO, RADICADO 2011 – 00152, ACTOR ALBEIRO PEREZ CASAÑAS, TEMA 
REAJUSTE SALARIAL DEL 20%, SUBSECCIÓN A.- 

  
FALLO FAVORABLE, DEL 17 DE MAYO DE 2012, MAGISTRADO PONENTE, DRA 
AMPARO OVIEDO PINTO, RADICADO 2011 – 00122, ACTOR ÉDINSON HERNÁNDEZ 
MONTENEGRO, TEMA REAJUSTE SALARIAL DEL 20%, SUBSECCIÓN A.- 
 
CABE SEÑALAR A SU SEÑORÍA QUE SE ENCUENTRAN A LA FECHA MÁS FALLOS 
FAVORABLES DENTRO DEL MISMO TEMA DE REAJUSTE SALARIAL DEL 20%. 

 
RESPECTO DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA: 

 

El aquí accionante pretende se le reconozca un reajuste salarial de un 20% a partir del 13 
de Octubre de 2006 fecha en la cual el demandante señor JOSE RAUL SANCHEZ ingresó 
como Soldado Profesional a la Entidad demandada. 
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De igual forma solicita se declare LA REVOCATORIA del acto administrativo FICTO O 
PRESUNTO que debió dar respuesta al derecho de petición de fecha 09 de Julio de 2018. 
 
Y finalmente solicita que a título de restablecimiento se ordene a la Entidad demandada 
NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL, reliquidar retroactivamente 
el salario básico que devenga el soldado profesional JOSE RAUL SANCHEZ, aumentando 
el mismo en un 20%. 
 
Sustenta sus pretensiones al manifestar que los Soldados Profesionales fueron 
desmejorados en sus haberes al  ser pasados de voluntarios a profesionales. 
 
EXCEPCIÓN CARENCIA DEL DERECHO DEL DEMANDANTE E INEXISTENCIA DE LA 

OBLIGACIÓN DELA DEMANDADA 

 
Las Fuerzas Militares, contaban con un grupo de SOLDADOS VOLUNTARIOS, a quienes 
les era aplicable la Ley 131 de 1985 y el Decreto 370 de 1991, éstos no tenían la calidad 
de empleados o servidores y en esa medida sólo recibían una suma mensual a título de 
BONIFICACIÓN, más nunca se les reconoció un salario y por ello no tenían derecho a 
Prestaciones Sociales. 
 
En efecto la ley 131 de 1985 establecía: 
 
ARTICULO 1º.- Sin perjuicio de las disposiciones vigentes que regulan el servicio militar 
obligatorio, el Gobierno podrá establecer el servicio militar voluntario dentro de los términos 
de esta Ley. 
 
ARTICULO 2º.- Podrán prestar el servicio militar voluntario quienes, habiendo prestado el 
servicio militar obligatorio, manifiesten ese deseo al respectivo Comandante de Fuerza y 
sean aceptados por él. 
Las autoridades militares podrán organizar otras modalidades de servicio militar voluntario, 
cuando las circunstancias lo, permitan. 
Parágrafo 1º.- El servicio militar voluntario, se prestará por un lapso no menor de doce (12) 
meses. 
Parágrafo 2º.- La Planta de Personal de soldados que preste el servicio militar voluntario 
será establecida por el Gobierno. 
 
ARTICULO 3º.- Las personas a que se refiere el artículo 2º de la presente Ley, quedarán 
sujetas, a partir de su vinculación como soldados voluntarios, al Código de Justicia Penal 
Militar, al Reglamento de Régimen Disciplinario, al Régimen Prestacional y a las normas 
relativas a la capacidad sicofísica, incapacidades, invalideces e indemnizaciones para los 
soldados de las Fuerzas Militares y los reglamentos especiales que se expidan para el 
desarrollo de esta Ley. 
 
ARTICULO 4º.- El que preste el servicio militar voluntario devengará una bonificación 
mensual equivalente al salario mínimo legal vigente, incrementada en un sesenta por 
ciento (60%) del mismo salario, el cual no podrá sobrepasar los haberes correspondientes 
a un Cabo Segundo, Marinero o Suboficial Técnico Cuarto. (subrayado fuera de texto) 
 
ARTICULO 5º.- El soldado voluntario que estuviere en servicio durante un año, tiene 
derecho a percibir una bonificación de navidad equivalente a la recibida en el mes de 
noviembre del respectivo año. 
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Parágrafo. Cuando el soldado voluntario no hubiere servido un año completo, tiene derecho 
al reconocimiento de la bonificación de navidad a razón de una doceava parte (1/12), por 
cada mes completo del servicio. 
 
ARTICULO 6º.- El soldado voluntario que sea dado de baja, tiene derecho a que el Tesoro 
Público le pague por una sola vez, una suma equivalente a un mes de bonificación por 
cada año de servicio prestado en dicha calidad y proporcionalmente por las fracciones de 
meses a que hubiere lugar. 
(…….) 

 
Más adelante, para el año 2000, pensando en la necesidad de la profesionalización de los 
soldados en las fuerzas militares, fue expedido el Decreto 1794 de 2000, por el cual se 
expide el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales de las 
Fuerzas Militares, que también dio la oportunidad a los soldados voluntarios, para que se 
cambiaran a este nuevo régimen. 
 
En razón a la expedición de ésta norma y por conocer las prerrogativas o garantías que ella 
les concedía, los soldados voluntarios, solicitaron a la Fuerza el cambio de categoría a 
SOLDADOS PROFESIONALES (lo cual se hizo a partir del primero de noviembre de 2003, 
quedando en consecuencia cobijados, ahora TODOS LOS SOLDADOS, por el Decreto aquí 
mencionados.   
 
Con lo anterior, queda claro entonces, que los soldados voluntarios (Ley 131/85), al cambiar 
de régimen ya no van a recibir UNA BONIFICACIÓN, sino UN SALARIO y el reconocimiento 
de prestaciones sociales, para lo cual resultaba preciso hacer la consecuente nivelación 
salarial con los soldados que desde un comienzo se habían incorporado como profesionales 
(D.1793/00), de tal suerte que el valor de diferencia entre el salario como soldado 
profesional y el de la bonificación de soldado voluntario, se convierte en algo así como una 
redistribución con la que se les garantiza ahora el pago de sus prestaciones sociales, pues 
si se entraba a reconocerles prestaciones sociales y si  se les dejaba el mismo valor de la 
Bonificación que recibían antes, entonces se rompería el principio de igualdad respecto de 
los soldados profesionales que existían y que se habían vinculado  con el D.1793/00. 
 
Como se observa y se probará, los soldados voluntarios al pasar a ser profesionales 
entraron a devengar UN SALARIO junto con todas las prestaciones sociales establecidas 
para los profesionales, sin que hubieren sido en ningún momento desmejorados. 
 
Por lo anterior se estructura la excepción de carencia de derecho de las pretensiones 
solicitadas por el demandante  e inexistencia de la obligación a cargo de la entidad 
demandada. 
 
EXCEPCIÓN DE INACTIVIDAD INJUSTIFICADA DEL INTERESADO – PRESCRIPCIÓN  

DE DERECHOS LABORALES 
 
El señor JOSE RAUL SANCHEZ, se incorporó como soldado profesional en el mes de 

Octubre de 2006. 
 
Durante los años 2003 fue que ocurrió el tránsito de soldado voluntario a profesional, fecha 
en la cual el demandante aún no hacía parte de la institución. 
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Por lo anterior consideramos que existe PRESCRIPCIÓN DE DERECHOS LABORALES, 
ya que desde el mismo momento en que empezó el señor JOSE RAUL SANCHEZ a ser 
soldado profesional se le ha cancelado de forma clara y contundente su salario. 
 
Como un modo de extinción de derechos particulares contempla el artículo 174 del Decreto 
1211 de 1990 la prescripción cuatrienal, es decir, que ellos prescriben en cuatro años 
contados desde la fecha en que se hicieron exigibles. Para que dicha figura opere, es 
indispensable que concurran todas las exigencias legales, entre ellas, que sea evidente la 
exigibilidad, frente a la cual se observe inactividad injustificada del interesado o titular del 
derecho, en lograr su cumplimiento. 
 
En efecto, para resolver el sub-júdice, necesario es acudir al término prescriptivo que se 
contempla en el artículo 174 del Decreto 1211 de 1990, norma que contempla la 
prescripción especial de las acreencias laborales de un sector específico de servidores 
públicos, como son las que perciban los miembros de la Fuerza Pública. Conforme a lo 
anterior, haciendo uso de la analogía es dable acudir a la regla prescriptiva que se 

contempla en el artículo 174 del Decreto 1211 de 1990, toda vez que la postura de la parte 
actora implicaría admitir que todos los derechos surgidos al amparo de la Ley 131 de 1985 
serían imprescriptibles, afirmación que no es de recibo dado que solamente los derechos 
laborales de tracto sucesivo de orden vitalicio, salvo excepciones legales, quedan 
amparados por esta prerrogativa. 
 
El artículo 174 del Decreto 1211 de 1990 establece: 
 
ARTÍCULO 174. PRESCRIPCIÓN. Los derechos consagrados en este Estatuto prescriben 
en cuatro (4) años, que se contarán desde la fecha en que se hicieron exigibles. El reclamo 
escrito recibido por autoridad competente sobre un derecho, interrumpe la prescripción, 
pero sólo por un lapso igual. El derecho al pago de los valores reconocidos prescribe en 
dos (2) años contados a partir de la ejecutoria del respectivo acto administrativo y pasarán 
a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares. 
 
Al respecto la Honorable Corte Suprema de Justicia ha señalado: (C.S.J. SALA LABORAL. 
Sentencia del 17 de marzo del 2009. expediente 34251) 
 
“Ahora bien, que ciertos estados o, en mejores términos, “situaciones jurídicas” como el 
estado civil de las personas, las derivadas de las relaciones de familia, en materia laboral, 
el status de pensionado, etc., sean imprescriptibles, no desconoce que los derechos 
crediticios surgidos de éstas o de cualquiera otra clase de obligación correlativa sí lo son. 
Al punto, importa recordar que las acciones surgidas de la relación de trabajo son de 
carácter personal, que entrañan créditos de carácter económico, como los salarios y 
prestaciones sociales, las cuales se pueden extinguir por no haber sido ejercidas por su 
titular en el tiempo que para el efecto concede la ley laboral. 
… 
Bajo ese marco, la variación de una posición jurisprudencial en torno de la institución 
jurídica de la prescripción frente a los componentes que constituyen la base salarial de una 
pensión, de manera alguna quebranta las normas denunciadas y menos los postulados que 
gobiernan el artículo 53 de la Constitución Política, máxime cuando el derecho al trabajo 
tiene una constante evolución que amerita una dinámica jurisprudencial encaminada al 
logro de la justicia en las relaciones que surgen entre empleadores y trabajadores, dentro 
de un espíritu de coordinación económica y equilibro social como bien lo señala el artículo 
1° del Código Sustantivo del Trabajo. 
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 (…) “Y ya en fecha más reciente, en la sentencia del 18 de febrero de 2004, radicación 
21.231, en un proceso en el que fungió como demandado el Banco de la República, en 
asunto similar al presente, asentó: 

 
“”si para el caso se estimaba tener derecho a que se incluyera como factor salarial para 
establecer el salario base para tasar la pensión de jubilación lo pagado al demandante por 
prima de vacaciones en el último año de servicios, la exigibilidad de esa obligación 
empezaba desde la fecha en que se reconoció y, por consiguiente, se cuantificó por la 
demandada la mesada pensional de éstos, y respecto a los aumentos anuales a partir de 
la fecha en que los preceptos que lo regulan lo ordenan. Esto porque en uno y otro caso, 
es a partir de esa data que el interesado tenía la posibilidad de acudir a la justicia para 
reclamar el reajuste pertinente ante el desconocimiento por parte del obligado al pago 
íntegro de la prestación. (subrayado fuera de texto) 
 

El Derecho a exigir el aumento del 20% solicitado en esta demanda se configuró desde el 
momento en que el actor fue reconocido como SOLDADO PROFESIONAL, es decir a partir 
del momento en que recibió por primera vez su salario y consideró que estaba siendo 
desmejorado. 
 
La H. Corte Constitucional en sentencia C- 072 de 1994 señaló: La prescripción extintiva es 
un medio de extinguir la acción referente a una pretensión concreta, pero no el derecho 
sustancial fundamental protegido por el artículo 25 de la C.P., porque el derecho al trabajo 
es en sí imprescriptible. 

 
No se lesiona al trabajador por el hecho de que la ley fije términos para el ejercicio de la 
acción laboral. El derecho de los trabajadores se respeta, simplemente se limita el ejercicio 
de la acción, y se le da un término razonable para ello. El núcleo esencial del derecho al 
trabajo no sólo está incólume, sino protegido, ya que la prescripción de corto plazo, en estos 
eventos, busca mayor prontitud en el ejercicio de la acción, dada la supremacía del derecho 
fundamental, el cual comporta la exigencia de acción y protección oportunas. Así, pues, el 
legislador no hizo cosa distinta a hacer oportuna la acción; de ahí que lo que, en estricto 
sentido, prescribe es la viabilidad de una acción concreta derivada de la relación laboral, 
pero nunca el derecho-deber del trabajo. 
 
La prescripción trienal acusada, no contradice los principios mínimos fundamentales 
establecidos por el Estatuto Superior, porque la finalidad que persigue es adecuar a la 
realidad el sentido mismo de la oportunidad, con lo cual logra que no se desvanezca el 
principio de la inmediatez, que, obviamente, favorece al trabajador, por ser la parte más 
necesitada en la relación laboral. El derecho de los trabajadores no puede menoscabarse 
(art. 53 C.P.), y es en virtud de ello que la prescripción de corto plazo garantiza la 
oportunidad a que tienen derecho los que viven de su trabajo.". 
 
De esta forma se tiene que, el fundamento que sustenta el señalamiento de una 
prescripción de corto plazo para las acciones laborales, radica en la efectividad del principio 
de la seguridad jurídica, que evita la configuración de controversias laborales indefinidas, a 
través de mecanismos que faciliten el tránsito por las vías legales y del entendimiento 
racional su correspondiente resolución.  
 
Ya en lo atinente al tiempo para presentar el reclamo de prestaciones, cabe observar que, 
con anterioridad a la vigencia del artículo 151 del Código Procesal del Trabajo, que 
consagra la prescripción en tres años de las acciones que emanen de las leyes sociales, 
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se dio aplicación a lo dispuesto en el Código Civil (art. 2.536) en cuanto a la prescripción 
de las acciones ordinarias y ejecutivas; las primeras, por un término de veinte años y las 
segundas, de diez; de manera que, compartiendo los criterios esbozados por la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, la expedición de 
dicha norma procesal laboral unificó en forma integral el régimen de prescripción de los 
derechos laborales mediante la llamada prescripción trienal, una vez la obligación se haga 
exigible, es decir a través de una prescripción de corto tiempo, salvo en los casos de 
excepción legal expresa. 
 

A LOS HECHOS DE LA DEMANDA. 
 

HECHOS 1: Es cierto, de conformidad a las pruebas obrantes en la demanda y documentos 
que reposan en el expediente militar del demandante en la Entidad. 
 
LOS DEMÁS HECHOS: No SON HECHOS, es una transcripción de Normas Jurídicas, que 
nada tienen que ver con hechos relevantes del proceso y menos que se ajusten con las 
pretensiones de la demanda. 
 

DEL CASO CONCRETO. 
 

El Estado Colombiano cuenta con diferentes regímenes especiales entre ellos los de la 
Fuerza Pública; nuestra Constitución Política en su artículo 217 indica que “La Nación 
tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes constituidas por el Ejército, la 
Armada y la Fuerza Aérea. Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la 
defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden 
constitucional.” De igual manera en su inciso segundo señala que  “la Ley determinará el 
sistema de reemplazos en las Fuerzas Militares, así como los ascensos, derechos y 
obligaciones de sus miembros y el régimen especial de carrera, prestacional y disciplinario, 
que les es propio.”  
 
En este marco Constitucional, Colombia ha creado normas, sean leyes o decretos para 
establecer el régimen de carrera de la Fuerza Pública para los miembros activos y el 
régimen prestacional para los retirados o pensionados, tanto del personal uniformado, 
Oficiales, Suboficiales, Soldados Profesionales e Infantes de Marina; y el personal no 
uniformado, que son los Civiles vinculados a las Fuerzas Militares o la Policía Nacional. 
 
Las Normas creadas en Colombia en materia de regímenes prestacionales, salariales o 
seguridad social para las Fuerzas Militares podemos clasificarlas en  tres grupos; el primero, 
la normatividad dirigida a los Oficiales y Suboficiales; el segundo grupo, que es la 
normatividad  dirigida a los Civiles que laboran en el Ministerio de Defensa, Fuerzas 
Militares o Policía Nacional; y tercero, la normatividad aplicada a los Soldados Profesionales 
(antes del año 2000 denominados Soldados Voluntarios) y los Infantes de Marina. Lo 
anterior significa que las normas que se han preceptuado para los miembros uniformados 
de las Fuerzas Militares en materia salarial tiene dos divisiones en relación con el sujeto de 
aplicación, es decir, una normatividad que se aplica a los Oficiales y Suboficiales, y otra que 
se aplica a los Soldados Profesionales e infantes de Marina. 
 
Finalidad principal de actuar en las unidades de combate y apoyo de combate de las 
Fuerzas Militares, en la ejecución de operaciones militares, para la conservación, 
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restablecimiento del orden público y demás misiones que le sean asignadas.1 Los Soldados 
Profesionales son los que más han muerto en los últimos 20 años por cuenta de la violencia, 
son las victimas número uno por las minas anti persona, también son los militares que más 
tiempo se encuentran en actividad, en las áreas de operación, de combate o de riesgo. 
 
El Soldado Profesional en principio se denominó “Soldado Voluntario”; fue creado por la Ley 
131 de 1985, como respuesta a la necesidad  de formar Soldados que ingresaran de manera 
voluntaria a las Fuerza Militares, para que contrarrestaran la acción de los grupos armados 
ilegales y cooperaran en la preservación de la seguridad y la defensa nacional. A través del 
Decreto 1793 del 14 de Septiembre de 2000 se estableció el “Régimen de Carrera y Estatuto 
del Personal de Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares”, y en el Capítulo 3 se 
regula lo relacionado con los salarios, las prestaciones, parte de dichas disposiciones fueron 
derogadas por el artículo 45 del Decreto 4433 de 2004. 
 
La Ley 131 de 1985 creó los Soldados Voluntarios, y preceptuó en su artículo 4°: “El que 
preste el servicio militar voluntario devengará una bonificación mensual equivalente al 
salario mínimo legal vigente, incrementada en un sesenta por ciento (60%) del mismo 
salario” 
 
A través de la Ley  578 de 2000 se le otorgó facultades extraordinarias al Presidente para 
modificar el régimen de los Soldados Voluntarios; razón por la cual el Gobierno Nacional 
expidió los Decretos 1793 “Por el cual se expide el Régimen de Carrera y Estatuto del 
Personal de los Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares.” y el Decreto 1794 de 
2000 “por el cual se establece el régimen salarial y prestacional para el personal de 
soldados profesionales de las Fuerzas Militares.”  Estableciendo en  el artículo  1 de este 
último que “los soldados profesionales que se vinculen a las Fuerzas Militares devengarán 
un (1) salario mensual equivalente al salario mínimo legal vigente, incrementado en un 
cuarenta por ciento (40%) del mismo salario. Sin perjuicio de lo dispuesto en el parágrafo 
del artículo siguiente, quienes al 31 de diciembre del año 2000 se encontraban como 
soldados de acuerdo con la Ley 131 de 1985, devengarán un salario mínimo legal vigente 
incrementado en un sesenta por ciento. 

 
DE LAS VIOLACIONES ALEGADAS POR EL DEMANDANTE. 

 
El aquí accionante considera que por parte del Ministerio de Defensa Nacional se ESTAN 
INCUMPLIENDO  las disposiciones establecidas en el Decreto 1794 del 2000 con el 
consiguiente desmejoramiento para los soldados voluntarios que se acogieron a la 
modalidad de profesionales,  lo cual NO ES CIERTO, como se procederá a demostrar: 
 
En primer lugar se presenta un comparativo de las asignaciones laborales que devengaban 
los soldados voluntarios con la Ley 131 de 1985 y la actual asignación que tienen los 
soldados profesionales así: 
 

TIPO DE PRESTACIÓN SOLDADOS 
PROFESIONALES 
D.1793/00 y D.1794/00 

SOLDADOS 
VOLUNTARIOS 
Ley 131/85 y 
reglamentario 

SALARIO 1.4 SMLMV NO 

BONIFICACIÓN NO 1.6 SMLMV 

                                                
1 Decreto 1793 de 2000. Art. 1 
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CESANTIAS SI (salario + P. antigüedad) No (solo una bonificación + 
c/año) 

PRIMA DE ANTIGUEDAD SI (Hasta 58.5 sobre salario 
max) 

SI (Hasta 58.5% max, sobre 
bonificación) 

PRIMA DE SERVICIOS SI (50% salario + Prima 
Antig) 

No 

PRIMA DE VACACIONES SI (50% sobre salario) NO 

PRIMA DE NAVIDAD SI (50% salario + Prima Ant No. Recibían una suma de 
dinero en el mes de 
diciembre, equivalente a la 
bonificación mensual.  

VACACIONES SI, 30 días NO 

VIVIENDA MILITAR SI (D.2192/04) NO 

SUBSIDIO FAMILIAR SI (4% Sobre salario + 
Prima de Antigüedad) 

NO 

03 MESES DE ALTA SI NO 

 
A simple vista se puede apreciar que los soldados voluntarios fueron mejorados con el 
cambio de modalidad, así: 
 
 Asignación salarial mensual: 
 
Como se observa los soldados voluntarios no devengaban asignación salarial, sino 
devengaban BONIFICACIÓN. Esta modalidad conllevaba a que al no devengar salario no 
tuviesen prestaciones sociales. 
 
Al haber aceptado el cambio de modalidad empezaron a devengar un salario y por 
consiguiente obtuvieron el derecho a percibir prestaciones.-  
 
Resulta oportuno aclarar que cuando el accionante refiere que a los soldados voluntarios, 
se les desmejoró su salario, incurre en un equívoco, al olvidar que lo que se hizo fue una 
“redistribución de los ingresos” de tal suerte que los derechos prestacionales que ahora se 
les están reconociendo, en virtud de la nueva categoría de soldados profesionales, 
quedarán garantizados. (Ver cuadro comparativo  anexo) 
 
Pero para una mayor claridad, me permito hacer el siguiente recuento, de la evolución del 
proceso de incorporación de soldados en las Fuerzas Militares, así: 
 
Las Fuerzas Militares, contaban con un grupo de SOLDADOS VOLUNTARIOS, a quienes 
les era aplicable la Ley 131 de 1985 y el Decreto 370 de 1991, éstos no tenían la calidad 
de empleados o servidores y en esa medida sólo recibían una suma mensual a título de 
BONIFICACIÓN, más nunca se les reconoció un salario y por ello no tenían derecho 
Prestaciones Sociales. 
 
Más adelante, para el año 2000, pensando en la necesidad de la profesionalización de los 
soldados en las fuerzas militares, fue expedido el Decreto 1794 de 2000, por el cual se 
expide el Régimen de Carrera y Estatuto del Personal de Soldados Profesionales de las 
Fuerzas Militares, que también dio la oportunidad a los soldados voluntarios, para que se 
cambiaran a este nuevo régimen. 
 
En el mismo año, continuando con este pensamiento y buscando dar cobertura a todo el 
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personal de soldados de las Fuerzas Militares, para garantizarles el reconocimiento de 
prestaciones sociales, se expidió el Decreto 1794 de 2000, por el cual se establece el 
régimen salarial y prestacional para el personal de soldados profesionales de las Fuerzas 
Militares. 
 
En razón a la expedición de éstas normas y por conocer las prerrogativas o garantías que 
ellas les concedían los soldados voluntarios, solicitaron a la Fuerza, el cambio de categoría 
a SOLDADOS PROFESIONALES (lo cual se hizo a partir del primero de noviembre de 
2003, quedando en consecuencia cobijados, ahora TODOS LOS SOLDADOS, por los 
Decretos aquí mencionados.   
 
Con lo anterior, queda claro entonces, que los soldados voluntarios (Ley 131/85), al cambiar 
de régimen ya no van a recibir UNA BONIFICACIÓN, sino UN SALARIO y el reconocimiento 
de prestaciones sociales, para lo cual resultaba preciso hacer la consecuente nivelación 
salarial con los soldados que desde un comienzo se habían incorporado como profesionales 
(D.1793/00), de tal suerte que el valor de diferencia entre el salario como soldado 
profesional y el de la bonificación de soldado voluntario, se convierte en algo así como una 
redistribución con la que se les garantiza ahora el pago de sus prestaciones sociales, pues 
si se entraba a reconocerles prestaciones sociales y se les dejaba el mismos valor de la 
Bonificación que recibían antes, entonces se rompería el principio de igualdad respecto de 
los soldados profesionales que existían y que se habían vinculado  con el D.1793/00. 
 
Derecho al Subsidio Familiar. 
 
Hasta el año 2000 los Soldados Profesionales no tenían un subsidio familiar; pero a través 
del Decreto 1794 de septiembre 14 de 2000 se estableció que “El Soldado Profesional de 
las Fuerzas Militares casado o con unión marital de hecho vigente, tiene derecho al 
reconocimiento mensual de un subsidio familiar equivalente al cuatro por ciento (4%) de su 
salario básico mensual más la prima de antigüedad.” Esto ha contribuido a que los Soldados 
puedan mejorar sus ingresos con el fin de satisfacer las necesidades básicas que demanda 
el sostenimiento de un hogar. 
 
Acceso a los Subsidios de Vivienda. 
 

En el principio los Soldados Voluntarios no tenían la posibilidad de beneficiarse de algún 
subsidio para solucionar sus necesidades de vivienda, a pesar que los demás miembros 
uniformados y no uniformados del sector defensa si estaban facultados por ley para recibir 
los beneficios que otorga la Caja de Vivienda Militar. 
 
Gracias al artículo 14 La ley 973 del año 2005 los Soldados pueden acceder después de 
prestar 15 años de Servicio a un subsidio de vivienda otorgado por la Caja de Vivienda 
Militar, consistente en un apoyo para la adquisición vivienda por 23 SMMLV2. 
Adicionalmente fue aprobado por el Congreso de la República el proyecto de ley 295/2008 
Senado -182/2008  Cámara, a través del cual se disminuye el tiempo de servicio para poder 
obtener el subsidio, y se establece que los Soldados pensionados pueden re-afiliarse de la 
Caja Promotora para lograr soluciones de vivienda. 
 
Acceso parcial a los Beneficios de las Cajas de Compensación Familiar. 
 

                                                
2Decreto 3830 de 2006 – Reglamentación de la ley 973 de 2005. 
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En materia de beneficios en recreación, el Ministerio de Defensa Nacional realizo unos 
convenios para que las Cajas de Compensación Familiar permitan el acceso de los 
Soldados Profesionales y los Infantes de Marina a los clubes. 
 
Prima de antigüedad 
 
En cuanto a la prima de antigüedad, ésta se está cancelando a todo el personal, 
reconociendo, por supuesto, el tiempo de vinculación que traían acumulado desde su 
ingreso a la Fuerza, calculada, sobre la base del SUELDO BASICO, es decir, el nuevo valor 
que reciben mensualmente cono salario, así se probará con los registros de nómina del 
personal de soldados profesionales. 
 
Prima de navidad: 
 
El concepto de prima de navidad sólo se aplica de conformidad con las normas laborales a 
aquellos funcionarios que reciben salario, los soldados voluntarios recibían una especie de 
incentivo en el mes de diciembre equivalente a una bonificación mensual.- 
 
La prima de navidad se reconoce en los términos señalados por el D.1794/00, pero 
lógicamente, una vez se causen. Por lo tanto si un soldado adquirió la categoría de 
profesional en noviembre de 2003, no podía reconocérsele prima de navidad, porque no 
reunía el requisito que la Ley exige para ello, siendo entonces procedente este pago sólo 
una vez causado, de tal suerte que ya para diciembre de 2004  ha de reconocerse. 
 
Es de acotar que según la certificación del subdirector de personal los soldados voluntarios 
se acogieron a la modalidad de profesionales a partir del 01 de noviembre del 2003.- 
 
Vigencia y derogatoria del decreto. 
 
Es pertinente señalar ante esa Honorable corporación, que la Fuerza incorporó desde el 10 
de enero de 2001 mediante OAP 1241 de fecha 20 de enero de 2001 los primeros soldados 
profesionales y realizó el cambio de denominación de soldados voluntarios a soldados 
profesionales, mediante orden administrativa de personal No. 1175 de fecha 20 de octubre 
de 2003, cambiando de categoría de soldados voluntarios a la de soldados profesionales, 
es decir, en enero de 2001 se incorporó por primera vez en la categoría de soldados 
profesionales a un grupo de personas, en virtud de lo dispuesto en el Decreto 1793 de 2000; 
a su vez, al personal que tenía la categoría de soldado voluntario se le cambió su 
denominación a partir del primero (01) de noviembre de 2003, para dejar una única 
categoría de soldados e igualmente que quedaran todos amparados con los beneficios 
prestacionales establecidos en el Decreto 1794 de 2000. 
 
Se precisa entonces, que La Ley 131 de 1985 y su decreto reglamentario 370 de 1991, 
regulan el servicio militar voluntario, el cual a su vez es prestado por el personal que recibe 
la denominación de soldados voluntarios; y los Decretos 1793 y 1794 de 2000 regulan el 
régimen de carrera y estatuto, régimen salarial y prestacional para el personal de soldados 
profesionales de las fuerzas militares, entendido éste de aplicación tanto al personal que se 
incorpora como soldado profesional, como a los soldados voluntarios que entraron en la 
categoría de profesionales. 
 
Al no existir a la fecha soldados voluntarios la ley 131 de 1985 perdió aplicabilidad.- 
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Es pertinente señalar, que el Decreto 1793/00, por el cual se expide el régimen de carrera 
y estatuto de soldados profesionales de las Fuerzas Militare, establece en su artículo 4 los 
requisitos para incorporación señalando en su literal C. Que el interesado a ingresar a la 
fuerza como soldado profesional debe ser soltero, sin hijos y no tener unión marital de 
hechos. 
 
De igual manera el Decreto 1794 de 2000, por el cual se expide el régimen salarial y 
prestacional para el personal de soldados de las Fuerzas militares, señala en el artículo 11 
el derecho al subsidio familiar, que a la letra dice: “a partir de la vigencia del presente 
decreto, el soldado profesional de las fuerzas militares casado o con unión marital de hecho 
vigente, tendrá derecho al reconocimiento mensual de un subsidio familiar equivalente al 
cuatro por ciento (4%) de su salario básico mensual más la prima de antigüedad. 
 
A manera de información se indica que la Ley 131 de 1985 y su decreto reglamentario 370 
de 1991, regulan el servicio militar voluntario, el cual a su vez es prestado por el personal 
que recibe la denominación de soldados voluntarios; y los Decretos 1793 y 1794 de 2000 
regulan el régimen de carrera y estatuto, régimen salarial y prestacional para el personal de 
soldados profesionales de las fuerzas militares, entendido éste de aplicación tanto al 
personal que se incorpora como soldado profesional, como a los soldados voluntarios que 
entraron en la categoría de profesionales. 
 

PERSONERÍA 
 
Sírvase señora Juez respetuosamente, reconocerme personería en los términos del poder 
otorgado. 
 

SOLICITUD ESPECIAL 
 
Por lo anteriormente expuesto, respetuosamente solicito a la señora Juez, declarar 
probados los fundamentos jurídicos de la defensa, y como consecuencia de ello, negar las 
pretensiones de la demanda. 
 

COSTAS 
 

Se acoge lo prescrito en el artículo 188 del C.P.A.C.A, el Despacho se abstendrá de 
condenar en costas a las partes, en tanto no se ha comprobado un uso indebido o arbitrario 
de los instrumentos procesales por parte de estas3.  
 

ANEXOS 
 
- Poder con sus respetivos anexos para poder actuar 

 
NOTIFICACIONES 

 

En la Dirección de Defensa Jurídica del Ejército Nacional, ubicada en la Calle 44 B N° 57 - 
15, en la Ciudad de Bogotá D.C - Dirección de Defensa Jurídica del Ejército Nacional. 
 

                                                
3 Sentencia del 25 de mayo de 2006. Subsección B, Jesús María Lemus. Rad. 2001-04955-01(2427-2004) “(..) 
sólo cuando el Juez, después de valorar la conducta de las partes, compruebe que hubo uso abusivo de los 
medios procesales es del caso condenar en costas lo que, contario sensu, significa que si la conducta procesal 
fue correcta no es posible acceder a la condena en costas”  
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E-MAIL:  pmsu19@hotmail.com 
pedro.sanabria@ejercito.mil.co 

 
Celular:   3115256083 

 
De la señora Juez;  
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
PEDRO MAURICIO SANBRIA URIBE 
C. C. No. 4.267.112 de Susacón – Boyacá 
T. P. No. 208.252 del C. S. de la J. 
Abogado -  Ejército Nacional  
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Bogotá D.C. 

 

 

Señor 

JUEZ DIECISIETE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

Carrera 57 No. 43-91  

E.                 S.                   D. 

 

 

              Radicado: 11001333501720200004800 
Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Demandante: SONIA ESMERALDA CHAVEZ PULIDO 

Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO 

NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

              ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA  

 

DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ identificada con cédula de ciudadanía número 53.152803 
de Bogotá y portadora de la Tarjeta Profesional 192124 del Consejo Superior de la Judicatura, 
actuando en nombre y representación de la NACION- MINISTERIO DE EDUCACION, FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO-, conforme al poder de sustitución 
conferido por el Dr. LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS LUIS actuando en ejercicio de la delegación 
efectuada por el Dr. GUSTAVO FIERRO MAYA, jefe de la oficina asesora jurídica y delegado por la 
Ministra de Educación para la función de otorgar poderes en representación de la misma, a través de 
la escritura pública No. 522 del 28 de marzo de 2019, estando dentro de los términos establecidos 
en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, me permito 
presentar CONTESTACION DE DEMANDA, los cuales expongo de la siguiente manera: 
 
 

A LOS HECHOS 

 

A continuación, se dará respuesta a cada uno de los hechos relatados por la parte actora dentro de 

la demanda, en los términos siguientes:  

PRIMERO: ES CIERTO. De conformidad con la documental aportada con la demanda. 



 
 

 
                                                      

  

SEGUNDO: ES CIERTO. De conformidad con la documental aportada con la demanda. 

TERCERO: ES CIERTO. Los descuentos realizados a salud correspondientes a la docente MYRIAM 

FABIOLA ARCOS DORADO, se han realizado de conformidad con la ley. 

CUARTO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva que deberá probarse. 

QUINTO: NO ES CIERTO. Los descuentos realizados a salud correspondientes a la docente, se han 

realizado de conformidad con la ley. 

SEXTO: ES CIERTO. De conformidad con la documental aportada con la demanda. 

SEPTIMO: NO ES UN HECHO. Es una apreciación subjetiva que deberá probarse. 

 

A LAS PRETENSIONES. 

 

Me opongo a la totalidad de las pretensiones incoadas en el petitum demandatorio, habida 
consideración que, a la demandante no le asiste el derecho que reclama, teniendo en cuenta lo 
dispuesto por la Ley 812 de 2003, la cual dio un amplio alcance al régimen de cotización en salud 
previsto en la Ley 100 de 1993 a los docentes afiliados al FOMAG, lo que conllevo a que a los mismos 
se les aumentara el monto de cotización al sistema de salud respecto de su mesada pensional, pues 
de un descuento del 5% previamente señalado en la Ley 91 de 1989 se pasaría a reducir un 12% 
previsto por el artículo 204 de la Ley 100 de 1993 y que dicha disposición no implica que este 
descuento no pueda efectuarse a las mesadas adicionales que estos devenguen, por el contrario la 
Ley 91 de 1989 (normatividad que se encuentra vigente y por ello debe aplicarse) en su artículo 8° 
faculta al FOMAG para dicho trámite, por lo que tampoco le asiste derecho a la docente demandante 
a este derecho.  

 

 FUNDAMENTO DE DEFENSA. 

 

Como fundamento de esta defensa se tiene el siguiente recuento normativo y jurisprudencial que 
se pasa a exponer:  
 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
La Ley 91 de 1989 en su artículo tercero creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, que señala: 
 
 



 
 

 
                                                      

  

Artículo 3º.- Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como una 
cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin 
personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 
economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, el 
Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente contrato de fiducia mercantil, que 
contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley y 
fijará la Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, 
la cual será una suma fija, o variable determinada con base en los costos administrativos 
que se generen. La celebración del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación 
Nacional.  

 

Es importante, precisar que el correspondiente contrato de Fiducia Mercantil fue suscrito por el 
Gobierno Nacional junto con la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., la cual actúa como vocera y 
administradora de los recursos del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
o fidecomiso. 
 

DE LOS DESCUENTOS POR CONCEPTO DE SALUD EN LAS MESADAS ADICIONALES 

DE JUNIO Y DICIEMBRE EN LA PENSIÓN DE JUBILACIÓN DE LOS AFILIADOS AL 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

 

Sea lo primero señalar que, la ley 91 de 1989, por la cual se crea el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio estableció que, la gestión y pago de las pensiones, 

así como el procedimiento y prestación del servicio médico de salud de todos los 

docentes, estaría a cargo del precitado fondo, veamos:  

“Artículo 8. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, estará constituido 
por los siguientes recursos:  

 

1. El 5% del sueldo básico mensual del personal afiliado al Fondo.  

2. Las cuotas personales de inscripción equivalentes a una tercera parte del primer 
sueldo mensual devengado, y una tercera parte de sus posteriores aumentos.  

3. El aporte de la Nación equivalente al 8% mensual liquidado sobre los factores 
salariales que forman parte del rubro de pago por servicios personales de los docentes.  

4. El aporte de la Nación equivalente a una doceava anual, liquidada sobre los factores 
salariales que forman parte del rubro de servicios personales de los docentes. 

 5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo, incluidas las mesadas 
adicionales, como aporte de los pensionados.  
6. El 5 por mil, de que hablan las Leyes 4a. de 1966 y 33 de 1985, a cargo de los docentes, 
de toda nómina que les pague la Nación por servicios personales.  

7. El porcentaje del IVA que las entidades territoriales destinen para el pago de las 
prestaciones del Magisterio.  

8. Las sumas que debe recibir de la Nación y de las entidades territoriales por concepto 
de las prestaciones sociales adeudadas, así como los dineros que por el mismo concepto 
resulten adeudar la Caja Nacional de Previsión Social y el Fondo Nacional de Ahorro, las 
cuales se destinarán a constituir las reservas para el pago de las prestaciones 
económicas. Para este último efecto, el Fondo realizará un corte de cuentas con las 



 
 

 
                                                      

  

mencionadas entidades con el fin de determinar las sumas que éstas adeudan al 
momento de su iniciación. Dicho corte de cuentas deberá estar perfeccionado a más 
tardar en un año. 

 9. Las utilidades provenientes de las inversiones que haga el Fondo con fines de 
rentabilidad y los intereses recibidos por concepto de los préstamos que conceda.  

10. Los recursos que reciba por cualquier otro concepto.” (Subraya y negrilla fuera del 
texto) 

 

Entonces es claro que, por autoridad de la citada Ley es el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio la Entidad encargada de descontar el 5% de cada 

mesada pensional cancelada a un docente, inclusive las mesadas adicionales cualquiera 

que sea su naturaleza. 

Posteriormente, la Ley 812 de 2003 en su artículo 81 previo que, el régimen de cotización 

de los docentes que se encontraran afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, sería el contenido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003: 

“Artículo 81. Régimen prestacional de los docentes oficiales. El régimen 

prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se 

encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para 
el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en 

vigencia de la presente ley. 

 Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente 
ley, serán afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y 

tendrán los derechos pensionales del régimen pensional de prima media 

establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos 93 

previstos en él, con excepción de la edad de pensión de vejez que será de 57 años 
para hombres y mujeres.  

Los servicios de salud para los docentes afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, serán prestados de conformidad con la Ley 
91 de 1989, las prestaciones correspondientes a riesgos profesionales serán las 

que hoy tiene establecido el Fondo para tales efectos. 

 

 El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma 

de aportes que para salud y pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 
y 797 de 2003, manteniendo la misma distribución que exista para 

empleadores y trabajadores. La distribución del monto de estos recursos la 

hará el Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, en lo correspondiente a las cuentas de salud y pensiones.  
 
El régimen salarial de los docentes que se vinculen a partir de la vigencia de la 

presente ley, será decretado por el Gobierno Nacional, garantizando la 

equivalencia entre el Estatuto de Profesionalización Docente establecido en el 
Decreto 1278 de 2002, los beneficios prestacionales vigentes a la expedición de 

la presente ley y la remuneración de los docentes actuales frente de lo que se 

desprende de lo ordenado en el presente artículo.  

El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar los 

recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para lo cual 

contratará estos servicios con aplicación de los principios de celeridad, 

transparencia, economía e igualdad, que permita seleccionar la entidad fiduciaria 
que ofrezca y pacte las mejores condiciones de servicio, mercado, solidez y 

seguridad financiera de conformidad con lo establecido en el artículo 3 de la Ley 



 
 

 
                                                      

  

91 de 1989. En todo caso el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio se administrará en subcuentas independientes, correspondiente a los 

recursos de pensiones, cesantías y salud.  

 

(…)” (Negrilla y subraya fuera del texto) 

Para mayor claridad, es preciso indicar lo dispuesto por el artículo el artículo 204 

de la Ley 100 de 1993 el cual señala lo siguiente:  

“ARTÍCULO  204. Monto y distribución de las Cotizaciones. La cotización 

obligatoria que se aplica a los afiliados al Sistema General de Seguridad 

Social en Salud según las normas del presente régimen, será máximo del 
12% del salario base de cotización el cual no podrá ser inferior al salario 

mínimo. Dos terceras partes de la cotización estarán a cargo del empleador y una 

tercera parte a cargo del trabajador. Un punto de la cotización será trasladado al 
Fondo de Solidaridad y Garantía para contribuir a la financiación de los 

beneficiarios del régimen subsidiado. 
 

El Gobierno Nacional, previa aprobación del Consejo Nacional de Seguridad Social 

en Salud, definirá el monto de la cotización dentro del límite establecido en el 

inciso anterior y su distribución entre el Plan de Salud Obligatorio y el cubrimiento 
de las incapacidades y licencias de maternidad de que tratan los artículos 206 y 

207 y la subcuenta de las actividades de Promoción de Salud e investigación de 

que habla el artículo 222. 

 

PARÁGRAFO  1º. La base de cotización de las personas vinculadas mediante 

contrato de trabajo o como servidores públicos, afiliados obligatorios al Sistema 

General de Seguridad Social en Salud, será la misma contemplada en el Sistema 
General de Pensiones de esta Ley.” 

Posteriormente, el parágrafo primero transitorio del Acto Legislativo 01 de 2005 dispuso 
que, el régimen pensional de todos los docentes vinculados al servicio público educativo 

oficial, seria el establecido con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 812 de 2003, 

por lo que es claro establecer que la precitada ley únicamente altero respecto del 

personal docente, lo correspondiente al porcentaje destinado a aportes de salud, mas 
no modifico su régimen pensional.  

Al respecto el Tribunal de cierre de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, 
resolviendo una acción de tutela negó el reintegro del monto descontado de las mesadas 

adicionales de junio y diciembre de la pensión de jubilación de un docente afiliado al 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, argumentando lo siguiente:  

"Observa la Sala que, el tribunal accionado realizó un estudio juicioso de la normativa 

aplicable al caso concreto que le permitió establecer que, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 279 de la ley 100 de 1993, las personas que se encuentren 

afiliadas al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio están excluidas de la 

aplicación del régimen general de seguridad social integral establecido en dicha Ley, razón 

por la que se creó un régimen especial, cuyas disposiciones se encuentran ratificadas por 

el inciso primero del artículo 81 de la Ley 812 de 2003 y por el parágrafo transitorio 1° del 

acto legislativo 001 de 2005. 



 
 

 
                                                      

  

En lo relacionado con los descuentos efectuados sobre las mesadas adicionales de junio y 

diciembre, se tiene que, en principio, estos fueron prohibidos por el artículo 1° del Decreto 

1073 del 24 de mayo de 2002, por el  cual se reglamentan los descuentos permitidos a 

las mesadas pensionales en el régimen de prima media establecido en la Ley 100 de 1993. 

No obstante lo anterior, dichas normas no le son aplicables a los docentes, dado que estos 

pertenecen a un régimen especial exceptuado de la aplicación de la Ley 100, tal y como 

se dispone en el artículo 279 de esa norma en los siguientes términos: 

 

"ARTICULO. 279.-Excepciones. El sistema integral de seguridad social contenido 

en la presente ley no se aplica a los miembros de las fuerzas militares y de la 

Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto Ley 1214 de 1990, con 

excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a 

los miembros no remunerados de las corporaciones públicas. 

 

Así mismo, se exceptúa a los afiliados al fondo nacional de prestaciones sociales 

del magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán 

compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración. Este fondo será 

responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en favor de educadores 

que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el 

efecto se expida.  

(…) 

 

Aunado a lo anterior se tiene que el parágrafo transitorio 1° del Acto Legislativo 001 de 

2005, dispuso lo siguiente:  

 

“Parágrafo transitorio lo. El régimen pensional de los docentes nacionales, 

nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el 

establecido para el Magisterio en las disposiciones legales vigentes con 

anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en 

el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir 

de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos 

en las leyes del Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de 

la Ley 812 de 2003." 

 

Así las cosas, se tiene que la norma que se encontraba vigente antes de la Ley 812 de 

2003, es la Ley 91 de 1989, la que, en el numeral 5° del artículo 8, prescribió que:  

 

“Artículo 8. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, estará 

constituido por los siguientes recursos: 

 (…)  

5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo, incluidas las mesadas 

adicionales, como aporte de los pensionados.  

(...)”  



 
 

 
                                                      

  

De la normativa trascrita se tiene que la autoridad judicial demandada no incurrió en el 

defecto sustantivo alegado por la parte demandante, toda vez que la decisión cuestionada 

se encuentra debidamente sustentada y ajustada a derecho y en ella se utilizaron criterios 

de interpretación expuestos de manera razonada, que no implican desbordamiento del 

orden jurídico, otra cosa es que la actora discrepe de la interpretación normativa efectuada 

por el Tribunal Administrativo de .Cundinamarca en el caso sometido a su consideración”1 
 

En este sentido y con fundamento en la Jurisprudencia antes transcrita, se tiene que lo 

dispuesto por la Ley 812 de 2003, la cual dio un amplio alcance al régimen de cotización 
en salud previsto en la Ley 100 de 1993 a los docentes afiliados al FOMAG, conllevo que 

a los mismos se les aumentara el monto de cotización al sistema de salud respecto de 

su mesada pensional, pues de un descuento del 5% previamente señalado en la Ley 91 

de 1989 se pasaría a reducir un 12% previsto por el artículo 204 de la Ley 100 de 1993, 
sin embargo dicha disposición no implica que este descuento no pueda efectuarse a las 

mesadas adicionales que estos devenguen, por el contrario la Ley 91 de 1989 

(normatividad que se encuentra vigente y por ello debe aplicarse) en su artículo 8° 

faculta al FOMAG para dicho trámite.  

 

EXCEPCIONES DE MERITO. 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

 

PRESCRIPCIÓN. 

 

 

Sin que se esté reconociendo ni aceptando ninguna pretensión se propone la excepción de 

prescripción frente a cualquier pedimento sobre el cual se pueda  considerar su reconocimiento 

esto es de las mesadas causadas con tres años de anterioridad a la presentación de la demanda las 

cuales se encontrarían prescritas de conformidad con el artículo 102 del Decreto 1848 del 4 de 

noviembre de 1969, el cual desarrollo el tema de prescripción respecto del régimen prestacional de 

los empleados públicos y trabajadores oficiales. 

 

 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN Y COBRO DE LO NO DEBIDO.  
 
 
En cuanto a los descuentos en salud igualmente se propone la excepción de cobro de lo no debido 

teniendo en cuenta que la normatividad aplicable al pago de prestaciones sociales del magisterio se 

tiene que la Ley 812 de 2003, dio un amplio alcance al régimen de cotización en salud previsto en la 

                                                             
1 H. CONSEJO DE ESTADO. CONSEJETO PONENTE.  WILLIAM GIRALDO GIRALDO. PROVIDENCIA DEL 19 DE ABRIL 

DE 2012. EXPEDIENTE No. 11001-03-15-000-2011-00758-00 



 
 

 
                                                      

  

Ley 100 de 1993 a los docentes afiliados al FOMAG, conllevo que a los mismos se les aumentara el 

monto de cotización al sistema de salud respecto de su mesada pensional, pues de un descuento 

del 5% previamente señalado en la Ley 91 de 1989 se pasaría a reducir un 12% previsto por el 

artículo 204 de la Ley 100 de 1993, sin embargo dicha disposición no implica que este descuento no 

pueda efectuarse a las mesadas adicionales que estos devenguen, por el contrario la Ley 91 de 1989 

(normatividad que se encuentra vigente y por ello debe aplicarse) en su artículo 8° faculta al FOMAG 

para dicho trámite.  

 

En este orden de ideas no hay lugar a la devolución de los aportes solicitada. 

 
 
EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 
 
En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 
frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de 
los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si 
el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así 

como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el 

ordenamiento procesal. 

 

PETICIONES. 

 

Al tenor de las excepciones anteriormente planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo el 

trámite correspondiente, se solicita negar la devolución de los descuentos a salud solicitados, de 

conformidad con los argumentos expuestos. 

 

En este sentido se efectúen las siguientes declaraciones y condenas: 

 

PRIMERO. - Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO. - En consecuencia dar por terminado el proceso. 

TERCERO. - Abstenerse de condenar en costas a la entidad demandada. 

 

PRUEBAS. 

 

Solicitamos se tengan como pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

 

ANEXOS. 

 

-         Copia poder general conferido mediante Escritura Publica No. 522 de 2019. 



 
 

 
                                                      

  

-         Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

 

NOTIFICACIONES. 

 

Mi representada recibirá notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A, ubicada en la Calle 72 N° 
10-03 Bogotá y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co y la suscrita al 
t_dgutierrez@fiduprevisora.com.co.   

 

La suscrita en la Cra. 7 N° 32- 93, Piso 4 Bogotá. 

 

Cordialmente,  

 

 
DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ  

C.C 53.152.803 de Bogotá 

T.P. 192.124 Del C. S. de la J.  
Proyectó: Daisy Carolina Gutiérrez González 

Revisó: Javier Silva 
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*20201182584491* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20201182584491 
Fecha: 19-09-2020 

 
 
 
Bogotá D.C. 

 

Señor 

JUEZ DIECISIETE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

Carrera 57 No. 43-91  

E.                 S.                   D. 

 

Radicado: 11001333501720200005100  

Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Demandante: JOHN FERNANDO FAJARDO VELASCO 

Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO  

NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

              ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA  

DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ, mayor de edad, identificada tal y como aparece al pie de 
mi firma, en mi calidad de apoderada sustituta de LA NACION – MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como apoderada 
sustituta del Dr. LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, conforme al poder de sustitución que se adjunta, 
encontrándome dentro del término de ley establecido en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, mediante el presente documento, me permito 
CONTESTAR DEMANDA, en los siguientes términos: 

 

A LAS PRETENSIONES. 

 

Me opongo a la totalidad de las pretensiones incoadas en el petitum demandatorio, habida consi-
deración que una vez realizado el estudio de cada una de ellas se encuentra que no se encuentra 
fundamento factico ni jurídico para la concesión de las mismas, esto teniendo en cuenta que de 
existir mora en el pago de las cesantías del docente, esta sería atribuible al ente territorial quien 
retardo la emisión del acto administrativo y a su vez la remisión del mismo a la fiduciaria, esto de 
conformidad con la ley 1071 de 2006 y con los fundamentos de defensa que procederé a exponer. 

 

A LOS HECHOS. 

 

1. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

2. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 



 
 

 
                                                      

  

3. No es un hecho, es una apreciación subjetiva que deberá probarse. 

4. No es un hecho, es una apreciación subjetiva que deberá probarse. 

5. No es un hecho es la trascripción de un artículo. 

6. No es un hecho, es una apreciación subjetiva que deberá probarse. 

7. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

8. No es un hecho es una apreciación subjetiva. 

9. No es un hecho es una apreciación subjetiva. 

10. No es un hecho es una apreciación subjetiva. 

 

FUNDAMENTO DE DEFENSA. 

 
La unificación jurisprudencial por parte d la Corte Constitucional y del Consejo de Estado en el año 
2017 y 2018, respectivamente, ha sido adversa a la posición inicialmente sostenida por la Nación 
Ministerio de Educación Nacional, en los casos relacionados con la sanción moratoria en el pago de 
las cesantías que imponen al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG). Al 
respecto las altas Cortes determinaron que la sanción por mora si es aplicable al pago de las 
cesantías del FOMAG, a pesar que no esté provisto en la Ley 91 DE 1989 ni en la Ley 962 de 2005. 
 
No obstante, lo anterior, la presencia de problemas operativos en las entidades territoriales impide 
el cumplimiento de los términos para proyectar las respectivas Resoluciones que reconocen las 
prestaciones sociales de los educadores nacionales afiliados al Fomag. 
 
Si bien es cierto, el Decreto 1272 de 2018, modifico entre otras cosas el procedimiento para el 
reconocimiento de cesantías por parte de las entidades territoriales certificadas, ajustando los 
términos para resolver las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales del magisterio, la 
atención a las mismas está sujeta al turno de radicación de y a la disponibilidad presupuestal para 
que el pago existe.  
 
Sobre el procedimiento contemplado en la normatividad citada, se expone lo siguiente: 
 

“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.23. Gestión de la entidad territorial en las solicitudes de 
reconocimiento de cesantías, la entidad territorial certificada en educación, dentro de los 
5 días hábiles siguientes a la presentación en debida forma de la solicitud de 
reconocimiento de cesantías parciales o definitivas a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio, deberá elaborar un proyecto de acto administrativo que 
resuelva el requerimiento.   
 
A su vez dentro el mismo término indicado en el inciso anterior, la entidad territorial 
deberá subir y remitir a través de la plataforma dispuesta para tal fin el proyecto de acto 
administrativo debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que sea 
revisado por la fiduciaria. 
 



 
 

 
                                                      

  

A su vez dentro del mismo término, la sociedad Fiduciaria deberá digitalizar y remitir a la 
entidad territorial certificada en educación la decisión adoptada, a través de la plataforma 
dispuesta para tal fin, como lo regula el Decreto 1272 de 2018. 
 
“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.25. Elaboración del acto administrativo que resuelve las 
solicitudes de reconocimiento de cesantías. La entidad territorial certificada en educación, 
dentro de los 5 días hábiles siguientes al recibo, por parte de la sociedad fiduciaria, del 
documento que contiene la aprobación o la desaprobación del proyecto de acto 
administrativo, deberá expedir el acto administrativo definitivo que resuelva la solicitud 
de reconocimiento de cesantías. 
 
Si la entidad territorial certificada en educación tiene objeciones frente al resultado de la 
revisión de que trata el artículo anterior, podrá presentar ante la sociedad fiduciaria las 
razones de su inconformidad, dentro de los 2 días hábiles siguientes contados desde la 
recepción del documento que contiene la aprobación o desaprobación del proyecto de 
acto administrativo.  
 
La sociedad fiduciaria contara con 2 días hábiles para resolver las observaciones 
propuestas por la entidad territorial certificada en educación, contados desde la recepción 
del documento que contiene las objeciones del proyecto. 
 
La entidad territorial certificada en educación, dentro del día hábil siguiente contado 
desde la recepción de la respuesta a la objeción, debe expedir el acto administrativo 
definitivo. 
 
En cualquier caso, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y remitir en 
la plataforma dispuesta por la sociedad fiduciaria, el acto administrativo digitalizado. 
 
PARAGRAFO. Bajo ninguna circunstancia, los términos previstos en los incisos 2, 3 y 4 del 
presente artículo podrán ser atendidos como una ampliación del plazo señalado en el 
artículo 4 de la ley 1071 de 2006. En todos los casos, las solicitudes de que trata este 
articulo deberán resolverse dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su radicación 
completa por parte del peticionario”. 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Decreto 1272 de 2018 ajusto los términos del trámite de 
reconocimiento de las cesantías a los quince días previstos en la ley 1071 de 2006, sin embargo el 
tramite previsto en el Decreto 2831 de 2005, sigue igual, pero acortado en los términos para que la 
entidad territorial envié a la sociedad fiduciaria el proyecto de resolución y para que la sociedad 
fiduciaria apruebe o no. 
 
En la actualidad, el procedimiento para reconocer una prestación, incluyendo el pago de cesantías, 
es un procedimiento complejo que involucra a la entidad territorial y a la Fiduprevisora S.A., de 
acuerdo con el artículo 56 de la ley 962 de 2005, que dispone: 

 
“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 
mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el 
Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 



 
 

 
                                                      

  

administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del 
Secretario de Educación de la entidad territorial.” 
 

De este modo, la solicitud de reconocimiento de prestaciones económicas debe presentarse ante 
la última entidad territorial en educación que haya ejercido como autoridad nominadora del 
afiliado. Las secretarias de educación respectivas deben recibir y radicar las solicitudes, expedir las 
certificaciones, subir a la plataforma los proyectos de acto administrativo, suscribir los actos 
administrativos de reconocimiento y remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos 
administrativos con la constancia de ejecutoria. 
 
Para el reconocimiento de cesantías, y con el fin de observar el termino de quince días previsto en 
la Ley 1071 de 2006, la entidad territorial tiene cinco días para elaborar un proyecto de acto 
administrativo y remitirlo a la sociedad fiduciaria, la fiduciaria tiene cinco días para expedirlo y 
aprobarlo u objetarlo, y la entidad territorial tiene otros cinco días para expedir el acto 
administrativo. 
 
De acuerdo con lo anterior, pueden surgir varias situaciones por las cuales la mora resulta 
inimputable al Ministerio de Educación Nacional, pues puede generarse en las siguientes 
circunstancias: i) en la expedición del acto administrativo, fruto de una demora de la entidad 
territorial en enviar el proyecto de acto administrativo o en expedirlo luego de recibida la 
aprobación por parte de la sociedad fiduciaria, ii) en la expedición del acto administrativo, 
producto de la demora de la sociedad fiduciaria en hacer la revisión respectiva; iii) una vez expedido 
y notificado el acto administrativo, por demoras por causas de falta de disponibilidad presupuestal.  
 
Nótese como en cualquiera de estos casos, el pago de la sanción por mora corre a cargo del FOMAG, 
a pesar que la mora haya sido causada por la entidad territorial, y aunque la sociedad fiduciaria 
como administradora y vocera del Fondo nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pude 
interponer las acciones legales correspondiente en contra de las entidades territoriales certificadas 
en educación por el incumplimiento de los términos indicados en la ley 1071 de 2006 y reintegrar 
las sumas de dinero canceladas con ocasión del pago de la sanción moratoria que le sea atribuible 
(conforme al Decreto 1272 de 2018), tal situación es gravosa para la Nación pues genera más cargas. 
 
INDEXACIÓN DE LAS SUMAS QUE SURGEN POR CONCEPTO DE LA SANCIÓN MORATORIA DE LAS 

CESANTÍAS. 

Sea lo primero señalar que, si bien la sanción moratoria no es considerada un derecho laboral, la 

misma no persigue la protección del poder adquisitivo del patrimonio del trabajador, sino que se 

trata de una pena en contra de la Entidad como consecuencia de su negligencia e incumplimiento. 

Así pues, la H. Corte Constitucional se refirió a la cesantía de la siguiente manera:  

“La cesantía constituye una forma de remuneración laboral, por lo cual los trabajadores 

tienen derecho a que éstas no pierdan su valor adquisitivo, debido a la ineficiencia de las 

entidades pagadoras y a los fenómenos inflacionarios. La sanción moratoria impuesta por 

la ley busca penalizar económicamente a las entidades que incurran en mora, y por ello su 

monto es en general superior a la indexación. En ese orden de ideas, no resulta razonable 



 
 

 
                                                      

  

que un trabajador que tenga derecho a la sanción moratoria impuesta reclame también 

la indexación, por cuanto se entiende que esa sanción moratoria no sólo cubre la 

actualización monetaria sino que incluso es superior a ella.”1 (Subraya y negrilla fuera del 

texto original) 

Por otro lado, en reciente Sentencia de Unificación la Sección Segunda del Máximo Tribunal de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa definió el fenómeno de la indexación en los siguientes 
términos:  

 
 “La indexación se constituye en uno de los instrumentos para hacer frente a los efectos de 

la inflación en el campo de las obligaciones dinerarias, es decir, aquellas que deben 

satisfacerse mediante el pago de una cantidad de moneda determinada entre las que se 

cuentan, por supuesto, las de índole laboral, en la medida que el fenómeno inflacionario 

produce una pérdida de la capacidad adquisitiva de la moneda. Esta figura, nace como una 

respuesta a un fenómeno económico derivado del proceso de depreciación de la moneda, 

cuya finalidad última es conservar en el tiempo su poder adquisitivo, de manera que, en 

aplicación de principios como el de equidad y de justicia, de reciprocidad contractual, el de 

integridad del pago y el de reparación integral del daño, el acreedor de cualquier obligación 

de ejecución diferida en el tiempo esté protegido contra sus efectos nocivos.”2 

 

En este mismo sentido, el Tribunal de cierre de lo Contencioso Administrativo, señaló la naturaleza 

y finalidades de la sanción moratoria, insistiendo que se trata de una “MULTA A CARGO DEL 

EMPLEADOR”, veamos:  

“A partir de lo anterior, es posible sacar las siguientes conclusiones relativas a los fines de la 
sanción moratoria: i) La sanción moratoria se consagró con el fin de conminar a las 
entidades encargadas al pago oportuno de la prestación social del auxilio de cesantías, ya 
que generalmente como consecuencia de la burocracia, la tramitología era común la 
demora en el citado pago y, ii) en el momento de recibir el pago efectivo de la prestación 
social, únicamente se pagaba lo certificado por la entidad pagadora meses o años atrás, 
cuando el dinero había perdido su poder adquisitivo, por lo cual, la disposición buscó que la 
administración expidiera la resolución en forma oportuna y expedita para evitar el retardo 
en el citado pago y sus consecuencias desfavorables para el trabajador. 

De este modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado igualmente ha caracterizado la 
sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías como una multa a favor del 
trabajador y en contra del empleador estatuida con el objeto de reparar los daños causados 
al primero por el incumplimiento en el plazo para el pago, en los siguientes términos: 

 La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, como ya se anunció, es una 
multa a cargo del empleador y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los 

                                                             
1 CORTE CONSTITUCIONAL – MAGISTRADO PONENTE: ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO.19 DE SPETIEMBRE DE 

1996. SENTENCIA C-448/96.ACTOR. HUGO HERNÁN GARZÓN GARZÓN. 
2 CONSEJO DE ESTADO - SECCIÓN SEGUNDA. CONSEJERO PONENTE: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. JULIO 18 DE 2018. 

EXPEDIENTE RAD. NO. 73001-23-33-000-2014-00580-01. DEMANDANTE: JORGE LUIS OSPINA CARDONA. DEMANDADO: 

LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGIS-

TERIO Y DEPARTAMENTO DEL TOLIMA. 
 



 
 

 
                                                      

  

daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación 
definitiva del auxilio de cesantía en los términos de la citada Ley. 

 Visto lo anterior, es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo de 
las cesantías, es una sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador 
reconozca y pague de manera oportuna la mencionada prestación, más no mantener el 
poder adquisitivo de la suma de dinero que la representa y con ella, la capacidad para 
adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como su propósito.”3 

 

Igualmente, en dicha providencia se sentaron las siguientes reglas jurisprudenciales:  

 
“3.5.1 Unificar jurisprudencia en la sección segunda del Consejo de Estado, para señalar que 
el docente oficial, al tratarse de un servidor público le es aplicable la Ley 244 de 1995 y sus 
normas complementarias en cuanto a sanción moratoria por el pago tardío de sus cesantías. 
3.5.2 Sentar jurisprudencia precisando que cuando el acto que reconoce las cesantías se 
expide por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria corre 70 
días hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término que corresponde a: 
i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del acto; y iii) 45 días para 
efectuar el pago. 
194. Así mismo, en cuanto a que el acto que reconoce la cesantía debe ser notificado al 
interesado en las condiciones previstas en el CPACA, y una vez se verifica la notificación, 
iniciará el cómputo del término de ejecutoria. Pero si el acto no fue notificado, para 
determinar cuándo corre la ejecutoria, deberá considerarse el término dispuesto en la ley 
para que la entidad intentara notificarlo personalmente, esto es, 5 días para citar al 
peticionario a recibir la notificación, 5 días para esperar que compareciera, 1 para entregarle 
el aviso, y 1 más para perfeccionar el enteramiento por este medio. De igual modo, que 
cuando el peticionario renuncia a los términos de notificación y de ejecutoria, el acto de 
reconocimiento adquiere firmeza a partir del día que así lo manifieste. En ninguno de estos 
casos, los términos de notificación correrán en contra del empleador como computables 
para sanción moratoria. 

195. De otro lado, también se sienta jurisprudencia precisando que cuando se interpone el 
recurso, la ejecutoria correrá 1 día después que se notifique el acto que lo resuelva. Si el 
recurso no es resuelto, los 45 días para el pago de la cesantía, correrán pasados 15 días de 
interpuesto.” 
3.5.3 Sentar jurisprudencia señalando que, tratándose de cesantías definitivas, el salario 
base para calcular la sanción moratoria será la asignación básica vigente en la fecha en que 
se produjo el retiro del servicio del servidor público; a diferencia de las cesantías parciales, 
donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la asignación básica vigente al 
momento de la causación de la mora, sin que varíe por la prolongación en el tiempo. 
3.5.4 Sentar jurisprudencia, reiterando que es improcedente la indexación de la sanción 
moratoria. Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 187 del CPACA.” (Subraya 
y negrilla fuera del texto)4 

 

De la Jurisprudencia antes trascrita, es dable concluir que lo dispuesto por el artículo 187 del CPACA  

en su inciso final, no es aplicable para al caso que ocupa nuestra atención, pues como ya se ha 

                                                             
3 Ibídem 
4 Ibídem 



 
 

 
                                                      

  

venido reiterando, la indexación de las sumas que se causen como consecuencia de la sanción 

moratoria resultan improcedentes entre sí, habida consideración que la tantas veces citada 

indexación hace mucho más gravosa la situación de la administración, pues dicho emolumento no 

solo cubre la actualización monetaria sino que es superior al valor que resulta de la sanción 

moratoria. 

 

EXCEPCIONES DE MERITO. 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

COBRO DE LO NO DEBIDO  

 

Se propone la excepción de cobro de lo no debido teniendo en cuenta que la normatividad aplicable 

al pago de prestaciones sociales del magisterio deja poco tiempo para realizar el pago, pues los 45 

días de plazo para el pago comienza a correr desde que el acto administrativo debió cobrar 

ejecutoria, de otro lado, aunque los actos administrativos que reconocen las cesantías parciales o 

definitivas sean expedidos en tiempo por las Secretarias de Educación Certificadas, ello no implica 

que le pago sea inmediato pues se encuentra condicionado a turno y disponibilidad presupuestal, 

atendiendo al principio constitucional de legalidad del gasto público en virtud del cual “no se puede 

hacer erogación con cargo al Tesoro que no se halle incluida en el de gastos”, e implica, que la 

disponibilidad presupuestal exista previa a la realización del gasto y demás que sea suficiente al 

momento de hacer erogación.  

 

En este orden de ideas surgen problemas tanto jurídicos como operativos que generan la sanción 

por mora en el pago de las prestaciones sociales de los educadores, nacionales, razón por la cual, 

debe analizarse el motivo que genero la mora en el caso que nos ocupa para determinar si 

corresponde a la Nación Ministerio de Educación Nacional, el pago de la misma. 

 

 

IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACION DE LA SANCION MORATORIA. 

 

 

Como se ha establecido por la Unificación de Jurisprudencia, los ajustes a valor presente de la 

sanción moratoria son improcedentes “debido a que la indemnización moratoria es una sanción 

severa y superior al reajuste monetario “por lo que no es moderado condenar al pago de ambas, 

“por cuanto se entiende que la sanción moratoria, además de castigar a la entidad morosa, cubre 

una suma superior a la actualización monetaria”. Siendo así las cosas, resulta improcedente solicitar 

como lo pretende la demandante indexar la suma que resulte por sanción mora conforme al I.P.C.  

 
 
 



 
 

 
                                                      

  

 
 
 
 
EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 
 
En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 
frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de 
los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si 
el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así 

como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el 

ordenamiento procesal. 

 

PETICIONES. 

 

Con todo respeto se solicita al despacho la vinculación del ente territorial, teniendo en cuenta que 

la mora generada en el pago de las cesantías del docente se ocasiono por el retardo del ente 

territorial en la emisión del acto administrativo y en remitirlo a la sociedad fiduciaria, esto de 

conformidad con lo previsto en la ley 1071 de 2006. 

 

Al tenor de las excepciones planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo el trámite 

correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO. - Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO. - En consecuencia dar por terminado el proceso en contra de LA NACIÓN - MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

TERCERO. - Abstenerse de condenar en costas a la entidad demandada. 

CUARTO. – Se me reconozca personería adjetiva para actuar. 

 

 

PRUEBAS. 

 

Solicitamos se tengan como pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

  

ANEXOS. 

 

1. Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

2. Copia de escritura pública No. 522 de 2019. 

 



 
 

 
                                                      

  

 

 

 

NOTIFICACIONES 

 

Mi representada recibirá notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A, ubicada en la Calle 72 N° 
10-03 Bogotá y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co – 
t_dgutierrez@fiduprevisora.com.co 

 

La suscrita en la Cra. 7 N° 32- 93, Piso 4 Bogotá. 

 

Cordialmente,  

 

 
DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ  

C.C 53.152.803 de Bogotá 

T.P. 192.124 Del C. S. de la J.  
Proyectó: Daisy Carolina Gutiérrez González 

Revisó: Javier Silva 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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*20201182584481* 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: 20201182584481 
Fecha: 19-09-2020 

 
 
 
Bogotá D.C. 

 

Señor 

JUEZ DIECISIETE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

Carrera 57 No. 43-91  

E.                 S.                   D. 

 

Radicado: 11001333501720200001100  

Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Demandante: HERLI QUINTANA ROJAS 

Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO  

NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO  

              ASUNTO: CONTESTACION DE DEMANDA  

DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ, mayor de edad, identificada tal y como aparece al pie de 
mi firma, en mi calidad de apoderada sustituta de LA NACION – MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como apoderada 
sustituta del Dr. LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, conforme al poder de sustitución que se adjunta, 
encontrándome dentro del término de ley establecido en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, mediante el presente documento, me permito 
CONTESTAR DEMANDA, en los siguientes términos: 

 

A LAS PRETENSIONES. 

 

Me opongo a la totalidad de las pretensiones incoadas en el petitum demandatorio, habida consi-
deración que una vez realizado el estudio de cada una de ellas se encuentra que no se encuentra 
fundamento factico ni jurídico para la concesión de las mismas, esto teniendo en cuenta que de 
existir mora en el pago de las cesantías del docente, esta sería atribuible al ente territorial quien 
retardo la emisión del acto administrativo y a su vez la remisión del mismo a la fiduciaria, esto de 
conformidad con la ley 1071 de 2006 y con los fundamentos de defensa que procederé a exponer. 

 

A LOS HECHOS. 

 

1. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

2. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 



 
 

 
                                                      

  

3. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

4. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

5. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

6. No es un hecho es la trascripción de un artículo. 

7. No es un hecho es una transcripción de una cita jurisprudencial. 

8. No es un hecho es una apreciación subjetiva. 

9. Es cierto de conformidad con la documental aportada con la demanda. 

 

FUNDAMENTO DE DEFENSA. 

 
La unificación jurisprudencial por parte d la Corte Constitucional y del Consejo de Estado en el año 
2017 y 2018, respectivamente, ha sido adversa a la posición inicialmente sostenida por la Nación 
Ministerio de Educación Nacional, en los casos relacionados con la sanción moratoria en el pago de 
las cesantías que imponen al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG). Al 
respecto las altas Cortes determinaron que la sanción por mora si es aplicable al pago de las 
cesantías del FOMAG, a pesar que no esté provisto en la Ley 91 DE 1989 ni en la Ley 962 de 2005. 
 
No obstante, lo anterior, la presencia de problemas operativos en las entidades territoriales impide 
el cumplimiento de los términos para proyectar las respectivas Resoluciones que reconocen las 
prestaciones sociales de los educadores nacionales afiliados al Fomag. 
 
Si bien es cierto, el Decreto 1272 de 2018, modifico entre otras cosas el procedimiento para el 
reconocimiento de cesantías por parte de las entidades territoriales certificadas, ajustando los 
términos para resolver las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales del magisterio, la 
atención a las mismas está sujeta al turno de radicación de y a la disponibilidad presupuestal para 
que el pago existe.  
 
Sobre el procedimiento contemplado en la normatividad citada, se expone lo siguiente: 
 

“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.23. Gestión de la entidad territorial en las solicitudes de 
reconocimiento de cesantías, la entidad territorial certificada en educación, dentro de los 
5 días hábiles siguientes a la presentación en debida forma de la solicitud de 
reconocimiento de cesantías parciales o definitivas a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio, deberá elaborar un proyecto de acto administrativo que 
resuelva el requerimiento.   
 
A su vez dentro el mismo término indicado en el inciso anterior, la entidad territorial 
deberá subir y remitir a través de la plataforma dispuesta para tal fin el proyecto de acto 
administrativo debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que sea 
revisado por la fiduciaria. 
 
A su vez dentro del mismo término, la sociedad Fiduciaria deberá digitalizar y remitir a la 
entidad territorial certificada en educación la decisión adoptada, a través de la plataforma 
dispuesta para tal fin, como lo regula el Decreto 1272 de 2018. 



 
 

 
                                                      

  

 
“ARTICULO 2.4.4.2.3.2.25. Elaboración del acto administrativo que resuelve las 
solicitudes de reconocimiento de cesantías. La entidad territorial certificada en educación, 
dentro de los 5 días hábiles siguientes al recibo, por parte de la sociedad fiduciaria, del 
documento que contiene la aprobación o la desaprobación del proyecto de acto 
administrativo, deberá expedir el acto administrativo definitivo que resuelva la solicitud 
de reconocimiento de cesantías. 
 
Si la entidad territorial certificada en educación tiene objeciones frente al resultado de la 
revisión de que trata el artículo anterior, podrá presentar ante la sociedad fiduciaria las 
razones de su inconformidad, dentro de los 2 días hábiles siguientes contados desde la 
recepción del documento que contiene la aprobación o desaprobación del proyecto de 
acto administrativo.  
 
La sociedad fiduciaria contara con 2 días hábiles para resolver las observaciones 
propuestas por la entidad territorial certificada en educación, contados desde la recepción 
del documento que contiene las objeciones del proyecto. 
 
La entidad territorial certificada en educación, dentro del día hábil siguiente contado 
desde la recepción de la respuesta a la objeción, debe expedir el acto administrativo 
definitivo. 
 
En cualquier caso, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y remitir en 
la plataforma dispuesta por la sociedad fiduciaria, el acto administrativo digitalizado. 
 
PARAGRAFO. Bajo ninguna circunstancia, los términos previstos en los incisos 2, 3 y 4 del 
presente artículo podrán ser atendidos como una ampliación del plazo señalado en el 
artículo 4 de la ley 1071 de 2006. En todos los casos, las solicitudes de que trata este 
articulo deberán resolverse dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su radicación 
completa por parte del peticionario”. 
 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Decreto 1272 de 2018 ajusto los términos del trámite de 
reconocimiento de las cesantías a los quince días previstos en la ley 1071 de 2006, sin embargo el 
tramite previsto en el Decreto 2831 de 2005, sigue igual, pero acortado en los términos para que la 
entidad territorial envié a la sociedad fiduciaria el proyecto de resolución y para que la sociedad 
fiduciaria apruebe o no. 
 
En la actualidad, el procedimiento para reconocer una prestación, incluyendo el pago de cesantías, 
es un procedimiento complejo que involucra a la entidad territorial y a la Fiduprevisora S.A., de 
acuerdo con el artículo 56 de la ley 962 de 2005, que dispone: 

 
“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, 
mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el 
Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto 
administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del 
Secretario de Educación de la entidad territorial.” 
 



 
 

 
                                                      

  

De este modo, la solicitud de reconocimiento de prestaciones económicas debe presentarse ante 
la última entidad territorial en educación que haya ejercido como autoridad nominadora del 
afiliado. Las secretarias de educación respectivas deben recibir y radicar las solicitudes, expedir las 
certificaciones, subir a la plataforma los proyectos de acto administrativo, suscribir los actos 
administrativos de reconocimiento y remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos 
administrativos con la constancia de ejecutoria. 
 
Para el reconocimiento de cesantías, y con el fin de observar el termino de quince días previsto en 
la Ley 1071 de 2006, la entidad territorial tiene cinco días para elaborar un proyecto de acto 
administrativo y remitirlo a la sociedad fiduciaria, la fiduciaria tiene cinco días para expedirlo y 
aprobarlo u objetarlo, y la entidad territorial tiene otros cinco días para expedir el acto 
administrativo. 
 
De acuerdo con lo anterior, pueden surgir varias situaciones por las cuales la mora resulta 
inimputable al Ministerio de Educación Nacional, pues puede generarse en las siguientes 
circunstancias: i) en la expedición del acto administrativo, fruto de una demora de la entidad 
territorial en enviar el proyecto de acto administrativo o en expedirlo luego de recibida la 
aprobación por parte de la sociedad fiduciaria, ii) en la expedición del acto administrativo, 
producto de la demora de la sociedad fiduciaria en hacer la revisión respectiva; iii) una vez expedido 
y notificado el acto administrativo, por demoras por causas de falta de disponibilidad presupuestal.  
 
Nótese como en cualquiera de estos casos, el pago de la sanción por mora corre a cargo del FOMAG, 
a pesar que la mora haya sido causada por la entidad territorial, y aunque la sociedad fiduciaria 
como administradora y vocera del Fondo nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, pude 
interponer las acciones legales correspondiente en contra de las entidades territoriales certificadas 
en educación por el incumplimiento de los términos indicados en la ley 1071 de 2006 y reintegrar 
las sumas de dinero canceladas con ocasión del pago de la sanción moratoria que le sea atribuible 
(conforme al Decreto 1272 de 2018), tal situación es gravosa para la Nación pues genera más cargas. 
 
INDEXACIÓN DE LAS SUMAS QUE SURGEN POR CONCEPTO DE LA SANCIÓN MORATORIA DE LAS 

CESANTÍAS. 

Sea lo primero señalar que, si bien la sanción moratoria no es considerada un derecho laboral, la 

misma no persigue la protección del poder adquisitivo del patrimonio del trabajador, sino que se 

trata de una pena en contra de la Entidad como consecuencia de su negligencia e incumplimiento. 

Así pues, la H. Corte Constitucional se refirió a la cesantía de la siguiente manera:  

“La cesantía constituye una forma de remuneración laboral, por lo cual los trabajadores 

tienen derecho a que éstas no pierdan su valor adquisitivo, debido a la ineficiencia de las 

entidades pagadoras y a los fenómenos inflacionarios. La sanción moratoria impuesta por 

la ley busca penalizar económicamente a las entidades que incurran en mora, y por ello su 

monto es en general superior a la indexación. En ese orden de ideas, no resulta razonable 

que un trabajador que tenga derecho a la sanción moratoria impuesta reclame también 

la indexación, por cuanto se entiende que esa sanción moratoria no sólo cubre la 



 
 

 
                                                      

  

actualización monetaria sino que incluso es superior a ella.”1 (Subraya y negrilla fuera del 

texto original) 

Por otro lado, en reciente Sentencia de Unificación la Sección Segunda del Máximo Tribunal de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa definió el fenómeno de la indexación en los siguientes 
términos:  

 
 “La indexación se constituye en uno de los instrumentos para hacer frente a los efectos de 

la inflación en el campo de las obligaciones dinerarias, es decir, aquellas que deben 

satisfacerse mediante el pago de una cantidad de moneda determinada entre las que se 

cuentan, por supuesto, las de índole laboral, en la medida que el fenómeno inflacionario 

produce una pérdida de la capacidad adquisitiva de la moneda. Esta figura, nace como una 

respuesta a un fenómeno económico derivado del proceso de depreciación de la moneda, 

cuya finalidad última es conservar en el tiempo su poder adquisitivo, de manera que, en 

aplicación de principios como el de equidad y de justicia, de reciprocidad contractual, el de 

integridad del pago y el de reparación integral del daño, el acreedor de cualquier obligación 

de ejecución diferida en el tiempo esté protegido contra sus efectos nocivos.”2 

 

En este mismo sentido, el Tribunal de cierre de lo Contencioso Administrativo, señaló la naturaleza 

y finalidades de la sanción moratoria, insistiendo que se trata de una “MULTA A CARGO DEL 

EMPLEADOR”, veamos:  

“A partir de lo anterior, es posible sacar las siguientes conclusiones relativas a los fines de la 
sanción moratoria: i) La sanción moratoria se consagró con el fin de conminar a las 
entidades encargadas al pago oportuno de la prestación social del auxilio de cesantías, ya 
que generalmente como consecuencia de la burocracia, la tramitología era común la 
demora en el citado pago y, ii) en el momento de recibir el pago efectivo de la prestación 
social, únicamente se pagaba lo certificado por la entidad pagadora meses o años atrás, 
cuando el dinero había perdido su poder adquisitivo, por lo cual, la disposición buscó que la 
administración expidiera la resolución en forma oportuna y expedita para evitar el retardo 
en el citado pago y sus consecuencias desfavorables para el trabajador. 

De este modo, la jurisprudencia del Consejo de Estado igualmente ha caracterizado la 
sanción moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías como una multa a favor del 
trabajador y en contra del empleador estatuida con el objeto de reparar los daños causados 
al primero por el incumplimiento en el plazo para el pago, en los siguientes términos: 

 La indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, como ya se anunció, es una 
multa a cargo del empleador y a favor del empleado, establecida con el fin de resarcir los 
daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación 
definitiva del auxilio de cesantía en los términos de la citada Ley. 

                                                             
1 CORTE CONSTITUCIONAL – MAGISTRADO PONENTE: ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO.19 DE SPETIEMBRE DE 

1996. SENTENCIA C-448/96.ACTOR. HUGO HERNÁN GARZÓN GARZÓN. 
2 CONSEJO DE ESTADO - SECCIÓN SEGUNDA. CONSEJERO PONENTE: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ. JULIO 18 DE 2018. 

EXPEDIENTE RAD. NO. 73001-23-33-000-2014-00580-01. DEMANDANTE: JORGE LUIS OSPINA CARDONA. DEMANDADO: 

LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGIS-

TERIO Y DEPARTAMENTO DEL TOLIMA. 
 



 
 

 
                                                      

  

 Visto lo anterior, es preciso concluir que la sanción moratoria por pago extemporáneo de 
las cesantías, es una sanción o penalidad cuyo propósito es procurar que el empleador 
reconozca y pague de manera oportuna la mencionada prestación, más no mantener el 
poder adquisitivo de la suma de dinero que la representa y con ella, la capacidad para 
adquirir bienes y servicios o lo que la ley disponga como su propósito.”3 

 

Igualmente, en dicha providencia se sentaron las siguientes reglas jurisprudenciales:  

 
“3.5.1 Unificar jurisprudencia en la sección segunda del Consejo de Estado, para señalar que 
el docente oficial, al tratarse de un servidor público le es aplicable la Ley 244 de 1995 y sus 
normas complementarias en cuanto a sanción moratoria por el pago tardío de sus cesantías. 
3.5.2 Sentar jurisprudencia precisando que cuando el acto que reconoce las cesantías se 
expide por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria corre 70 
días hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término que corresponde a: 
i) 15 días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del acto; y iii) 45 días para 
efectuar el pago. 
194. Así mismo, en cuanto a que el acto que reconoce la cesantía debe ser notificado al 
interesado en las condiciones previstas en el CPACA, y una vez se verifica la notificación, 
iniciará el cómputo del término de ejecutoria. Pero si el acto no fue notificado, para 
determinar cuándo corre la ejecutoria, deberá considerarse el término dispuesto en la ley 
para que la entidad intentara notificarlo personalmente, esto es, 5 días para citar al 
peticionario a recibir la notificación, 5 días para esperar que compareciera, 1 para entregarle 
el aviso, y 1 más para perfeccionar el enteramiento por este medio. De igual modo, que 
cuando el peticionario renuncia a los términos de notificación y de ejecutoria, el acto de 
reconocimiento adquiere firmeza a partir del día que así lo manifieste. En ninguno de estos 
casos, los términos de notificación correrán en contra del empleador como computables 
para sanción moratoria. 

195. De otro lado, también se sienta jurisprudencia precisando que cuando se interpone el 
recurso, la ejecutoria correrá 1 día después que se notifique el acto que lo resuelva. Si el 
recurso no es resuelto, los 45 días para el pago de la cesantía, correrán pasados 15 días de 
interpuesto.” 
3.5.3 Sentar jurisprudencia señalando que, tratándose de cesantías definitivas, el salario 
base para calcular la sanción moratoria será la asignación básica vigente en la fecha en que 
se produjo el retiro del servicio del servidor público; a diferencia de las cesantías parciales, 
donde se deberá tener en cuenta para el mismo efecto la asignación básica vigente al 
momento de la causación de la mora, sin que varíe por la prolongación en el tiempo. 
3.5.4 Sentar jurisprudencia, reiterando que es improcedente la indexación de la sanción 
moratoria. Lo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 187 del CPACA.” (Subraya 
y negrilla fuera del texto)4 

 

De la Jurisprudencia antes trascrita, es dable concluir que lo dispuesto por el artículo 187 del CPACA  

en su inciso final, no es aplicable para al caso que ocupa nuestra atención, pues como ya se ha 

venido reiterando, la indexación de las sumas que se causen como consecuencia de la sanción 

moratoria resultan improcedentes entre sí, habida consideración que la tantas veces citada 

indexación hace mucho más gravosa la situación de la administración, pues dicho emolumento no 

                                                             
3 Ibídem 
4 Ibídem 



 
 

 
                                                      

  

solo cubre la actualización monetaria sino que es superior al valor que resulta de la sanción 

moratoria. 

 

EXCEPCIONES DE MERITO. 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

COBRO DE LO NO DEBIDO  

 

Se propone la excepción de cobro de lo no debido teniendo en cuenta que la normatividad aplicable 

al pago de prestaciones sociales del magisterio deja poco tiempo para realizar el pago, pues los 45 

días de plazo para el pago comienza a correr desde que el acto administrativo debió cobrar 

ejecutoria, de otro lado, aunque los actos administrativos que reconocen las cesantías parciales o 

definitivas sean expedidos en tiempo por las Secretarias de Educación Certificadas, ello no implica 

que le pago sea inmediato pues se encuentra condicionado a turno y disponibilidad presupuestal, 

atendiendo al principio constitucional de legalidad del gasto público en virtud del cual “no se puede 

hacer erogación con cargo al Tesoro que no se halle incluida en el de gastos”, e implica, que la 

disponibilidad presupuestal exista previa a la realización del gasto y demás que sea suficiente al 

momento de hacer erogación.  

 

En este orden de ideas surgen problemas tanto jurídicos como operativos que generan la sanción 

por mora en el pago de las prestaciones sociales de los educadores, nacionales, razón por la cual, 

debe analizarse el motivo que genero la mora en el caso que nos ocupa para determinar si 

corresponde a la Nación Ministerio de Educación Nacional, el pago de la misma. 

 

 

IMPROCEDENCIA DE LA INDEXACION DE LA SANCION MORATORIA. 

 

 

Como se ha establecido por la Unificación de Jurisprudencia, los ajustes a valor presente de la 

sanción moratoria son improcedentes “debido a que la indemnización moratoria es una sanción 

severa y superior al reajuste monetario “por lo que no es moderado condenar al pago de ambas, 

“por cuanto se entiende que la sanción moratoria, además de castigar a la entidad morosa, cubre 

una suma superior a la actualización monetaria”. Siendo así las cosas, resulta improcedente solicitar 

como lo pretende la demandante indexar la suma que resulte por sanción mora conforme al I.P.C.  

 
 
 
 
 
 



 
 

 
                                                      

  

 
EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 
 
En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 
frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de 
los hechos que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si 
el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así 

como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el 

ordenamiento procesal. 

 

PETICIONES. 

 

Con todo respeto se solicita al despacho la vinculación del ente territorial, teniendo en cuenta que 

la mora generada en el pago de las cesantías del docente se ocasiono por el retardo del ente 

territorial en la emisión del acto administrativo y en remitirlo a la sociedad fiduciaria, esto de 

conformidad con lo previsto en la ley 1071 de 2006. 

 

Al tenor de las excepciones planteadas, comedidamente solicito a Ud., que previo el trámite 

correspondiente, se efectúen las siguientes declaraciones y condenas. 

 

PRIMERO. - Declarar probadas las excepciones propuestas.  

SEGUNDO. - En consecuencia dar por terminado el proceso en contra de LA NACIÓN - MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN    NACIONAL -  FONDO NACIONAL DE PRESTRACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

TERCERO. - Abstenerse de condenar en costas a la entidad demandada. 

CUARTO. – Se me reconozca personería adjetiva para actuar. 

 

 

PRUEBAS. 

 

Solicitamos se tengan como pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

  

ANEXOS. 

 

1. Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

2. Copia de escritura pública No. 522 de 2019. 

 

 

 



 
 

 
                                                      

  

 

NOTIFICACIONES 

 

Mi representada recibirá notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A, ubicada en la Calle 72 N° 
10-03 Bogotá y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co – 
t_dgutierrez@fiduprevisora.com.co 

 

La suscrita en la Cra. 7 N° 32- 93, Piso 4 Bogotá. 

 

Cordialmente,  

 

 
DAISY CAROLINA GUTIERREZ GONZALEZ  

C.C 53.152.803 de Bogotá 

T.P. 192.124 Del C. S. de la J.  
Proyectó: Daisy Carolina Gutiérrez González 

Revisó: Javier Silva 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 
/ 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. 
Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros 
ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u 
oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos 
aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige 
ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio 
(dirección y ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor 
Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 
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